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COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA CÁMARA

De conformidad con el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Boletin 
Oficial de las Cortes Generales de los cambios habidos en la composición de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

PLENO

051/000002

A)  Relación por orden alfabético de señores Diputados que han adquirido la plena condición de 
Diputado.

Bajas:

GÓMEZ SÁNCHEZ, Tomás Valeriano .....................  01-01-2015
GUERRA GONZÁLEZ, Alfonso ...............................  14-01-2015
TUDANCA FERNÁNDEZ, Luis ................................  20-01-2015
URIARTE AYALA, Ignacio  ......................................  13-01-2015

Altas:

ARNAIZ GARCÍA, María del Mar ............................  20-01-2015
CORRAL RUIZ, Lucila María ...................................  20-01-2015
OÑATE MOYA, Silvia ..............................................  20-01-2015
PÉREZ ARAS, Juan Vicente ...................................  20-01-2015

B) Relación de Diputados que han presentado su credencial, por circunscripciones.

Burgos:

ARNAIZ GARCÍA, María del Mar ............................  PSOE

Madrid:

CORRAL RUIZ, Lucila María. ..................................  PSOE

Sevilla:

OÑATE MOYA, Silvia ..............................................  PSOE

Valencia:

PÉREZ ARAS, Juan Vicente ...................................  PP

C) Relación de Diputados por orden de presentación de credenciales.

Nombre: PÉREZ ARAS, Juan Vicente
Circunscripción: Valencia
Número: 407
Fecha: 19 de enero de 2015
Formación electoral: PP
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Nombre: CORRAL RUIZ, Lucila María
Circunscripción: Madrid 
Número: 408
Fecha: 20 de enero de 2015
Formación electoral: PSOE

Nombre: OÑATE MOYA, Silvia
Circunscripción: Sevilla 
Número: 409
Fecha: 20 de enero de 2015
Formación electoral: PSOE

Nombre: ARNAIZ GARCÍA, María del Mar
Circunscripción: Burgos 
Número: 410
Fecha: 20 de enero de 2015
Formación electoral: PSOE

DIPUTACIÓN PERMANENTE

061/000008

Grupo Parlamentario Popular en el Congreso
(061/000007)

Vocales

Baja:

RUIZ-GALLARDÓN JIMÉNEZ, Alberto

Alta:

CONDE BAJÉN, Agustín

Suplentes

Bajas:

CONDE BAJÉN, Agustín
LÓPEZ-AMOR GARCÍA, Fernando

Altas:

GALLEGO BURGOS, Antonio
GONZÁLEZ VÁZQUEZ, Marta
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GRUPOS PARLAMENTARIOS

010/000008

Grupo Parlamentario Popular en el Congreso
(010/000005)

Número de miembros al 21 de enero de 2015: 185

Baja:

URIARTE AYALA, Ignacio .......................................  13-01-2015

Alta:

PÉREZ ARAS, Juan Vicente ...................................  21-01-2015

Grupo Parlamentario Socialista
(010/000002)

Número de miembros al 21 de enero de 2015: 110

Baja:

GÓMEZ SÁNCHEZ, Tomás Valeriano .....................  01-01-2015
GUERRA GONZÁLEZ, Alfonso ...............................  14-01-2015
TUDANCA FERNÁNDEZ, Luis ................................  20-01-2015

Altas:

ARNAIZ GARCÍA, María del Mar ............................  21-01-2015
CORRAL RUIZ, Lucila María ...................................  21-01-2015
OÑATE MOYA, Silvia ..............................................  21-01-2015

JUNTA DE PORTAVOCES

031/000009

Grupo Parlamentario Popular en el Congreso
(031/000006)

Portavoz:

HERNANDO FRAILE, Rafael Antonio

Portavoces Sustitutos:

BERMÚDEZ DE CASTRO FERNÁNDEZ José Antonio
RODRÍGUEZ-SALMONES CABEZA, Beatriz
BARREDA DE LOS RÍOS, Leopoldo
TORRADO DE CASTRO, Marta
ASIAN GONZÁLEZ, Matilde Pastora
CONDE BAJÉN, Agustín
GONZÁLEZ VÁZQUEZ, Marta
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DIPUTADOS

De conformidad con lo dispuesto en la Norma 5 del Acuerdo de las Mesas del Congreso de los 
Diputados y del Senado, de 21 de diciembre de 2009, por el que se aprueban las Normas en materia de 
registro de intereses, en los términos de la redacción dada por la modificación acordada por las Mesas de 
ambas Cámaras, en su reunión del día 19 de julio de 2011, para dar cumplimiento a lo establecido en la 
reforma del artículo 160.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, se ordena la publicación en 
el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las declaraciones de bienes y rentas presentadas, una vez 
calificadas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

ÍNDICE

Página

GÓMEZ SÁNCHEZ, Tomás Valeriano (GS) (núm. expte. 005/000092/0001) 3 .......... 16

GORDO PÉREZ, Juan Luis (GS) (núm. expte. 005/000020/0001) 2 .......................... 6

VIERA CHACÓN, José Antonio (GS) (núm. expte. 005/000051/0002) 2 .................... 11

1 Declaración inicial.
2 Declaración de modificación.
3 Declaración final.
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De conformidad con lo dispuesto en la Norma 5 del Acuerdo de las Mesas del Congreso de los 
Diputados y del Senado, de 21 de diciembre de 2009, por el que se aprueban las Normas en materia de 
registro de intereses, en los términos de la redacción dada por la modificación acordada por las Mesas de 
ambas Cámaras, en su reunión del día 19 de julio de 2011, para dar cumplimiento a lo establecido en la 
reforma del artículo 160.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, se ordena la publicación en 
el Boletín Oficial de las Cortes Generales de las declaraciones de bienes y rentas presentadas, una vez 
calificadas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

ÍNDICE

Página

GUERRA GONZÁLEZ, Alfonso (GS) (núm. expte. 005/000025/0001) 3 ..................... 22

PÉREZ ARAS, Juan Vicente (GP) (núm. expte. 005/000408/0000) 1 ......................... 32

TUDANCA FERNÁNDEZ, Luis (GS) (núm. expte. 005/000224/0001) 3 ..................... 27

1 Declaración inicial.
2 Declaración de modificación.
3 Declaración final.
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PERSONAL

299/000002

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.º del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, 
con fecha 21 de enero de 2015, el Excmo. Sr. Presidente del Congreso de los Diputados ha tenido a bien 
nombrar a doña Alba Marchador Vázquez, a propuesta de la Excma. Sra. doña Dolors Montserrat 
Montserrat, con efectos de 21 de enero de 2015 y con carácter de personal eventual, para el cargo de 
Secretaria de la Vicepresidencia Tercera del Congreso de los Diputados.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación 
en la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

299/000003

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2 del Estatuto del Personal de las Cortes Generales, 
con fecha 20 de enero de 2015, el Excmo. Sr. Presidente del Congreso de los Diputados ha tenido a bien 
disponer el cese, a propuesta del Excmo. Sr. don Josep Antoni Duran i Lleida, con efectos de 22 de enero 
de 2015, de doña Carolina Herrero Pérez, como personal eventual en el cargo de Asistente para la 
atención de los señores Diputados del Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

Al amparo de lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación 
en la Sección Congreso de los Diputados del BOCG.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

CONTROL SOBRE LAS DISPOSICIONES DEL EJECUTIVO 
CON FUERZA DE LEY

DECRETOS-LEYES

130/000062

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 15/2014, de 19 de diciembre, de modificación del 
Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.
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REAL DECRETO-LEY 15/2014, DE 19 DE DICIEMBRE, DE MODIFICACIÓN DEL RÉGIMEN ECONÓMICO 
Y FISCAL DE CANARIAS

Exposición de motivos

I

La Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, contiene 
en su articulado la regulación de diversos incentivos fiscales, aplicables tanto a la imposición directa como 
a la indirecta. De acuerdo con el Derecho comunitario, algunas de estas previsiones tienen la consideración 
de ayudas de Estado, lo que conlleva que su aplicación en el Ordenamiento interno se deba adecuar a la 
normativa comunitaria.

En ese contexto, toda vez que la vigencia de dichos incentivos alcanzaba hasta el 31 de diciembre 
de 2013, en correspondencia con la del mapa de ayudas estatales de finalidad regional aprobado para 
España para el período 2007-2013, con el número N 626/2006, con fecha 20 de diciembre de 2006, y ante 
la demora en la aprobación de Directrices sobre las ayudas de Estado de finalidad regional para 2014-2020 
y del Reglamento (UE) Nº 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el que se declaran 
determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 
y 108 del Tratado, comúnmente conocido como el Reglamento General de Exención por Categorías, por 
parte del Reino de España se procedió a solicitar la prórroga para el ejercicio 2014 de tales incentivos, 
prórroga que fue otorgada mediante Decisión de la Comisión de 17 de diciembre de 2013.

Próxima la finalización del plazo adicional antedicho, procede incorporar al Derecho interno las 
modificaciones que derivan de la negociación llevada a cabo con las autoridades comunitarias, 
incorporación que, a resultas de la nueva orientación adoptada por dichas autoridades en materia de 
ayudas de Estado, ha experimentado un cambio sustancial toda vez que se abandona el sistema de 
notificación y posterior autorización habiendo sido sustituido por un mecanismo de adecuación del global 
de los incentivos integrados en el Régimen Económico y Fiscal de Canarias al aludido Reglamento.

Este Real Decreto-ley se estructura en un artículo único, que incorpora diversas modificaciones que 
inciden, fundamentalmente, en la regulación de la Reserva para inversiones en Canarias y de la Zona 
Especial Canaria, al tiempo que se introduce una deducción por inversiones en territorios de África 
Occidental y por gastos de propaganda y publicidad, en cuatro disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, y cuatro disposiciones finales.

Por lo que concierne a la Reserva para inversiones en Canarias, merece destacarse, en primer lugar, 
la novedosa posibilidad de materialización de aquella en la creación de puestos de trabajo que no pueda 
ser calificada como inversión inicial, opción que conlleva el cumplimiento de los mismos requisitos previstos 
para la materialización de empleo relacionado con inversiones iniciales, esto es, el incremento de la 
plantilla media total en 12 meses y su mantenimiento durante un determinado tiempo, y, adicionalmente, 
que, como límite, a esta nueva forma de materialización podrá destinarse el 50 por ciento de las dotaciones 
efectuadas a la misma por el contribuyente, y que, como máximo, podrá considerarse, como tal 
materialización, el coste medio anual por trabajador, por un importe de 36.000 euros.

A este cambio se añaden otros, tales como la posibilidad de materializar la reserva en cualquier tipo 
de instrumento financiero, no solo en acciones, como hasta ahora, siempre que, de no tratarse de estas 
últimas, fueran emitidos por entidades financieras, o la supresión de las limitaciones existentes para 
permitir que dicha reserva pueda materializarse en la suscripción de acciones o participaciones emitidas 
por las entidades de la Zona Especial Canaria. Igualmente procede reseñar la desaparición de la obligación 
de presentación de un Plan de inversiones, como requisito para la materialización de dicha reserva, lo que 
conllevará la supresión de los costes que se generaban con ocasión de su elaboración y presentación.

Con la introducción de la antedicha nueva deducción se persigue incrementar las inversiones en 
Canarias dirigidas a facilitar y promover la utilización del Archipiélago como plataforma privilegiada para la 
realización de aquellas en países del África Occidental.

Por su parte, la regulación de la Zona Especial Canaria es objeto de varias modificaciones relevantes 
con el fin de impulsar el logro de sus objetivos primordiales: el desarrollo económico y social y la 
diversificación de la economía de las islas Canarias en las mejores condiciones posibles. Así, merecen 
una mención específica la generalización de su ámbito territorial a todo el Archipiélago, hasta la fecha 
solo admitido para las actividades de servicios, desapareciendo así la limitación existente de acotar las 
actividades vinculadas con la producción, transformación, manipulación o comercialización de mercancías 
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a ciertas áreas geográficas, la ampliación de su ámbito subjetivo, al extenderse a las sucursales, un 
aumento notable de los límites de base imponible, vinculados a la creación de empleo, para aplicar el tipo 
especial de gravamen en el Impuesto sobre Sociedades, la incorporación de nuevas actividades 
permitidas, que se añaden a las ya existentes, que se mantienen, o la supresión de la restricción de la 
aplicación de la deducción por doble imposición interna de dividendos correspondientes a participaciones 
en entidades de la Zona Especial Canaria procedentes de beneficios que hayan tributado en el citado 
impuesto al tipo reducido del 4 por ciento. Además, se amplía su plazo de vigencia, manteniéndose el 
esquema de horizonte temporal en el que se viene desarrollando este régimen, con un período de 
inscripción en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria, que en esta ocasión finalizará 
en 2020, y uno segundo, de disfrute del régimen por aquellos beneficiarios matriculados en aquel, que 
se extenderá hasta 2026.

Las modificaciones que traen causa del nuevo marco regulatorio comunitario en materia de ayudas 
estatales se completan con otras que obedecen a la experiencia acumulada durante los años de 
funcionamiento del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, tendentes a posibilitar un mayor grado de 
cumplimiento de los objetivos de este.

Adicionalmente, se establece un porcentaje incrementado aplicable a la deducción por actividades de 
innovación tecnológica que se realicen en Canarias, se fijan unos límites superiores a los generales en 
relación con las deducciones por inversiones en producciones cinematográficas, series audiovisuales y 
espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales realizadas en el Archipiélago, y se amplía el plazo 
de aplicación de las cantidades no deducidas por la deducción por inversiones en Canarias.

II

El nuevo enfoque dado por las autoridades comunitarias en el marco de las ayudas estatales, 
básicamente mediante la aplicación con carácter general del aludido Reglamento (UE) Nº 651/2014 de la 
Comisión, en detrimento del esquema de notificaciones y autorizaciones seguido hasta ahora, conlleva 
una serie de consecuencias relevantes en la regulación que debe fijarse de los incentivos fiscales 
aplicables en el marco del Régimen Económico y Fiscal de Canarias para el período 2015-2020.

En primer término, porque el mencionado Reglamento se configura como la norma cuya observancia 
deviene esencial a la hora de establecer la nueva regulación, con una concepción global de dicho régimen, 
de suerte que determinados límites que en aquel se contienen habrán de cumplirse por los beneficiarios de 
las ayudas, consideradas estas en su conjunto, con independencia de cuál sea su naturaleza, tributaria o no.

En segundo lugar, porque, al prescindirse de la otrora preceptiva autorización, la Comisión Europea 
requiere que el cumplimiento de tales incentivos se garantice suficientemente por el Reino de España 
mediante la implantación en su normativa interna de mecanismos de control adecuados.

A tal fin, este Real Decreto-ley recoge en sus disposiciones adicionales esos y otros compromisos que 
traen causa del ordenamiento comunitario.

En particular, resulta oportuno aludir a la segunda de dichas disposiciones, la cual recoge expresamente 
la mención a la observancia del mencionado Reglamento, al tiempo que incorpora los límites específicos 
que habrán de observarse para la aplicación del conjunto de ayudas regionales al funcionamiento, en 
función del tipo de actividad que se desarrolle, así como a la disposición adicional cuarta, en la que queda 
plasmado el antes aludido mecanismo de control, configurándose este sobre la base de una declaración 
informativa relativa a las distintas medidas o regímenes de ayudas utilizadas que habrán de presentar los 
beneficiarios de estas, control que se completa con el establecimiento de una infracción, constituida por 
la superación de los límites de acumulación de ayudas, que llevará aparejada una sanción, consistente en 
una multa pecuniaria proporcional respecto del exceso.

El Real Decreto-ley se completa con una disposición transitoria, referida a la Reserva para inversiones 
en Canarias, y cuatro disposiciones finales concernientes, por este orden, a una modificación que se 
introduce en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, al título competencial, a la habilitación 
normativa y a la entrada en vigor de la norma.
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III

La Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, contempla la posibilidad de excepcionar del 
procedimiento de concurrencia competitiva para el otorgamiento de régimen retributivo específico a 
determinadas tecnologías de generación renovable en los sistemas eléctricos no peninsulares cuando su 
introducción suponga una reducción significativa de los costes de generación del sistema eléctrico, 
estableciendo un calendario para las mismas y su convocatoria antes del 31 de diciembre de 2014.

Esta disposición ha sido desarrollada en el Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula 
la actividad de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y 
residuos y en la Orden IET/1459/2014, de 1 de agosto, por la que se aprueban los parámetros retributivos 
y se establece el mecanismo de asignación del régimen retributivo específico para nuevas instalaciones 
eólicas y fotovoltaicas en los sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares. En éstas se establecía 
una convocatoria específica para eólica en el sistema eléctrico canario, al objeto de acelerar la puesta en 
funcionamiento de estas instalaciones y posibilitar la reducción de los costes de generación en el plazo 
más breve posible.

No obstante lo anterior, a esta convocatoria se han presentado proyectos eólicos por una reducida 
potencia al existir retrasos en la tramitación administrativa de muchas instalaciones, por lo que el 
mantenimiento del calendario previsto en la ley dificultaría el objetivo pretendido de un despliegue masivo 
de esta tecnología, y consecuencia de ello, la esperada reducción significativa de los costes de generación 
en estos sistemas.

Es por ello que se procede a la modificación del calendario previsto en la Ley, lo que se lleva a cabo 
con carácter de urgencia, puesto que la fecha límite para el establecimiento de nuevas convocatorias 
finaliza el próximo 31 de diciembre de 2014.

IV

A la vista de las modificaciones recogidas en este Real Decreto-ley, derivadas básicamente de la 
nueva regulación comunitaria en materia de ayudas estatales, y dada la expiración de la vigente regulación 
de los incentivos fiscales contenidos en el Régimen Económico y Fiscal de Canarias al final de este 
ejercicio, es de vital importancia que el escenario regulador descrito entre en vigor antes de que se inicie 
el año 2015, para que los agentes económicos puedan conocer el marco jurídico-tributario aplicable a las 
actividades e inversiones producidas en Canarias y planificar sus decisiones teniendo en cuenta el nuevo 
contexto fiscal que se encontrará en vigor a partir de dicha fecha.

Las circunstancias descritas justifican sobradamente el recurso a la figura jurídica del Real Decreto-
ley, al concurrir el supuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad que nuestra Constitución 
exige para su utilización.

Dado que el contenido de este Real Decreto-ley supone la modificación del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias se ha procedido a solicitar al Parlamento de Canarias el preceptivo informe exigido por 
la disposición adicional tercera de la Constitución y por el artículo 46, apartado 3, del Estatuto de Autonomía 
de Canarias, aprobado por la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86.1 de la Constitución Española, 
a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 19 de diciembre de 2014, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias.

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2015, se introducen 
las siguientes modificaciones en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias:

Uno. Se modifican los apartados 2, 4, 5, 6, 8, 11, 13, 16 y 17 del artículo 27, y se deroga el apartado 10, 
quedando aquellos redactados de la siguiente manera:

«2. La reducción a que se refiere el apartado anterior se aplicará a las dotaciones que en cada 
período impositivo se hagan a la reserva para inversiones hasta el límite del noventa por ciento de la parte 
de beneficio obtenido en el mismo período que no sea objeto de distribución, en cuanto proceda de 
establecimientos situados en Canarias.
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En ningún caso la aplicación de la reducción podrá determinar que la base imponible sea negativa.
A estos efectos, se considerarán beneficios procedentes de establecimientos en Canarias los derivados 

de actividades económicas, incluidos los procedentes de la transmisión de los elementos patrimoniales 
afectos a las mismas, así como los derivados de la transmisión de elementos patrimoniales no afectos a 
actividades económicas, en los términos que reglamentariamente se determinen.

A estos efectos se considerarán beneficios no distribuidos los destinados a nutrir las reservas, excluida 
la de carácter legal. No tendrá la consideración de beneficio no distribuido el que derive de la transmisión 
de elementos patrimoniales cuya adquisición hubiera determinado la materialización de la reserva para 
inversiones regulada en este artículo.

Las asignaciones a reservas se considerarán disminuidas en el importe que eventualmente se hubiese 
detraído de los fondos propios, ya en el ejercicio al que la reducción de la base imponible se refiere, ya en 
el que se adoptara el acuerdo de realizar las mencionadas asignaciones.»

«4. Las cantidades destinadas a la reserva para inversiones en Canarias deberán materializarse en 
el plazo máximo de tres años, contados desde la fecha del devengo del impuesto correspondiente al 
ejercicio en que se ha dotado la misma, en la realización de alguna de las siguientes inversiones:

A. Las inversiones iniciales consistentes en la adquisición de elementos patrimoniales nuevos del 
inmovilizado material o intangible como consecuencia de:

La creación de un establecimiento.
La ampliación de un establecimiento.
La diversificación de la actividad de un establecimiento para la elaboración de nuevos productos.
La transformación sustancial en el proceso de producción de un establecimiento.

También tendrán la consideración de iniciales las inversiones en suelo, edificado o no, siempre que no 
se hayan beneficiado anteriormente del régimen previsto en este artículo y se afecte:

A la promoción de viviendas protegidas, cuando proceda esta calificación de acuerdo con lo previsto 
en el Decreto 27/2006, de 7 de marzo, por el que se regulan las actuaciones del Plan de Vivienda de 
Canarias, y sean destinadas al arrendamiento por la sociedad promotora.

Al desarrollo de actividades industriales incluidas en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las 
tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, 
de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas.

A las zonas comerciales que sean objeto de un proceso de rehabilitación.
A las actividades turísticas reguladas en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de 

Canarias, cuya adquisición tenga por objeto la rehabilitación de un establecimiento turístico.
A los solos efectos de entender incluido en el importe de la materialización de la Reserva el valor 

correspondiente al suelo, se considerarán obras de rehabilitación las actuaciones dirigidas a la renovación, 
ampliación o mejora de establecimientos turísticos, siempre que reúnan las condiciones necesarias para 
ser incorporadas al inmovilizado material como mayor valor del inmueble.

En caso de inmovilizado intangible deberá tratarse de derechos de uso de propiedad industrial o 
intelectual, conocimientos no patentados, en los términos que reglamentariamente se determinen, y de 
concesiones administrativas, y reunir los siguientes requisitos:

Utilizarse exclusivamente en el establecimiento que reúna las condiciones indicadas en esta letra.
Ser amortizable.
Ser adquirido a terceros en condiciones de mercado. En el caso de las concesiones administrativas 

se entenderá que son adquiridas en condiciones de mercado cuando sean objeto de un procedimiento de 
concurrencia competitiva.

Figurar en el activo de la empresa.
Tratándose de contribuyentes que cumplan las condiciones del artículo 101 de la Ley 27/2014, de 27 

de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en el período impositivo en el que se obtiene el beneficio 
con cargo al cual se dota la reserva, la inversión podrá consistir en la adquisición de elementos usados 

cv
e:

 B
O

C
G

-1
0-

D
-5

97



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 597 29 de enero de 2015 Pág. 42

del inmovilizado, siempre que los bienes adquiridos no se hayan beneficiado anteriormente del régimen 
previsto en este artículo. Tratándose de suelo, deberán cumplirse en todo caso las condiciones previstas 
en esta letra.

Reglamentariamente se determinarán los términos en que se entienda que se produce la creación o 
ampliación de un establecimiento y la diversificación y la transformación sustancial de su producción.

B. La creación de puestos de trabajo relacionada de forma directa con las inversiones previstas en 
la letra A, que se produzca dentro de un período de seis meses a contar desde la fecha de entrada en 
funcionamiento de dicha inversión.

La creación de puestos de trabajo se determinará por el incremento de la plantilla media total del 
contribuyente producido en dicho período respecto de la plantilla media de los 12 meses anteriores a la 
fecha de la entrada en funcionamiento de la inversión, siempre que dicho incremento se mantenga durante 
un período de cinco años, salvo en el caso de contribuyentes que cumplan las condiciones del artículo 101 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en el período impositivo en el que 
se obtiene el beneficio con cargo al cual se dota la reserva, quienes deberán mantener dicho incremento 
durante tres años.

Para el cálculo de la plantilla media total de la empresa y de su incremento se tomarán las personas 
empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la jornada contratada 
en relación con la jornada completa.

B bis. La creación de puestos de trabajo efectuada en el período impositivo que no pueda ser 
considerada como inversión inicial por no reunir alguno de los requisitos establecidos en la letra B anterior, 
con el límite del 50 por ciento de las dotaciones a la Reserva efectuadas por el contribuyente en el periodo 
impositivo.

C. La adquisición de elementos patrimoniales del inmovilizado material o intangible que no pueda 
ser considerada como inversión inicial por no reunir alguna de las condiciones establecidas en la letra A 
anterior, la inversión en elementos patrimoniales que contribuyan a la mejora y protección del medio 
ambiente en el territorio canario, así como aquellos gastos de investigación y desarrollo que 
reglamentariamente se determinen.

Tratándose de vehículos de transporte de pasajeros por vía marítima o por carretera, deberán 
dedicarse exclusivamente a servicios públicos en el ámbito de funciones de interés general que se 
correspondan con las necesidades públicas de las Islas Canarias.

Tratándose de suelo, edificado o no, éste debe afectarse:

A la promoción de viviendas protegidas, cuando proceda esta calificación de acuerdo con lo previsto 
en el Decreto 27/2006, de 7 de marzo, por el que se regulan las actuaciones del Plan de Vivienda de 
Canarias, destinadas al arrendamiento por la sociedad promotora.

Al desarrollo de actividades industriales incluidas en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las 
tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, 
de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades 
Económicas.

A las zonas comerciales que sean objeto de un proceso de rehabilitación.
A las actividades turísticas reguladas en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de 

Canarias, cuya adquisición tenga por objeto la rehabilitación de un establecimiento turístico.

A los solos efectos de entender incluido en el importe de la materialización de la Reserva el valor 
correspondiente al suelo, se considerarán obras de rehabilitación las actuaciones dirigidas a la renovación, 
ampliación o mejora de establecimientos turísticos, siempre que reúnan las condiciones necesarias para 
ser incorporadas al inmovilizado material como mayor valor del inmueble.

D. La suscripción de:

1.º Acciones o participaciones en el capital emitidas por sociedades como consecuencia de su 
constitución o ampliación de capital que desarrollen en el archipiélago su actividad, siempre que se 
cumplan los siguientes requisitos:

Estas sociedades realizarán las inversiones previstas en las letras A, B, B bis y C anteriores, en las 
condiciones reguladas en este artículo, sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo del apartado 1 
de este artículo. Siempre que tanto la entidad suscriptora del capital como la que efectúa la inversión cv
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cumplan las condiciones del artículo 101 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, en el período impositivo en el que se obtiene el beneficio con cargo al cual se dota la reserva, 
será posible efectuar las inversiones de las citadas letras A, B, B bis y C en los términos y condiciones 
previstos para este tipo de contribuyentes.

Estas sociedades deberán efectuar estas inversiones en el plazo de tres años a contar desde la fecha 
del devengo del impuesto correspondiente al ejercicio en el que el contribuyente que adquiere las acciones 
o las participaciones en su capital hubiera dotado la reserva regulada en este artículo.

Los elementos patrimoniales así adquiridos deberán mantenerse en funcionamiento en Canarias en 
los términos previstos en este artículo.

El importe del valor de adquisición de las inversiones realizadas por la sociedad participada deberá 
alcanzar, como mínimo, el importe desembolsado de las acciones o participaciones adquiridas por el 
contribuyente.

Las inversiones realizadas por la sociedad participada no darán lugar a la aplicación de ningún otro 
beneficio fiscal, salvo los previstos en el artículo 25 de esta Ley.

A estos efectos, la entidad suscriptora del capital procederá a comunicar fehacientemente a la sociedad 
emisora el valor nominal de las acciones o participaciones adquiridas así como la fecha en que termina el 
plazo para la materialización de su inversión. La sociedad emisora comunicará fehacientemente a la 
entidad suscriptora de su capital las inversiones efectuadas con cargo a sus acciones o participaciones 
cuya suscripción haya supuesto la materialización de la reserva así como su fecha. Las inversiones 
realizadas se entenderán financiadas con los fondos derivados de las acciones o participaciones emitidas 
según el orden en el que se haya producido su desembolso efectivo. En el caso de desembolsos efectuados 
en la misma fecha, se considerará que contribuyen de forma proporcional a la financiación de la inversión.

2.º Acciones o participaciones en el capital emitidas por entidades de la Zona Especial Canaria como 
consecuencia de su constitución o ampliación de capital, siempre que se cumpla con los requisitos y 
condiciones establecidos en el número 1.º anterior de esta letra D y los previstos en el capítulo I del 
título V de esta Ley. Adicionalmente, se deberán reunir las siguientes condiciones:

El importe de la emisión o ampliación de capital destinada a la materialización de la Reserva no podrá 
aplicarse, en ningún caso, al cumplimiento de los requisitos de inversión mínima de las entidades de la 
Zona Especial Canaria regulados en el artículo 31 de esta Ley.

La persona o entidad que suscriba las acciones o participaciones emitidas no podrá transmitir o ceder 
el uso a terceros de los elementos patrimoniales afectos a su actividad económica, existentes en el 
ejercicio anterior a la suscripción, en dicho ejercicio o en los cuatro ejercicios posteriores, salvo que haya 
terminado su vida útil y se proceda a su sustitución o que se trate de operaciones realizadas en el curso 
normal de su actividad por contribuyentes que se dediquen, a través de una explotación económica, al 
arrendamiento o cesión a terceros para su uso de elementos patrimoniales del inmovilizado, siempre que 
no exista vinculación, directa o indirecta, con los arrendatarios o cesionarios de dichos bienes, en los 
términos definidos en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 
sobre Sociedades, ni se trate de operaciones de arrendamiento financiero. En ningún caso podrá 
transmitirlos o ceder su uso a la entidad de la Zona Especial Canaria cuyas acciones suscriba ni a otra 
persona vinculada con esta última en los términos anteriormente indicados.

La persona o entidad que suscriba las acciones o participaciones emitidas no procederá a la reducción 
de su plantilla media total, existente en el ejercicio anterior a la suscripción, en los cuatro ejercicios 
posteriores. Para el cálculo de la plantilla media total de la empresa se tomarán las personas empleadas, 
en los términos que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la jornada contratada en relación 
con la jornada completa.

3.º Cualquier instrumento financiero emitido por entidades financieras siempre que los fondos 
captados con el objeto de materializar la Reserva sean destinados a la financiación en Canarias de 
proyectos privados, cuyas inversiones sean aptas de acuerdo con lo regulado en este artículo, siempre 
que las emisiones estén supervisadas por el Gobierno de Canarias, y cuenten con un informe vinculante 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

A estos efectos, el contribuyente que materializa la Reserva procederá a comunicar fehacientemente 
a la entidad financiera el importe de la misma así como la fecha en que termina el plazo para la 
materialización. Esta última, a su vez, comunicará fehacientemente al contribuyente las inversiones 
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efectuadas así como su fecha. Las inversiones realizadas se entenderán financiadas según el orden en el 
que se haya producido el desembolso efectivo. En el caso de desembolsos efectuados en la misma fecha, 
se considerará que contribuyen de forma proporcional a la financiación de la inversión.

Las inversiones realizadas no darán lugar a la aplicación de ningún otro beneficio fiscal, salvo los 
previstos en el artículo 25 de esta Ley.

4.º Títulos valores de deuda pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, de las Corporaciones 
Locales canarias o de sus empresas públicas u Organismos autónomos, siempre que la misma se destine 
a financiar inversiones en infraestructura y equipamiento o de mejora y protección del medio ambiente en 
el territorio canario, con el límite del cincuenta por ciento de las dotaciones efectuadas en cada ejercicio.

A estos efectos, el Gobierno de la Nación aprobará la cuantía y el destino de las emisiones, a partir de 
las propuestas que en tal sentido le formule la Comunidad Autónoma de Canarias, previo informe del 
Comité de Inversiones Públicas.

5.º Títulos valores emitidos por organismos públicos que procedan a la construcción o explotación 
de infraestructuras o equipamientos de interés público para las Administraciones públicas en Canarias, 
cuando la financiación obtenida con dicha emisión se destine de forma exclusiva a tal construcción o 
explotación, con el límite del cincuenta por ciento de las dotaciones efectuadas en cada ejercicio.

A estos efectos, el Gobierno de la Nación aprobará la cuantía y el destino de las emisiones, a partir de 
las propuestas que en tal sentido le formule la Comunidad Autónoma de Canarias, previo informe del 
Comité de Inversiones Públicas.

6.º Títulos valores emitidos por entidades que procedan a la construcción o explotación de 
infraestructuras o equipamientos de interés público para las Administraciones públicas en Canarias, una 
vez obtenida la correspondiente concesión administrativa o título administrativo habilitante, cuando la 
financiación obtenida con dicha emisión se destine de forma exclusiva a tal construcción o explotación, 
con el límite del cincuenta por ciento de las dotaciones efectuadas en cada ejercicio y en los términos que 
se prevean reglamentariamente. La emisión de los correspondientes títulos valores estará sujeta a 
autorización administrativa previa por parte de la Administración competente para el otorgamiento del 
correspondiente título administrativo habilitante.

A estos efectos y cuando se trate de entidades del sector público, el Gobierno de la Nación aprobará 
la cuantía y el destino de las emisiones, a partir de las propuestas que en tal sentido le formule en su caso 
la Comunidad Autónoma de Canarias, previo informe del Comité de Inversiones Públicas.

5. Los elementos patrimoniales en que se materialice la inversión deberán estar situados o ser 
recibidos en el archipiélago canario, utilizados en el mismo, afectos y necesarios para el desarrollo de 
actividades económicas del contribuyente, salvo en el caso de los que contribuyan a la mejora y protección 
del medio ambiente en el territorio canario.

A tal efecto se entenderán situados y utilizados en el archipiélago:

Las aeronaves que, por su destino, contribuyan a mejorar las conexiones de las Islas Canarias, en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

Los buques con pabellón español y con puerto base en Canarias, incluidos los inscritos en el Registro 
Especial de Buques y Empresas Navieras.

Las redes de transporte y de comunicaciones que conecten el archipiélago canario con el exterior, por 
el tramo de la misma que se encuentre dentro del territorio de las Islas Canarias y a la parte situada fuera 
del mismo que se utilice para conectar entre sí las distintas islas del archipiélago.

Las aplicaciones informáticas y los derechos de propiedad industrial, que no sean meros signos 
distintivos del contribuyente o de sus productos, y que vayan a aplicarse exclusivamente en procesos 
productivos o actividades comerciales que se desarrollen en el ámbito territorial canario, así como los 
derechos de propiedad intelectual que sean objeto de reproducción y distribución exclusivamente en el 
archipiélago canario.

Las concesiones administrativas de uso de bienes de dominio público radicados en Canarias.
Las concesiones administrativas de prestación de servicios públicos que se desarrollen exclusivamente 

en el archipiélago.
Las concesiones administrativas de obra pública para la ejecución o explotación de infraestructuras 

públicas radicadas en Canarias.
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6. Se entenderá que el importe de la materialización alcanzará al precio de adquisición o coste de 
producción de los elementos patrimoniales, con exclusión de los intereses, impuestos estatales indirectos 
y sus recargos, sin que pueda resultar superior a su valor de mercado.

En el caso de redes de transporte y comunicaciones que conecten el archipiélago canario con el 
exterior, el importe de la materialización alcanzará al valor de adquisición o coste de producción del tramo 
de la misma que se encuentre dentro del territorio de las Islas Canarias y a la parte situada fuera del 
mismo que se utilice para conectar entre sí las distintas islas del archipiélago.

En el caso de las inversiones previstas en la letra A del apartado 4 de este artículo, el importe de la 
materialización de la reserva en elementos patrimoniales del inmovilizado intangible no podrá exceder del 
cincuenta por ciento del valor total del proyecto de inversión del que formen parte, salvo que se trate de 
contribuyentes que cumplan las condiciones del artículo 101 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, en el período impositivo en el que se obtiene el beneficio con cargo al cual 
se dota la reserva.

Se computará el cincuenta por ciento del importe de los costes de estudios preparatorios y de 
consultoría, cuando estén directamente relacionados con las inversiones previstas en la letra A del 
apartado 4 de este artículo y se trate de contribuyentes que cumplan las condiciones del artículo 101 de 
la Ley 27/2014, de  7 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, en el período impositivo en el que se 
obtiene el beneficio con cargo al cual se dota la reserva.

En los casos de creación de puestos de trabajo, se considerará producida la materialización únicamente 
durante los dos primeros años desde que se produce el incremento de plantilla y se computará, en cada 
período impositivo, por el importe del coste medio de los salarios brutos y las cotizaciones sociales 
obligatorias que se corresponda con dicho incremento. En el supuesto previsto en la letra B bis del 
apartado 4 de este artículo, se entenderá por materialización de la Reserva el coste medio referido hasta 
un máximo de 36.000 euros por trabajador.

El importe de la materialización de la reserva en gastos de investigación y desarrollo también alcanzará 
a los proyectos contratados con universidades, organismos públicos de investigación o centros de 
innovación y tecnología, oficialmente reconocidos y registrados y situados en Canarias.

En el caso de los instrumentos financieros a que se refiere la letra D del apartado 4 de este artículo, 
se considerará producida la materialización en el importe desembolsado con ocasión de su suscripción. 
En el caso de acciones o participaciones, también tendrá esta consideración el importe desembolsado en 
concepto de prima de emisión.

La parte de la inversión financiada con subvenciones no se considerará como importe de materialización 
de la reserva.»

«8. Los elementos patrimoniales en que se haya materializado la reserva para inversiones a que se 
refieren las letras A y C del apartado 4, así como los adquiridos en virtud de lo dispuesto en la letra D de 
ese mismo apartado, deberán permanecer en funcionamiento en la empresa del adquirente durante cinco 
años como mínimo, sin ser objeto de transmisión, arrendamiento o cesión a terceros para su uso. Cuando 
su vida útil fuera inferior a dicho período, no se considerará incumplido este requisito cuando se proceda a 
la adquisición de otro elemento patrimonial que lo sustituya por su valor neto contable, en el plazo de seis 
meses desde su baja en el balance que reúna los requisitos exigidos para la aplicación de la reducción 
prevista en este artículo y que permanezca en funcionamiento durante el tiempo necesario para completar 
dicho período. No podrá entenderse que esta nueva adquisición supone la materialización de las cantidades 
destinadas a la reserva para inversiones en Canarias, salvo por el importe de la misma que excede del 
valor neto contable del elemento patrimonial que se sustituye y que tuvo la consideración de materialización 
de la reserva regulada en este artículo. En el caso de la adquisición de suelo, el plazo será de diez años.

En los casos de pérdida del elemento patrimonial se deberá proceder a su sustitución en los términos 
previstos en el párrafo anterior.

Los contribuyentes que se dediquen a la actividad económica de arrendamiento o cesión a terceros para 
su uso de elementos patrimoniales del inmovilizado podrán disfrutar del régimen de la reserva para 
inversiones, siempre que no exista vinculación, directa o indirecta, con los arrendatarios o cesionarios de 
dichos bienes, en los términos definidos en el artículo 18, apartado 2, de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, 
del Impuesto sobre Sociedades, ni se trate de operaciones de arrendamiento financiero. A estos efectos, se 
entenderá que el arrendamiento de inmuebles se realiza como actividad económica únicamente cuando 
concurran las circunstancias previstas en el apartado 2 del artículo 27 de la Ley 35/2006.
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En los supuestos de arrendamiento de bienes inmuebles, además de las condiciones previstas en el 
párrafo anterior, el contribuyente deberá tener la consideración de empresa turística de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias, tratarse del arrendamiento 
de viviendas protegidas por la sociedad promotora, de bienes inmuebles afectos al desarrollo de actividades 
industriales incluidas en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre 
Actividades Económicas, aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por 
el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas, o de zonas 
comerciales situadas en áreas cuya oferta turística se encuentre en declive, por precisar de intervenciones 
integradas de rehabilitación de áreas urbanas, según los términos en que se define en las directrices de 
ordenación general de Canarias, aprobadas por la Ley 19/2003, de 14 de abril.

Cuando se trate de los valores a los que se refiere la letra D del apartado 4, deberán permanecer en 
el patrimonio del contribuyente durante cinco años ininterrumpidos, sin que los derechos de uso o disfrute 
asociados a los mismos puedan ser objeto de cesión a terceros.»

«11. Los contribuyentes a que se refiere este artículo podrán llevar a cabo inversiones anticipadas, 
que se considerarán como materialización de la reserva para inversiones que se dote con cargo a 
beneficios obtenidos en el período impositivo en el que se realiza la inversión o en los tres posteriores, 
siempre que se cumplan los restantes requisitos exigidos en el mismo.

Las citadas dotaciones habrán de realizarse con cargo a beneficios obtenidos hasta el 31 de diciembre 
de 2020.

La materialización y su sistema de financiación se comunicarán conjuntamente con la declaración del 
Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la Renta de no Residentes o el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas del período impositivo en que se realicen las inversiones anticipadas.»

«13. Mientras no se cumpla el plazo de mantenimiento a que se refiere el apartado 8 de este artículo, 
los contribuyentes harán constar en la memoria de las cuentas anuales la siguiente información:

a) El importe de las dotaciones efectuadas a la reserva con indicación del ejercicio en que se 
efectuaron.

b) El importe de la reserva pendiente de materialización, con indicación del ejercicio en que se 
hubiera dotado.

c) El importe y la fecha de las inversiones, con indicación del ejercicio en que se produjo la dotación 
de la reserva, así como la identificación de los elementos patrimoniales en que se materializa.

d) El importe y la fecha de las inversiones anticipadas a la dotación, previstas en el apartado 11 de 
este artículo, lo que se hará constar a partir de la memoria correspondiente al ejercicio en que las mismas 
se materializaron.

e) El importe correspondiente a cualquier otro beneficio fiscal devengado con ocasión de cada 
inversión realizada como consecuencia de la materialización de la reserva regulada en este artículo.

f)  El importe de las subvenciones solicitadas o concedidas por cualquier Administración pública con 
ocasión de cada inversión realizada como consecuencia de la materialización de la reserva regulada en 
este artículo.

Los contribuyentes que no tengan obligación de llevar cuentas anuales llevarán un libro registro de 
bienes de inversión, en el que figurará la información requerida en las letras a) a e) anteriores.

En relación con las inversiones previstas en los números 1.º, 2.º y 3.º de la letra D del apartado 4 de 
este artículo, la sociedad que realice cualquiera de las inversiones previstas en sus letras A y C, así como 
las entidades financieras y sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva de tipo cerrado y 
sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva, mientras no se cumpla el plazo de 
mantenimiento a que se refiere el apartado 8 de este artículo, harán constar en la memoria de las cuentas 
anuales el importe y la fecha de las inversiones efectuadas que supongan la materialización de la reserva 
prevista en este artículo dotada por la entidad suscriptora de sus acciones o participaciones, así como los 
ejercicios durante los cuales la misma deba mantenerse en funcionamiento.»

«16. La disposición de la reserva para inversiones con anterioridad a la finalización del plazo de 
mantenimiento de la inversión o para inversiones diferentes a las previstas en el apartado 4 de este 
artículo, así como el incumplimiento de cualquier otro de los requisitos establecidos en este artículo, salvo 
los contenidos en sus apartados 3 y 13, dará lugar a que el contribuyente proceda a la integración, en la cv
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base imponible del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes o en la 
cuota íntegra del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del ejercicio en que ocurrieran estas 
circunstancias, de las cantidades que en su día dieron lugar a la reducción de aquélla o a la deducción de 
ésta, sin perjuicio de las sanciones que resulten procedentes.

En el caso del incumplimiento de la obligación del ejercicio de la opción de compra prevista en los 
contratos de arrendamiento financiero, la integración en la base imponible tendrá lugar en el ejercicio en 
el que contractualmente estuviera previsto que ésta debiera haberse ejercitado.

Se liquidarán intereses de demora en los términos previstos en la Ley 58/2003 y en su normativa de 
desarrollo.

17. Constituyen infracciones tributarias graves los siguientes supuestos:

a) La falta de contabilización de la reserva para inversiones en los términos previstos en el apartado 3 
de este artículo, que será sancionada con multa pecuniaria proporcional del 2 por ciento de la dotación 
que debiera haberse efectuado.

b) No hacer constar en la memoria de las cuentas anuales la información a que se refiere el apartado 13 
de este artículo, que será sancionada con multa pecuniaria proporcional del 2 por ciento del importe de las 
dotaciones a la reserva para inversiones que debieran haberse incluido.

c) Incluir datos falsos, incompletos o inexactos en la memoria de las cuentas anuales a que se 
refiere el apartado 13 de este artículo, que será sancionada con multa pecuniaria fija de 100 euros por 
cada dato omitido, falso o inexacto, con un mínimo de 1.000 euros.

Constituye infracción tributaria leve la falta de comunicación de los datos o la comunicación de datos 
falsos, incompletos o inexactos a que se refiere la letra D del apartado 4 de este artículo, que será 
sancionada con multa pecuniaria fija de 100 euros por cada dato omitido, falso o inexacto, con un mínimo 
de 500 euros.»

Dos. Se añade el artículo 27 bis, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 27 bis. Deducción por inversiones en territorios de África Occidental y por gastos de 
propaganda y publicidad.

1. Las entidades sujetas al Impuesto sobre Sociedades con domicilio fiscal en Canarias cuyo importe 
neto de la cifra de negocios en el período impositivo inmediato anterior sea igual o inferior a 10 millones 
de euros y con una plantilla media en dicho período inferior a 50 personas, tendrán derecho a practicar las 
siguientes deducciones de la cuota íntegra:

a) El 15 por ciento de las inversiones que efectivamente se realicen en la constitución de filiales o 
establecimientos permanentes en el Reino de Marruecos, en la República Islámica de Mauritania, en la 
República de Senegal, en la República de Gambia, en la República de Guinea Bissau y en la República 
de Cabo Verde, siempre que estas entidades realicen actividades económicas en dichos territorios en el 
plazo de 1 año desde el momento de la inversión. La aplicación de la deducción requerirá:

— que la entidad por sí sola o conjuntamente con otras entidades con domicilio fiscal en Canarias 
ostente un porcentaje de participación en el capital o en los fondos propios de la filial de, al menos, el 50 
por ciento, y

— que la inversión en dicha entidad participada o establecimiento permanente se mantenga durante 
un plazo de, al menos, tres años.

b) El 15 por ciento del importe satisfecho en concepto de gastos de propaganda y publicidad de 
proyección plurianual para lanzamiento de productos, de apertura y prospección de mercados en el 
extranjero y de concurrencia a ferias, exposiciones y manifestaciones análogas incluyendo en este caso 
las celebradas en España con carácter internacional.

Dichas deducciones serán del 10 por ciento cuando, no concurriendo los requisitos previstos en el 
primer párrafo de este apartado 1, el referido importe neto de la cifra de negocios no exceda de 50 
millones de euros y la mencionada plantilla media sea inferior a 250.
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2. En el supuesto de entidades que formen parte de un grupo de sociedades en el sentido del 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, el importe neto de la cifra de negocios y la plantilla media se referirán al 
conjunto de entidades pertenecientes al mismo grupo.

Cuando la entidad fuere de nueva creación, el importe neto de la cifra de negocios se referirá al primer 
período impositivo en que se desarrolle efectivamente la actividad. Si el período impositivo inmediato 
anterior hubiere tenido una duración inferior al año, o la actividad se hubiere desarrollado durante un plazo 
también inferior, el importe neto de la cifra de negocios se elevará al año.

3. La deducción prevista en la letra a) del apartado 1 de este artículo se aplicará en el período 
impositivo en que la entidad participada o el establecimiento permanente inicien la actividad económica, y 
estará condicionada a un incremento de la plantilla media en Canarias del contribuyente en ese período 
impositivo respecto de la plantilla media existente en el período impositivo anterior y al mantenimiento de 
dicho incremento durante un plazo de 3 años.

Esta deducción estará sometida a los límites establecidos en el apartado 1 del artículo 39 de la 
Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

4. La deducción prevista en este artículo, con los límites y condiciones señaladas en el mismo, 
resultará igualmente de aplicación a personas físicas que realicen actividades económicas en Canarias.»

Tres. Se modifica el artículo 29, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 29. Vigencia de la Zona Especial Canaria.

1. La vigencia de la Zona Especial Canaria tendrá como límite el 31 de diciembre del año 2026, 
prorrogable previa autorización de la Comisión Europea.

2. No obstante, la autorización de la inscripción en el Registro Oficial de Entidades de la Zona 
Especial Canaria tendrá como límite el 31 de diciembre del año 2020.

3. El mantenimiento de la Zona Especial Canaria estará condicionado en todo caso al resultado de 
las revisiones periódicas que deba realizar la Comisión Europea.»

Cuatro. Se modifica el artículo 30, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 30. Ámbito geográfico de aplicación.

El ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria se extenderá a todo el territorio de las islas Canarias.»

Cinco. Se modifica el artículo 31, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 31. Ámbito subjetivo de aplicación.

1. Son entidades de la Zona Especial Canaria las personas jurídicas y sucursales de nueva creación 
que, reuniendo los requisitos enumerados en el apartado siguiente, sean inscritas en el Registro Oficial de 
Entidades de la Zona Especial Canaria.

2. Solamente serán inscribibles aquellas personas jurídicas y sucursales que reúnan los siguientes 
requisitos:

a) Que tengan su domicilio social y la sede de dirección efectiva en el ámbito geográfico de la Zona 
Especial Canaria.

b) Que al menos un administrador o, en el caso de las sucursales, un representante legal resida en 
las islas Canarias.

c) Constituir su objeto social la realización en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria 
de actividades económicas incluidas en el anexo de esta Ley. Asimismo, mediante sucursal diferenciada, 
podrán realizar otras actividades a las que no serán de aplicación los beneficios de la Zona Especial 
Canaria, en cuyo caso deberán llevar contabilidad separada, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 42.1.b).a’), b’) y c’).

d) Realizar inversiones en los dos primeros años desde su inscripción, que se materialicen en la 
adquisición de elementos patrimoniales del inmovilizado material o intangible, en su caso, situados o 
recibidos en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria, utilizados en el mismo, afectos y necesarios 
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para el desarrollo de las actividades económicas efectuadas por el contribuyente en dicho ámbito 
geográfico, por un importe mínimo de:

— En las islas de Gran Canaria y Tenerife, 100.000 euros.
— En las islas de El Hierro, Fuerteventura, La Gomera, Lanzarote y La Palma, 50.000 euros.

No se computarán, a estos efectos, los elementos patrimoniales adquiridos mediante las operaciones 
reguladas en el capítulo VII del título VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades.

Estas inversiones deberán cumplir las siguientes condiciones:

a’) Los elementos patrimoniales adquiridos deberán permanecer en la entidad de la Zona Especial 
Canaria durante todo el período de disfrute de este régimen, o durante su vida útil si fuera inferior, sin ser 
objeto de transmisión. Tampoco podrán ser objeto de arrendamiento o cesión a terceros para su uso, 
salvo que se trate del objeto social o actividad de la entidad de la Zona Especial Canaria, y siempre que 
no exista vinculación directa o indirecta con los arrendatarios o cesionarios de dichos bienes. Se entenderá 
que no se incumple el requisito de permanencia cuando los bienes sean objeto de transmisión y el importe 
se reinvierta en nuevos elementos del inmovilizado en las mismas condiciones dentro del plazo de un año.

b’) Tratándose de elementos usados, estos no podrán haberse aplicado anteriormente al fin previsto 
en esta letra d).

Con carácter excepcional se podrá autorizar la inscripción o la permanencia en el régimen de la Zona 
Especial Canaria de entidades que no cumplan el requisito de inversión establecido en esta letra d), 
siempre que el número de puestos de trabajo a crear y el promedio anual de plantilla superen el mínimo 
previsto en la letra e) de este apartado.

e) La creación de puestos de trabajo en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria dentro de 
los seis meses siguientes a su inscripción y el mantenimiento como mínimo en ese número del promedio 
anual de plantilla durante el período de disfrute de este régimen, con un mínimo de:

— En las islas de Gran Canaria y Tenerife, cinco empleos.
— En las islas de El Hierro, Fuerteventura, La Gomera, Lanzarote y La Palma, tres empleos.

Cuando se haya ejercido anteriormente la misma actividad bajo la misma o bajo otra titularidad, se 
exigirá una creación neta de, al menos:

— En las islas de Gran Canaria y Tenerife, cinco empleos.
— En las islas de El Hierro, Fuerteventura, La Gomera, Lanzarote y La Palma, tres empleos.

f) Presentar una memoria descriptiva de las principales actividades económicas a desarrollar, que 
avale su solvencia, viabilidad, competitividad internacional y su contribución al desarrollo económico y 
social de las islas Canarias, cuyo contenido será vinculante para la entidad, salvo variación de esas 
actividades previa autorización expresa del Consejo Rector.

3. Las características y condiciones de lo dispuesto en el apartado 2 anterior se podrán determinar 
reglamentariamente.»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 33, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. El Consorcio de la Zona Especial Canaria se regirá por el ordenamiento jurídico privado en todo 
lo relativo a sus relaciones patrimoniales, así como a los contratos para la promoción en el extranjero de 
la Zona Especial Canaria, ajustándose en el desempeño de sus funciones públicas y en el resto de su 
actividad contractual a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el Real Decreto 
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, y demás leyes que le sean de aplicación.»
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Siete. Se modifica el apartado 1 del artículo 35, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. Adscrita al Consejo Rector de la Zona Especial Canaria se crea, como órgano colegiado, una 
Comisión Técnica, cuya finalidad será la emisión de informes sobre las solicitudes de inscripción en el 
Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria, previa comprobación de los requisitos legales y 
reglamentarios para obtener la inscripción, informes que serán vinculantes en lo relativo a los extremos de 
solvencia, viabilidad y competitividad internacional, contenidos en la letra f) del artículo 31.2 de esta Ley.»

Ocho. Se modifica la letra a) del artículo 38, que queda redactada de la siguiente manera:

«a) Tramitar y resolver las solicitudes de autorización de las entidades que pretendan acogerse al 
régimen especial de la Zona Especial Canaria, así como autorizar, previo informe de la Comisión Técnica, 
la inscripción o la permanencia de la inscripción de entidades cuando concurra el supuesto al que se 
refiere el último párrafo de la letra d) del artículo 31.2 de esta Ley.»

Nueve. Se modifica el apartado 1 del artículo 41, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. La inscripción de una entidad en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria 
estará condicionada a la autorización previa del Consorcio de la Zona Especial Canaria.

A estos efectos, deberá presentarse una solicitud a la que se acompañará la memoria a que se refiere 
la letra f) del apartado 2 del artículo 31 de esta Ley. Junto con esta solicitud se aportará un depósito o aval 
por importe de la tasa de inscripción regulada en el artículo 50 de esta Ley.

A la vista de la documentación aportada, el Consejo Rector procederá a la autorización, previo informe 
favorable de la Comisión Técnica.

La autorización por parte del Consejo Rector deberá otorgarse, de forma expresa, en el plazo de dos 
meses, a contar desde la fecha de recepción de la solicitud en el Consorcio de la Zona Especial Canaria. 
Este plazo podrá suspenderse en los casos previstos en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. No obstante, el plazo previsto en su letra c) quedará reducido a un mes. Transcurrido el plazo 
indicado sin resolución expresa, se entenderá desestimada la solicitud de autorización.»

Diez. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 42, que queda redactada de la siguiente 
manera:

«b) Las entidades de la Zona Especial Canaria llevarán su contabilidad de acuerdo con lo dispuesto 
en el Código de Comercio y demás normativa contable que les sea de aplicación, sin perjuicio de las 
siguientes especialidades:

a’) Deberán individualizar en cuentas separadas las operaciones indicadas en los apartados 1 y 2 
del artículo 44 de esta Ley.

b’) Las sucursales a que se refiere la letra c) del apartado 2 del artículo 31 de esta Ley deberán llevar 
contabilidad separada de la contabilidad de la entidad de la Zona Especial Canaria.

c’) Deberá incluirse en la memoria un desglose de la parte de la cuenta de pérdidas y ganancias, así 
como de todas aquellas cuentas que reflejan aplicación del beneficio, que proceda de las operaciones 
realizadas efectiva y materialmente en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria, determinada por 
aplicación a las mismas del porcentaje obtenido según se establece en el artículo 44 de esta Ley.»

Once. Se modifica el artículo 44, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 44. Impuesto sobre Sociedades. Determinación de la parte de base imponible 
correspondiente a operaciones realizadas efectiva y materialmente en el ámbito geográfico de la Zona 
Especial Canaria.
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Para determinar la parte de la base imponible de la entidad de la Zona Especial Canaria que, a efectos 
de la aplicación del tipo especial de gravamen, se derive de las operaciones realizadas material y 
efectivamente en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria, se aplicará sobre la base imponible 
de la entidad el porcentaje resultante de multiplicar por cien el resultado de una fracción en la que figuren:

1. En el numerador, con signo positivo, el importe de las siguientes operaciones:

a) Las transmisiones de bienes muebles corporales efectuadas en el ámbito geográfico de la Zona 
Especial Canaria.

Se considerarán efectuadas en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria las transmisiones de 
bienes corporales cuando la puesta a disposición del adquirente se realice en dicho ámbito o se inicie 
desde él la expedición o transporte necesario para dicha puesta a disposición.

Si los bienes hubieran de ser objeto de instalación o montaje fuera del ámbito geográfico de la Zona 
Especial Canaria, se incluirá el valor de los trabajos de preparación y fabricación que se efectúen en dicho 
ámbito y el de las prestaciones de servicios que completen la entrega o instalación, siempre que se 
efectúen con los medios afectos a la entidad de la Zona Especial Canaria radicados o adscritos al ámbito 
geográfico de la misma.

b) Las transmisiones de bienes inmuebles que formen parte del inmovilizado afecto a la actividad, 
incluidos los derechos reales sobre los mismos, cuando los bienes estén situados en el ámbito geográfico 
de la Zona Especial Canaria.

c) Las prestaciones de servicios que se efectúen con los medios de la entidad que estén situados en 
el ámbito de la Zona Especial Canaria. A estos efectos, tendrán esta consideración las operaciones con 
bienes y servicios realizadas mediante el uso de tecnologías de la información y las telecomunicaciones, 
con los medios de la entidad situados en el ámbito de la Zona Especial Canaria y en la forma y con los 
requisitos que se determinen reglamentariamente.

d) Las operaciones realizadas desde los centros de actividad de la entidad de la Zona Especial 
Canaria situados en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria destinadas a sus sucursales 
situadas fuera de dicho ámbito geográfico, cuando las mismas se hayan utilizado por la sucursal para la 
entrega de bienes o la prestación de servicios a terceros.

2. En el numerador, con signo negativo, el valor de las siguientes operaciones:

a) Las operaciones recibidas por los centros de actividad de la entidad de la Zona Especial Canaria 
situados en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria desde sus sucursales situadas fuera de 
dicho ámbito geográfico siempre que las mismas se hayan utilizado por la entidad de la Zona Especial 
Canaria para la entrega de bienes o la prestación de servicios a terceros.

b) Las transmisiones de elementos patrimoniales adquiridos por la entidad de la Zona Especial 
Canaria procedentes de entidades que no tengan el carácter de entidad de la Zona Especial Canaria 
como consecuencia de operaciones acogidas al régimen especial de las fusiones, escisiones, aportaciones 
de activos, canje de valores y cambio de domicilio social de una Sociedad Europea o una Sociedad 
Cooperativa Europea de un Estado miembro a otro de la Unión Europea previsto en el capítulo VII del 
Título VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

3. En el denominador se incluirá el importe de la totalidad de los ingresos y demás componentes 
positivos de la base imponible de la entidad de la Zona Especial Canaria.

4. El porcentaje resultante de la aplicación de los criterios anteriores se redondeará en la unidad 
superior.

5. Para el cálculo de la fracción anterior, las operaciones referidas se consignarán por su valor a 
efectos del Impuesto sobre Sociedades, a excepción de las realizadas entre los centros de actividad de la 
entidad de la Zona Especial Canaria situados en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria y sus 
sucursales situadas fuera de dicho ámbito geográfico, que se computarán con arreglo al valor normal de 
mercado de las mismas determinado según se establece en el artículo 18.4 de la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderán situados en la Zona Especial Canaria:

a) Las aeronaves que, por su destino, contribuyan a mejorar las conexiones de las Islas Canarias, 
en los términos que reglamentariamente se determinen.
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b) Los buques con pabellón español y puerto base en Canarias, incluidos los inscritos en el Registro 
Especial de Buques y Empresas Navieras.

c) Las aplicaciones informáticas y los derechos de propiedad industrial, que no sean meros signos 
distintivos del contribuyente o de sus productos, y que vayan a aplicarse exclusivamente en procesos 
productivos o actividades comerciales que se desarrollen en el ámbito territorial canario, así como los 
derechos de propiedad intelectual que sean objeto de reproducción y distribución exclusivamente en el 
archipiélago canario.

6. El tipo de gravamen especial se aplicará exclusivamente a la parte de la base imponible que 
coincida con la menor de las siguientes cuantías:

a) El importe que resulte de aplicar a la base imponible el porcentaje determinado en el apartado 4.
b) El importe que resulte de la aplicación de las siguientes reglas:

— 1.800.000 euros, para aquellas entidades de la Zona Especial Canaria que cumplan el requisito de 
creación mínima de empleo previsto en el artículo 31.2.e) de esta Ley.

— 500.000 euros adicionales por cada puesto de trabajo que exceda del mínimo señalado, hasta 
alcanzar 50 puestos de trabajo.

— La creación de puestos de trabajo por encima de 50, así como la aludida en las dos reglas 
anteriores, estará sometida, en todo caso, al siguiente límite: la minoración de la cuota íntegra en cada 
período impositivo, tras la aplicación del tipo especial aplicable en la Zona Especial Canaria, en relación 
con el tipo general del Impuesto sobre Sociedades no podrá ser superior al 17,5 por ciento del importe 
neto de la cifra de negocios de la entidad de la Zona Especial Canaria, cuando la entidad pertenezca al 
sector industrial, o al 10 por ciento de dicho importe, cuando la entidad corresponda a un sector distinto 
del antes citado.

A estos efectos se entenderán comprendidas en el sector industrial todas aquellas actividades incluidas 
en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las 
tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

A estos efectos, se entiende por creación neta de empleo el número de puestos de trabajo netos 
creados en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria desde la inscripción de la entidad de la Zona 
Especial Canaria, excluidas, en su caso, las incorporaciones de una plantilla anterior.

Las variaciones en la creación neta de empleo surtirán efecto en el ejercicio impositivo en que se 
produzcan.»

Doce. Se suprimen los artículos 48 y 49.
Trece. Se modifican la letra d) de los apartados 2 y 3 y el apartado 5 del artículo 50, que quedan 

redactados de la siguiente manera:

«d) La cuantía de la tasa de inscripción será de 850 euros.»
«d) La cuantía de la tasa anual de permanencia será de 1.500 euros. Para las entidades de la Zona 

Especial Canaria establecidas en isla distinta de Tenerife y Gran Canaria, dicha cuantía será de 1.300 euros.
En el caso previsto en el párrafo segundo de la letra c) anterior, la cuantía de la tasa se prorrateará por 

trimestres naturales, excluido aquel en el que se produzca la cancelación de la inscripción.»

«5. Las tasas podrán ser objeto de autoliquidación por el sujeto pasivo en las condiciones descritas 
en el artículo 52.3 del Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, en materias referentes a 
los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en Canarias y la Zona 
Especial Canaria, aprobado por el Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre.»

Catorce. Se modifica el segundo párrafo del artículo 52, que queda redactado de la siguiente manera:

«En el caso del Impuesto sobre Sociedades, esta pérdida surtirá efectos en el período impositivo en 
que dicho incumplimiento se produzca. Además, si el requisito incumplido fuera el contemplado en la 
letra d) del apartado 2 del artículo 31 de la presente Ley, junto a la cuota diferencial del ejercicio se incluirá 
la diferencia entre la cuota íntegra liquidada en los períodos impositivos finalizados con anterioridad y la 
que se hubiera liquidado aplicando el tipo de gravamen general a la totalidad de la base imponible, así 
como los correspondientes intereses de demora.»
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Quince. Se modifica el artículo 63, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 63. Entidades de la Zona Especial Canaria que se dediquen a la producción, manipulación, 
trasformación o comercialización de mercancías en el ámbito de las Zonas Francas de Canarias.

Las entidades de la Zona Especial Canaria que se dediquen a la producción, manipulación, 
transformación o comercialización de mercancías y que se acojan, asimismo, al régimen de las Zonas 
Francas establecidas en las islas Canarias, deberán situarse en las áreas geográficas restringidas propias 
de estas zonas.»

Dieciséis. Se modifica el artículo 66, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 66. Tipificación de las infracciones.

1. Las infracciones se clasifican en graves y leves.
2. Son infracciones graves:

a) El desarrollo por las entidades de la Zona Especial Canaria de actividades no incluidas en la 
autorización prevista en el artículo 40 de esta Ley.

b) El incumplimiento de alguno de los requisitos contenidos en las letras d), e) y f) del apartado 2 del 
artículo 31 de la presente Ley, salvo causa de fuerza mayor y sin perjuicio de lo dispuesto en el último 
párrafo de la letra d) del apartado 2 de dicho artículo.

c) La inobservancia del deber de remisión de información exigible al amparo del artículo 38 de esta 
Ley, siempre que consten, al menos, dos requerimientos expresos y por escrito, del Consorcio de la Zona 
Especial Canaria.

3. Son infracciones leves:

a) El incumplimiento de las instrucciones sobre el funcionamiento de la Zona Especial Canaria que 
hayan sido dictadas por el Consorcio de la Zona Especial Canaria.

b) El incumplimiento de cualquier obligación derivada de esta Ley y sus normas de desarrollo, 
siempre que no se encuentren tipificadas como infracción grave.»

Diecisiete. Se modifica el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 67, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la entidad sancionada podrá solicitar en el siguiente 
ejercicio el disfrute de los beneficios fiscales, en los términos que reglamentariamente se establezcan, 
siempre que haya cumplido todos los requisitos previstos en el apartado 2 del artículo 31 de esta Ley. En 
caso de que la entidad no presente esta solicitud, se procederá a la cancelación de la inscripción de la 
entidad infractora en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria.»

Dieciocho. Se añade una disposición adicional decimotercera con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimotercera. Deducción por actividades de innovación tecnológica que se 
realicen en Canarias.

El porcentaje de la deducción por actividades de innovación tecnológica que se realicen en Canarias 
y cumplan los criterios establecidos en el apartado 2 del artículo 35 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, 
del Impuesto sobre Sociedades, será del 45 por ciento, sin que le resulte de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 94.1.a) de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen 
Económico Fiscal de Canarias.»

Diecinueve. Se añade una disposición adicional decimocuarta con la siguiente redacción:

«Disposición adicional decimocuarta. Límites de las deducciones por inversiones en producciones 
cinematográficas, series audiovisuales y espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales realizadas 
en Canarias.
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El importe de la deducción por inversiones en producciones españolas de largometrajes 
cinematográficos y de series audiovisuales de ficción, animación o documental a que se refiere el apartado 1 
del artículo 36 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, no podrá ser 
superior a 5,4 millones de euros cuando se trate de producciones realizadas en Canarias.

El importe de la deducción por gastos realizados en territorio español por producciones extranjeras de 
largometrajes cinematográficos o de obras audiovisuales a que se refiere el apartado 2 del artículo 36 de 
la Ley 27/2014 no podrá ser superior a 4,5 millones de euros cuando se trate de gastos realizados en 
Canarias.

El importe de la deducción por gastos realizados en la producción y exhibición de espectáculos en vivo 
de artes escénicas y musicales a que se refiere el apartado 3 del artículo 36 de la Ley 27/2014 no podrá 
ser superior a 900.000 euros cuando se trate de gastos realizados en Canarias.»

Veinte. Se modifica la disposición transitoria cuarta, que queda redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria cuarta. Régimen de deducción por inversiones en Canarias.

En el supuesto de supresión del Régimen General de Deducción por Inversiones regulado por la 
Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, su aplicación futura en las islas 
Canarias, mientras no se establezca un sistema sustitutorio equivalente, continuará realizándose conforme 
a la normativa vigente en el momento de la supresión.

No obstante, las cantidades no deducidas se podrán aplicar, respetando los límites que les resulten de 
aplicación, en las liquidaciones de los períodos impositivos que concluyan en los 15 años inmediatos y 
sucesivos.

El plazo previsto en el apartado anterior resultará igualmente de aplicación, respetando los referidos 
límites, a las deducciones pendientes de aplicación a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2014, 
de 19 de diciembre, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.»

Veintiuno. Se añade un Anexo con la siguiente redacción:

«ANEXO

Lista de actividades económicas (según la clasificación nace Rev.2)

01.28 Cultivo de plantas medicinales y farmacéuticas.
03 Pesca y acuicultura.
10 Industria de la alimentación.
11 Fabricación de bebidas.
12 Industria del tabaco.
13 Industria textil.
14 Confección de prendas de vestir.
15 Industria del cuero y del calzado.
16 Industria de la madera y del corcho, excepto muebles; cestería y espartería.
17 Industria del papel.
18 Artes gráficas y reproducción de soportes grabados.
20 Industria química.
21 Fabricación de productos farmacéuticos.
22 Fabricación de productos de caucho y plásticos.
23 Fabricación de otros productos minerales no metálicos.
25 Fabricación de productos metálicos, excepto maquinaria y equipo, salvo 25.4 Fabricación de 

armas y municiones.
26 Fabricación de productos informáticos, electrónicos y ópticos.
27 Fabricación de material y equipo eléctrico.
28 Fabricación de maquinaria y equipo n.c.o.p.
30.12 Construcción de embarcaciones de recreo y deporte.
30.3 Fabricación de vehículos aéreos de control remoto.
30.92 Fabricación de bicicletas y de vehículos para personas con discapacidad.
31 Fabricación de muebles.
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32 Otras industrias manufactureras.
33 Reparación e instalación de maquinaria y equipo.
35.1 Producción, transporte, distribución y comercialización de energía eléctrica a partir de fuentes 

renovables.
36 Desalinización y desalación de agua a partir de energías renovables.
37 Recogida y tratamiento de aguas residuales.
38 Recogida, tratamiento y eliminación de residuos; valorización.
39 Actividades de descontaminación y otros servicios de gestión de residuos.
41.20 Rehabilitación, reforma, remodelación o renovación de edificios o espacios. Montaje «in situ» 

de construcciones prefabricadas.
45 Venta y reparación de vehículos de motor y motocicletas, salvo venta minorista de vehículos de 

motor y motocicletas y de repuestos y accesorios de unos y otras clasificados en 45.1, 45.32 y 45.4.
46 Comercio al por mayor e intermediarios de comercio, excepto de vehículos de motor y motocicletas.
49 Transporte terrestre y por tubería.
50 Transporte marítimo y por vías navegables interiores.
51 Transporte aéreo.
52 Almacenamiento y actividades anexas al transporte.
53 Actividades postales y de correos.
58 Edición.
59 Actividades cinematográficas, de vídeo y de programas de televisión, grabación de sonido y 

edición musical, excepto 59.14 Actividades de exhibición cinematográfica.
61 Telecomunicaciones.
62 Programación, consultoría y otras actividades relacionadas con la informática.
69 Actividades jurídicas y de contabilidad.
70 Actividades de las sedes centrales; actividades de consultoría de gestión empresarial.
71 Servicios técnicos de arquitectura e ingeniería; ensayos y análisis técnicos.
72 Investigación y desarrollo.
73 Publicidad y estudios de mercado.
74 Otras actividades profesionales, científicas y técnicas.
77.4 Arrendamiento de la propiedad intelectual y productos similares, excepto trabajos protegidos 

por los derechos de autor.
78 Actividades relacionadas con el empleo.
79 Actividades de agencias de viajes, operadores turísticos, servicios de reservas y actividades 

relacionadas con los mismos.
80 Actividades de seguridad e investigación.
82 Actividades administrativas de oficina y otras actividades auxiliares a las empresas.
85.32 Educación secundaria técnica y profesional.
85.4  Educación postsecundaria.
85.5 Otra educación.
85.6  Actividades auxiliares a la educación.
86.9 Otras actividades sanitarias.
87.1 Asistencia en establecimientos residenciales con cuidados sanitarios.
93.19 Centros de alto rendimiento deportivo.
93.21 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
96.04 Actividades de mantenimiento físico.

Igualmente resultarán de aplicación aquellas actividades que, figurando en la lista de actividades del 
anexo del Real Decreto-ley 2/2000, de 23 de junio, por el que se modifica la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
Modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, y otras normas tributarias, no aparezcan 
recogidas en el anexo arriba reproducido, cuando tal exclusión obedezca exclusivamente al cambio de 
código correspondiente a tales actividades motivado por la sustitución de la clasificación NACE Rev.1.1 
por la clasificación NACE Rev.2.

En aquellos supuestos en que la denominación de la actividad no coincida íntegramente con la del 
correspondiente código NACE prevalecerá aquella.
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Para cada una de las actividades 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 25, 26, 27, 28, 
30.12, 30.3, 30.92, 31 y 32, se incluyen las actividades de alquiler o aquellas otras que sean desarrolladas 
por los fabricantes para la puesta en circulación de su propia producción.

Los centros de coordinación y servicios intragrupo se encuentran excluidos de las actividades 
comprendidas en las categorías 70.10 ‘‘Actividades de las sedes centrales’’ o 70.22 ‘‘Otras actividades de 
consultoría de gestión empresarial’’.»

Disposición adicional primera. Inaplicación de los beneficios fiscales cuando concurran ayudas de 
Estado ilegales e incompatibles.

No podrán disfrutar de los beneficios fiscales regulados en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 
del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, ni en la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, que constituyan ayudas estatales según el 
ordenamiento comunitario quienes hubieran percibido ayudas de Estado declaradas ilegales e 
incompatibles con el mercado común hasta que no se haya producido el reembolso correspondiente de 
tales ayudas.

Disposición adicional segunda. Adecuación de los incentivos aplicables en el marco del Régimen 
Económico y Fiscal de Canarias al ordenamiento comunitario.

1. La regulación y aplicación de los incentivos aplicables en el marco del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias se ajustará a lo establecido en el ordenamiento comunitario.

En particular, se observará lo preceptuado en el Reglamento (UE) Nº 651/2014 de la Comisión, de 17 
de junio de 2014, por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado 
interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado.

2. La aplicación de los beneficios fiscales que tengan la consideración de ayudas regionales al 
funcionamiento establecidos en el Libro II y en el artículo 94 de la Ley 20/1991, en la Ley, de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, 4/2014, de 26 de junio, por la que se modifica la regulación del arbitrio sobre 
importaciones y entregas de mercancías en las Islas Canarias, en los artículos 26 y 27 y en el Título V de 
la Ley 19/1994, y en la disposición adicional duodécima de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, así como las ayudas al transporte de mercancías comprendidas en el ámbito 
del Real Decreto 362/2009, de 20 de marzo, sobre compensación al transporte marítimo y aéreo de 
mercancías no incluidas en el anexo I del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, con origen o 
destino en las Islas Canarias, y de la Orden de 31 de julio de 2009 del Consejero de Obras Públicas y 
Transportes del Gobierno de Canarias, por la que se aprueban las bases de vigencia indefinida para la 
concesión de subvenciones al transporte interinsular de mercancías no incluidas en el anexo I del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, estarán sujetas al límite conjunto del 17,5 por ciento del volumen 
de negocios anual del beneficiario obtenido en las islas Canarias, cuando se trate de una entidad 
perteneciente al sector industrial, o del 10 por ciento de dicho volumen de negocios, cuando la entidad 
corresponda a cualquier otro sector incluido en el ámbito de aplicación del citado Reglamento Nº 651/2014.

A estos efectos se entenderán comprendidas en el sector industrial todas aquellas actividades incluidas 
en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las 
tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Disposición adicional tercera. Ayudas en relación con el sector del tabaco.

Las ayudas estatales en favor del sector del tabaco, en el marco del Régimen Económico y Fiscal de 
Canarias, serán de aplicación en iguales condiciones que para el resto del sector industrial, salvo que se 
permita la aplicación de un umbral superior mediante la preceptiva autorización comunitaria.

A estos efectos se entenderán comprendidas en el sector industrial todas aquellas actividades incluidas 
en las divisiones 1 a 4 de la sección primera de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las 
tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.
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Disposición adicional cuarta. Control de las ayudas estatales.

La acumulación de las ayudas obtenidas en virtud de todos los incentivos aplicables en el marco del 
Régimen Económico y Fiscal de Canarias, así como de aquellos otros, cualquiera que sea su naturaleza, 
que tengan la consideración de ayudas de Estado, será objeto de un sistema de seguimiento y control.

A estos efectos, los beneficiarios deberán presentar una declaración informativa relativa a las distintas 
medidas o regímenes de ayudas utilizadas. Esta declaración incluirá información detallada de los aludidos 
incentivos, que serán objeto de comprobación.

La superación de los límites de acumulación de ayudas constituirá una infracción, cuya sanción 
consistirá en una multa pecuniaria proporcional del 20 por ciento del exceso.

El reintegro del exceso de la ayuda y la imposición de la citada sanción se efectuarán con arreglo a los 
procedimientos correspondientes en función de la naturaleza de la ayuda.

También constituirá una infracción la no presentación en plazo y la presentación de forma incompleta, 
inexacta o con datos falsos de la mencionada declaración informativa, así como su presentación por medios 
distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos en aquellos supuestos en que hubiera obligación de 
hacerlo por dichos medios.

La sanción consistirá en una multa pecuniaria fija de 20 euros por cada dato o conjunto de datos que 
hubiera debido incluirse en la declaración, con un mínimo de 300 euros y un máximo de 20.000 euros.

Si la declaración se presenta fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria, o 
se presentara por medios distintos a los electrónicos, informáticos y telemáticos en aquellos supuestos en 
que hubiera obligación de hacerlo por dichos medios, la sanción y los límites mínimo y máximo serán la 
mitad de los previstos en el párrafo anterior.

Reglamentariamente se dictarán las normas necesarias para el desarrollo y aplicación de lo establecido 
en esta disposición adicional, y, en particular, las de atribución de la competencia para la realización del 
control al que la misma se refiere.

Disposición transitoria única. Reserva para inversiones en Canarias.

1. Las dotaciones a la reserva para inversiones procedentes de beneficios de períodos impositivos 
iniciados antes de 1 de enero de 2015 se regularán por las disposiciones establecidas en el artículo 27 de 
la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, según 
redacción vigente a 31 de diciembre de 2014.

2. Las inversiones anticipadas realizadas en un período impositivo iniciado antes de 1 de enero 
de 2015 se considerarán materialización de la reserva para inversiones de beneficios obtenidos en otro 
período impositivo posterior iniciado igualmente antes de dicha fecha, y se regularán por las disposiciones 
establecidas en el artículo 27 de la Ley 19/1994, según redacción vigente a 31 de diciembre de 2014.

3. A los efectos de lo previsto en el apartado 2 del artículo 27 de la Ley 19/1994, no tendrá la 
consideración de beneficio no distribuido el correspondiente a las rentas que se hayan beneficiado de la 
deducción establecida en el artículo 42 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico.

Se modifica la disposición transitoria duodécima de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico, que queda redactada de la siguiente manera:

«Disposición transitoria duodécima. Mecanismo de otorgamiento de régimen retributivo específico 
para instalaciones renovables en los sistemas eléctricos no peninsulares.

Con carácter extraordinario y hasta el 31 de diciembre de 2015, el Gobierno podrá exceptuar la 
aplicación del procedimiento de concurrencia competitiva previsto en el artículo 14.7.a) y c) de otorgamiento 
de régimen retributivo específico para determinadas tecnologías de generación renovable en los sistemas 
eléctricos no peninsulares, cuando su introducción suponga una reducción significativa de los costes de 
generación del sistema eléctrico y siempre que su puesta en servicio se produzca con anterioridad al 31 
de diciembre de 2018.»
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Disposición final segunda. Título competencial.

Este Real Decreto-ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia en materia de hacienda general.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno para que, en el ámbito de sus competencias, dicte las disposiciones 
reglamentarias necesarias para el desarrollo de aplicación de este Real Decreto-ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

Este Real Decreto-ley entrará en vigor el 1 de enero de 2015.

Dado en Madrid, el 19 de diciembre de 2014.

130/000063

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el 
Programa de Activación para el Empleo.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

REAL DECRETO-LEY 16/2014, DE 19 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA EL PROGRAMA 
DE ACTIVACIÓN PARA EL EMPLEO

I

La economía española ha iniciado una etapa de crecimiento económico que acumula cinco trimestres 
de crecimiento del PIB. Esta evolución está teniendo, asimismo, impacto en términos de creación de 
empleo, tal y como se ha puesto de manifiesto en la Encuesta de Población Activa para el segundo y 
tercer trimestre de 2014 (+1,12 % y +1,59 % de crecimiento interanual del empleo).

Sin embargo, la duración e intensidad de la crisis de los últimos años y el impacto que ha tenido sobre 
la ocupación exigen actuaciones de calado que contribuyan a intensificar la recuperación y a acelerar su 
transformación en términos de creación de empleo estable y de calidad. El desafío es ahora la 
reincorporación del elevado número de desempleados al mercado de trabajo para que participen de la 
reactivación económica.

Por este motivo, el 29 de julio de 2014, el Gobierno, las organizaciones empresariales CEOE y 
CEPYME y los sindicatos CCOO y UGT adoptaron el Acuerdo de propuestas para la negociación tripartita 
para fortalecer el crecimiento económico y el empleo, que recogía la voluntad de impulsar medidas en 
distintos ámbitos, desde un renovado protagonismo del diálogo social, destinadas a intensificar la evolución 
positiva de la economía y del empleo.

En particular, la incidencia del desempleo de larga duración supone un reto que debe abordarse para 
que la recuperación sea rica en empleo e inclusiva, teniendo en cuenta a todos aquellos que buscan 
activamente una oportunidad en el mercado de trabajo.

Para ello, resultan particularmente necesarias medidas de activación para el empleo que contribuyan 
a reducir el tiempo que los trabajadores pasan en situación de desempleo y faciliten su retorno al mundo 
laboral. Los Servicios Públicos de Empleo deben poner en común la información necesaria que posibilite 
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la identificación de oportunidades de empleo, el seguimiento continuo y la evaluación de las actuaciones 
desarrolladas. En definitiva, deben acompañar a los desempleados durante todo el proceso y cumplir con 
eficacia su objetivo primordial de ayudar en la reinserción y mantenimiento del empleo.

En atención a este objetivo, una de las iniciativas recogidas en el Acuerdo tripartito con carácter 
prioritario era el diseño, con la colaboración de las comunidades autónomas, de un programa de activación 
para el empleo con un contenido específico de orientación, formación, recualificación y/o reconocimiento 
de la experiencia laboral que, acompañado de una medida de protección, contribuyera a facilitar la 
reinserción laboral a los desempleados de larga duración con cargas familiares.

En desarrollo de esta previsión, el 15 de diciembre de 2014, Gobierno e Interlocutores Sociales 
firmaron el Acuerdo sobre el Programa Extraordinario de Activación para el Empleo, destinado a mejorar 
la empleabilidad y dotar de nuevas oportunidades al citado colectivo de trabajadores desempleados, 
dadas sus mayores dificultades de colocación.

Además, el programa de activación se ha diseñado de manera coherente con las Recomendaciones 
específicas del Consejo de la Unión Europea de 8 de julio de 2014 relativas al Programa Nacional de 
Reformas de 2014 de España. En particular, la tercera de estas Recomendaciones hace referencia a la 
importancia de contar con servicios públicos de empleo modernos, capaces de prestar servicios 
personalizados y eficaces especialmente a aquellas personas que tienen más dificultades para acceder a 
un empleo, como son los parados de larga duración. Asimismo, las citadas Recomendaciones reflejan la 
importancia de mantener el compromiso de los beneficiarios con el mercado laboral a través de su 
búsqueda activa de empleo, de manera que tanto las políticas activas como las pasivas estén alineadas 
a favor de la activación para el empleo.

II

El real decreto-ley consta de nueve artículos, cuatro disposiciones adicionales y siete disposiciones 
finales.

El artículo 1 se refiere al Programa de Activación para el Empleo como un programa específico y 
extraordinario de carácter temporal, dirigido a personas desempleadas de larga duración que cumplan 
con una serie de requisitos. Los beneficiarios del programa se han definido a partir del colectivo de 
desempleados de larga duración con responsabilidades familiares que han agotado su protección por 
desempleo y que, precisamente por este motivo, se enfrentan hoy a mayores dificultades de colocación y 
especiales necesidades de protección.

Los requisitos que deben cumplir los desempleados para acceder al programa están recogidos en el 
artículo 2 y se refieren a diversos aspectos como la necesidad de que hayan transcurrido al menos seis 
meses desde que los desempleados agotaran la Renta Activa de Inserción, el Programa Temporal de 
Protección e Inserción o el Programa de Recualificación Profesional de las Personas que Agoten su 
Protección por Desempleo; estar inscrito como demandante de empleo en el Servicio Público de Empleo 
competente a fecha 1 de diciembre de 2014 y la permanencia en dicha situación durante un determinado 
periodo de tiempo; carecer del derecho a la protección contributiva o asistencial por desempleo, o a la 
renta activa de inserción; carecer de rentas, de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual 
al 75 por ciento del salario mínimo interprofesional; acreditar responsabilidades familiares; así como 
cumplir con determinadas obligaciones de activación.

Por lo tanto, el programa está destinado a las personas con responsabilidades familiares que han 
estado vinculadas con el mercado laboral en el pasado y que son demandantes de empleo en la actualidad 
pero que, sin embargo, han quedado fuera del ámbito de la protección por desempleo hace al menos seis 
meses.

Destaca además que el programa se fundamenta en una cultura de responsabilidad compartida de la 
activación para el empleo tanto por los Servicios Públicos de Empleo, proveedores de las medidas de 
activación, como por los propios beneficiarios.

Así, el artículo 6, al regular el desarrollo del programa, reconoce a los Servicios Públicos de Empleo 
como los encargados de elaborar el itinerario individual y personalizado de empleo, asignar un tutor 
individual y, en definitiva, guiar a los beneficiarios en el proceso de retorno al empleo. Para ello contarán 
con sus propios medios o bien con la colaboración público-privada, cuyas sinergias deben ponerse a 
disposición de la activación para el empleo.
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Por su parte, los beneficiarios deberán cumplir con una serie de obligaciones de activación, recogidas 
en el artículo 3, que pueden agruparse en tres bloques: suscribir un compromiso de actividad, acreditar 
acciones de búsqueda activa de empleo, y participar en las acciones de mejora de la empleabilidad y 
búsqueda activa de empleo previstas en el itinerario individual y personalizado de empleo.

De forma complementaria, el programa ofrece una ayuda económica de acompañamiento. En este 
sentido, el artículo 7 reconoce que la ayuda tendrá una duración máxima de seis meses y que su cuantía 
será igual al 80 por ciento del indicador público de rentas de efectos múltiples mensual vigente en cada 
momento. Esta ayuda permitirá a los beneficiarios participar activamente y hacer un mejor aprovechamiento 
de las medidas que les sean propuestas como respuesta a sus necesidades específicas en la búsqueda 
de empleo.

Por tanto, el programa pretende evitar el riesgo de permanencia en situación de desempleo de sus 
beneficiarios y contribuir a su activación e inserción eficaz en el mercado de trabajo, mientras se pone a 
su disposición una ayuda económica que permita afrontar una situación personal difícil en la transición de 
vuelta al entorno laboral.

Asimismo, el artículo 8 regula, como elemento novedoso de este programa, que los beneficiarios 
puedan compatibilizar un contrato por cuenta ajena con la percepción de la ayuda de acompañamiento. 
De esta manera, se permite la formalización de un contrato con una empresa privada y que esta tenga en 
cuenta la ayuda que continuará percibiendo el beneficiario en el cómputo de las retribuciones salariales 
que correspondan, durante un máximo de cinco meses. Se establece, por tanto, una excepción legal a lo 
previsto con carácter general en la normativa laboral en cuanto a la obligación empresarial de abonar 
íntegramente el salario correspondiente, lo que se justifica en disponer de un incentivo que pueda actuar 
eficazmente para la inserción y contratación laboral del colectivo objetivo del programa.

Con esta medida, se potencian los incentivos para que el colectivo de desempleados pueda adquirir 
una experiencia laboral real, lo que supone un importante potencial de mejora de empleabilidad.

En los artículos 4 y 5 se regulan los aspectos procedimentales tanto para incorporarse al programa 
como para que se tenga por producida una baja definitiva o temporal en dicho programa y en la percepción 
de la ayuda. Es especialmente relevante que para ser admitidos en el programa y obtener el reconocimiento 
de la ayuda económica de acompañamiento las personas desempleadas deban presentar la solicitud de 
incorporación al programa entre el 15 de enero de 2015 y el 15 de abril de 2016.

Por último, el artículo 9 aclara que la financiación de la ayuda económica se incluirá dentro de la 
acción protectora por desempleo y se realizará con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo 
Estatal.

En cuanto a las disposiciones adicionales recogidas en este real decreto-ley, cabe señalar que la 
disposición adicional primera habilita al Servicio Público de Empleo Estatal a desarrollar el procedimiento 
de concesión y pago de las ayudas, así como a establecer los mecanismos necesarios de coordinación e 
intercambio de información con los Servicios Públicos de Empleo de las comunidades autónomas y las 
agencias de colocación cuando actúen en colaboración con aquellos.

La disposición adicional segunda regula la distribución de competencias entre el Servicio Público de 
Empleo Estatal y los Servicios Públicos de Empleo de las comunidades autónomas. Al primero le 
corresponde la gestión y el pago de la ayuda económica prevista en el programa de activación, y los 
segundos serán competentes para asignar el itinerario individual y personalizado de empleo y las acciones 
de mejora de la empleabilidad para la realización de este programa de conformidad con lo previsto en los 
reales decretos de traspaso.

La disposición adicional tercera prevé la realización de una evaluación del programa, con el fin de 
analizar los resultados obtenidos, tres meses antes de la fecha de finalización de su vigencia, para 
determinar su eficacia. Se realizará de forma conjunta entre el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 
las autoridades competentes de las comunidades autónomas y los interlocutores sociales. En el año 2016 
los resultados de esta evaluación se tendrán en cuenta para la asignación de fondos procedentes del 
presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal entre las diferentes comunidades autónomas, 
en los términos que se acuerden en la respectiva Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales.

Las disposiciones finales segunda, tercera, cuarta y quinta contemplan, respectivamente, la 
modificación del apartado 2 de la disposición transitoria octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de 
medidas urgentes para la reforma del mercado laboral; la modificación del artículo 2.1.b) del Real 
Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa de renta activa de inserción 
para desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo; la 
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modificación de los artículos 32.1.c) y 33.2 del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, por el que se desarrolla 
la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo y, por último, la supresión de la letra c) del 
apartado 4 y la modificación del apartado 5 del artículo 21 bis de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
Empleo.

III

La disposición adicional cuarta regula los supuestos de fuerza mayor en los que la Tesorería General 
de la Seguridad Social puede reconocer a determinadas empresas, afectadas por una suspensión de 
contratos de trabajo o reducción de jornada, la exoneración del pago de hasta el cien por cien de la 
aportación empresarial prevista en el artículo 214.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social con la finalidad de favorecer el mantenimiento del empleo.

Es necesario que las empresas que pretendan beneficiarse de la exoneración cumplan con obligaciones 
básicas como la de hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad 
Social; justificar los daños sufridos, la imposibilidad de continuar la actividad laboral y las pérdidas de 
actividad derivadas directamente del supuesto de fuerza mayor; así como la de tener asegurados los 
bienes indispensables para realizar la actividad productiva al tiempo de producirse el acontecimiento de 
carácter catastrófico.

En último término, resulta imprescindible que las empresas asuman unos compromisos básicos 
vinculados a realizar la reinversión necesaria para el restablecimiento de las actividades afectadas por la 
causa de fuerza mayor y a mantener en el empleo al cien por cien de los trabajadores afectados por la 
suspensión de contrato o la reducción de jornada.

La exoneración a las empresas del pago de las cuotas empresariales de la Seguridad Social tendrá 
una duración máxima de 12 meses destacando que, cuando dentro del plazo de 12 meses se extinguiera 
algún contrato temporal por la expiración del plazo convenido o por la realización de la obra o servicio 
objeto del contrato, las empresas podrán seguir beneficiándose de la exoneración por el tiempo que reste 
hasta los 12 meses siempre que suscriba con el trabajador afectado por la extinción un contrato por tiempo 
indefinido. La Tesorería General de la Seguridad Social, previa solicitud de la empresa, podrá prorrogar 
por otros 12 meses la exoneración reconocida a las empresas siempre que resulte acreditado tanto que 
la empresa sigue cumpliendo los requisitos que determinaron el reconocimiento inicial de la exoneración, 
como que ha puesto en marcha los compromisos adquiridos en cuanto a la necesaria reinversión en la 
empresa y el mantenimiento en el empleo de los trabajadores afectados por la suspensión o reducción.

IV

En las medidas que se adoptan concurren las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad 
que exige el artículo 86 de la Constitución Española como premisa para recurrir a la figura del real 
decreto-ley.

Resulta crucial trasladar la incipiente recuperación económica al empleo con la mayor celeridad e 
intensidad posibles. Ello aconseja la adopción de medidas que estimulen las oportunidades de empleo, 
especialmente para aquellas personas con mayores problemas de empleabilidad y que, tras un período 
prolongado de recesión, corren el riesgo de mantenerse en esta situación quedando excluidos del citado 
proceso de recuperación y dificultando sus posibilidades de incorporación al mercado de trabajo y sus 
perspectivas de carrera profesional y evolución personal.

El programa contenido en este real decreto-ley, con efectividad inmediata, da respuesta a esta 
necesidad y, como tal, tiene un carácter excepcional y limitado en el tiempo.

Procede destacar la participación que han tenido las comunidades autónomas, así como los 
interlocutores sociales, en el establecimiento de las bases que han orientado el programa que regula este 
real decreto-ley.

Lo mismo puede señalarse respecto de la exoneración del pago de la cuota empresarial cuyo 
fundamento último se encuentra en la existencia de catástrofes naturales de carácter imprevisible y que, 
por lo tanto, pueden afectar a las empresas y a su actividad productiva en cualquier momento. Por este 
carácter imprevisible y para favorecer el mantenimiento del empleo, es importante que las empresas se 
encuentren protegidas frente a las graves consecuencias económicas que suelen traer consigo este tipo 
de acontecimientos extraordinarios lo antes posible.
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Por consiguiente, la necesidad de la inmediata aplicación de las medidas que se adoptan constituye 
el hecho habilitante de extraordinaria y urgente necesidad que la Constitución exige en su artículo 86 para 
aprobar este real decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización concedida en el artículo 86 de la Constitución, a propuesta de 
la Ministra de Empleo y Seguridad Social y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 19 de diciembre de 2014, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

1. El presente real decreto-ley tiene por objeto regular el Programa de Activación para el Empleo. Se 
trata de un programa específico y extraordinario de carácter temporal, dirigido a personas desempleadas 
de larga duración que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 2.

2. El programa comprende políticas activas de empleo, actuaciones de intermediación laboral, 
gestionadas por los Servicios Públicos de Empleo con la finalidad de incrementar las oportunidades de 
retorno al mercado de trabajo, y una ayuda económica de acompañamiento gestionada por el Servicio 
Público de Empleo Estatal y vinculada a la participación en las mencionadas políticas de activación para 
el empleo.

Artículo 2. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarias del presente programa las personas desempleadas que, presentando la 
solicitud de incorporación en el plazo indicado en el artículo 4, reúnan los siguientes requisitos a la fecha 
de dicha solicitud:

a) Haber transcurrido al menos seis meses desde el agotamiento de alguna de las siguientes 
ayudas o prestaciones: la Renta Activa de Inserción (RAI) regulada en el Real Decreto 1369/2006, de 
24 de noviembre, por el que se regula el Programa de Renta Activa de Inserción para Desempleados 
con Especiales Necesidades Económicas y Dificultad para Encontrar Empleo, o en las normas que le 
precedieron, cuando se haya agotado el tercer derecho a la misma; el Programa Temporal de Protección 
e Inserción (PRODI) regulado por el Real Decreto-ley 10/2009, de 13 de agosto, por el que se regula el 
Programa Temporal de Protección por Desempleo e Inserción; el Programa de Recualificación 
Profesional de las Personas que Agoten su Protección por Desempleo (PREPARA), regulado en el Real 
Decreto-ley 1/2011, de 11 de febrero, de medidas urgentes para promover la transición al empleo 
estable y la recualificación profesional de las personas desempleadas, así como en los sucesivos reales 
decreto-leyes que han prorrogado dicho programa.

A los efectos de este apartado no se considerará agotamiento la extinción derivada de una sanción o 
baja en el derecho por causa imputable al beneficiario.

b) Estar inscrito como demandante de empleo en el Servicio Público de Empleo competente a fecha 1 
de diciembre de 2014. Este requisito se entenderá cumplido en los supuestos en que el trabajador, aún no 
estando inscrito como demandante de empleo en dicha fecha, tenga interrumpida la inscripción debido a la 
realización de un trabajo por cuenta ajena, siempre que la duración del contrato haya sido por tiempo inferior 
a 90 días.

c) Haber permanecido inscrito como demandante de empleo durante 360 días en los dieciocho 
meses inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud de incorporación al programa.

d) Carecer del derecho a la protección contributiva o asistencial por desempleo, o a la renta activa 
de inserción.

e) Haber cesado involuntariamente en un trabajo por cuenta ajena previamente al agotamiento del 
último derecho de los contemplados en la letra a) anterior. Además, si se hubiera trabajado tras el 
agotamiento de dicho derecho, haber cesado de forma involuntaria en el último trabajo realizado.

f) Carecer de rentas, de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual al 75 por ciento del 
salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, y acreditar 
responsabilidades familiares. La consideración de rentas y la acreditación de las responsabilidades 
familiares se efectuarán conforme a lo establecido en los apartados 3.2) y 2, respectivamente, del 
artículo 215 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio. A estos efectos no se tendrán en cuenta las rentas derivadas de las 
actividades compatibles con la ayuda. cv
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g) En el caso de que tras el agotamiento de alguna de las prestaciones o ayudas incluidas en el 
apartado a) se hubiese percibido cualquier tipo de rentas mínimas, salarios sociales o ayudas análogas 
de asistencia social concedidas por cualquier Administración Pública, deberán haber transcurrido como 
mínimo 6 meses desde la finalización de la percepción de estas rentas antes de la solicitud de este 
programa.

h) Cumplir con las obligaciones de activación previstas en el artículo 3.

2. A efectos del acceso al programa no se considerará desempleado a quien en la fecha de solicitud 
de incorporación al mismo se encuentre trabajando por cuenta ajena a tiempo parcial.

Artículo 3. Obligaciones de activación.

Para su incorporación y mantenimiento en el programa, las personas desempleadas deberán cumplir, 
además de los requisitos establecidos en el artículo 2, las siguientes obligaciones:

a) Suscribir en el momento de la solicitud un compromiso de actividad en virtud del cual realizarán 
las distintas actuaciones favorecedoras de su inserción laboral que se acuerden por los Servicios Públicos 
de Empleo, o por sus entidades colaboradoras conforme a lo previsto en el artículo 6, así como:

1.ª Aceptar la colocación adecuada que les sea ofrecida por los Servicios Públicos de Empleo o por 
las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquellos 
durante la participación en el programa. A estos efectos se entenderá por colocación adecuada la regulada 
en el artículo 231.3 del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social.

2.ª Renovar la demanda de empleo en la forma y fechas en que se determine en el documento de 
renovación de la demanda y comparecer, cuando hayan sido previamente requeridos, ante el Servicio 
Público de Empleo Estatal, los Servicios Públicos de Empleo o las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquellos.

3.ª Comunicar, en el momento en que se produzcan, las variaciones de renta, patrimonio o de la 
unidad familiar, así como las situaciones que puedan dar lugar a incompatibilidad con la ayuda.

4.ª Reintegrar las ayudas indebidamente percibidas.
5.ª Facilitar a los Servicios Públicos de Empleo o, en su caso, a las agencias de colocación cuando 

desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquellos, en el plazo de cinco días, el 
correspondiente justificante de haber comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de 
empleo facilitadas por los mismos.

6.ª Acreditar durante la vigencia del programa y cuando así les sea requerido por el Servicio Público 
de Empleo competente, la búsqueda activa de empleo.

7.ª Proporcionar la documentación e información precisa para la incorporación y mantenimiento en 
el programa y comunicar a los Servicios Públicos de Empleo y al Servicio Público de Empleo Estatal, el 
domicilio y, en su caso, el cambio del domicilio, facilitado a efectos de notificaciones, en el momento en 
que este se produzca.

8.ª Autorizar que los Servicios Públicos de Empleo comuniquen la condición de beneficiario del 
programa y de la ayuda económica a las agencias de colocación que desarrollen actividades en el ámbito 
de colaboración con los mismos, así como a las empresas que lo soliciten.

9.ª Informar a las empresas de su condición de solicitante o beneficiario del programa cuando 
realicen actuaciones de búsqueda activa de empleo o cuando celebren con estas contratos de trabajo.

b) Acreditar ante el Servicio Público de Empleo Estatal que durante el plazo de un mes a partir de la 
presentación de la solicitud han realizado, al menos, tres acciones de búsqueda activa de empleo (BAE). 
La acreditación se efectuará dentro de los diez días hábiles siguientes al transcurso del citado plazo de un 
mes.

Se considerarán actuaciones de BAE cada una de las siguientes:

1.ª Trabajo por cuenta propia o ajena.
2.ª Envío o presentación de currículos en, al menos, tres empresas distintas.
3.ª Realización de, al menos, una entrevista de trabajo.
4.ª Inscripción en, al menos, una agencia de colocación.
5.ª Inscripción como solicitante de empleo en, al menos, dos portales de empleo públicos o privados.
6.ª Presentación, al menos, a una oferta de trabajo gestionada por los Servicios Públicos de Empleo.
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7.ª Cualesquiera otras ofertadas por los Servicios Públicos de Empleo y específicamente acciones 
formativas o acciones de información y actuaciones dirigidas al autoempleo y emprendimiento.

c) Participar en las acciones de mejora de la empleabilidad y búsqueda activa de empleo, previstas 
en el itinerario individual y personalizado de empleo que, con carácter previo al inicio del programa, les 
haya sido asignado por los Servicios Públicos de Empleo. Este itinerario se asignará en el plazo de un 
mes desde la solicitud de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.

No obstante, si el Servicio Público de Empleo no hubiese podido realizar el itinerario en el citado plazo 
de un mes, para que la solicitud de admisión al programa sea aprobada, este itinerario deberá realizarse 
necesariamente antes del transcurso de los tres meses de plazo que tiene el Servicio Público de Empleo 
Estatal para resolver la solicitud, de acuerdo con lo indicado en el artículo 4.3.

Artículo 4. Solicitud e incorporación al programa.

1. Para ser admitidos en el programa y obtener el reconocimiento de la ayuda económica de 
acompañamiento prevista en el artículo 7, las personas desempleadas deberán presentar la solicitud de 
incorporación al programa entre el 15 de enero de 2015 y el 15 de abril de 2016.

La solicitud deberá presentarse, conforme al modelo que se determine, en la oficina de prestaciones 
del Servicio Público de Empleo Estatal que corresponda a la persona desempleada.

La solicitud deberá acompañarse de la documentación acreditativa de que se reúnen los requisitos 
recogidos en el artículo 2 y contendrá el compromiso de actividad que deberá suscribirse por el solicitante.

2. Una vez comprobado por el Servicio Público de Empleo Estatal que se cumplen los requisitos de 
acceso recogidos en el artículo 2, se informará al solicitante de que, para proceder a su admisión al 
programa y al abono de la ayuda económica correspondiente, deberá acreditar haber realizado las 
acciones de la BAE en los términos establecidos en el artículo 3, así como tener asignado un itinerario 
individual y personalizado de empleo, en los términos establecidos en los artículos 3 y 6.2.

Asimismo, se dará traslado de la solicitud al Servicio Público de Empleo competente a los efectos de 
que inicie las actuaciones necesarias para el diagnóstico del perfil del solicitante, la elaboración del 
itinerario individual y personalizado de empleo y la asignación de un tutor individual, en los términos 
establecidos en el artículo 6.

3. Una vez se haya acreditado la BAE y asignado al trabajador el itinerario individual y personalizado 
de empleo, así como el tutor individual, el Servicio Público de Empleo Estatal dictará resolución 
reconociendo la incorporación del trabajador al programa, lo que implicará su derecho a la percepción de 
la ayuda económica y la posibilidad, en su caso, de compatibilizarla con el trabajo en los términos previstos 
en el artículo 8. El Servicio Público de Empleo Estatal resolverá la solicitud en el plazo máximo de los tres 
meses siguientes a la fecha en que esta se hubiera presentado. Transcurrido el plazo sin que se haya 
dictado resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada por silencio administrativo.

4. Contra la resolución adoptada por el Servicio Público de Empleo Estatal podrá interponerse 
reclamación previa a la vía jurisdiccional social en el plazo de treinta días desde la notificación de la 
misma.

Artículo 5. Baja y reincorporación al programa y a la ayuda económica.

1. Causarán baja definitiva en el programa, dejando de percibir la correspondiente ayuda económica, 
los beneficiarios en los que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Incumplimiento de las obligaciones derivadas del compromiso de actividad y que se concretan en 
el itinerario individual y personalizado de empleo, salvo causa justificada.

b) No comparecer, previo requerimiento, ante el Servicio Público de Empleo Estatal o ante los 
servicios públicos de empleo, no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determinen 
en el documento de renovación de la demanda o no devolver en plazo a los Servicios Públicos de Empleo 
el correspondiente justificante de haber comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas 
de empleo facilitadas por dichos servicios o las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en 
el ámbito de colaboración con aquellos, salvo causa justificada.

c) No acreditar búsqueda activa de empleo en los términos establecidos en el artículo 3, cuando sea 
requerido por los Servicios Públicos de Empleo.
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d) Rechazar una oferta de colocación adecuada que le sea ofrecida por los servicios públicos de 
empleo o por agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con 
aquellos.

e) Rechazar la participación en programas de empleo, acciones de promoción, formación o 
reconversión profesional, que determinen los servicios públicos de empleo o las agencias de colocación 
cuando desarrollen actividades en el ámbito de colaboración con aquellos.

f) Causar baja voluntaria en el trabajo al que se acceda durante el programa.
g) Trabajar por cuenta ajena a tiempo completo o parcial, por un periodo de tiempo igual o superior 

a 90 días, cuando la empresa no proceda a descontar del salario que legal o convencionalmente 
corresponda al trabajador la ayuda económica que este perciba, conforme a lo previsto en el artículo 8.

h) Trabajar por cuenta propia por un período superior a 180 días.
i) Acceder a una prestación por desempleo, subsidio por desempleo o renta agraria, u obtener otras 

pensiones, prestaciones o ayudas sociales.
j) Dejar de reunir el requisito de carencia de rentas o de responsabilidades familiares contemplado 

en el artículo 2, salvo lo previsto en el apartado siguiente.
k) El traslado al extranjero, salvo que corresponda a actuaciones contempladas en el itinerario 

individual y personalizado de empleo y haya sido autorizado por el tutor asignado en el Programa.
l) La renuncia voluntaria al programa.
m) Obtener o mantener indebidamente la percepción de la ayuda económica.

2. Causarán baja temporal en el programa, dejando de percibir durante el periodo de baja la 
correspondiente ayuda económica, los beneficiarios en los que concurra alguna de las circunstancias 
siguientes:

a) El trabajo por cuenta ajena a tiempo completo o parcial por un periodo inferior a 90 días, cuando 
la empresa no proceda a descontar del salario que legal o convencionalmente corresponda al trabajador la 
ayuda económica que este perciba, conforme a lo previsto en el artículo 8.

b) Trabajar por cuenta propia por un periodo inferior a 180 días.
c) La pérdida del requisito de rentas o responsabilidades familiares contemplado en el artículo 2, por 

un periodo inferior a 180 días.

3. Producida la baja temporal en el programa y en la ayuda por las causas previstas en el apartado 
anterior, se podrá reconocer el derecho a la reincorporación al mismo siempre que se solicite dentro del 
plazo de solicitud previsto en el artículo 4.1 y se acredite cumplir los requisitos establecidos en las 
letras d) y f) del artículo 2, así como, en su caso, haber cesado en el trabajo por cuenta ajena acreditando 
situación legal de desempleo. La reincorporación exigirá la previa inscripción como demandante de 
empleo y reactivación del compromiso de actividad.

El período de tiempo durante el que el trabajador se encuentre en situación de baja temporal en el 
programa, sin percibir la ayuda económica, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 de este artículo, 
no se computará a efectos del período de duración de la ayuda.

4. Las bajas y las reincorporaciones al programa se resolverán por el Servicio Público de Empleo 
Estatal y se comunicarán a los Servicios Públicos de Empleo competentes a los efectos que correspondan 
en relación con la continuidad, o no, de las distintas acciones de inserción laboral previstas en el artículo 6.

5. La tramitación de las bajas en el programa en los supuestos previstos en los párrafos a), b), c), d), 
e) h), i) y k) del apartado 1 podrá iniciarse desde que se disponga de información sobre el incumplimiento 
de alguna de las obligaciones o desde que se detecten irregularidades en la ejecución del programa. 
Como consecuencia de ello, se cursará una baja cautelar en el programa y se dará audiencia al interesado 
para que, en el plazo de 15 días, formule por escrito las alegaciones que considere oportuno. Transcurrido 
dicho plazo se adoptará, en los 15 días siguientes, la resolución que corresponda.

Contra la resolución que dicte el Servicio Público de Empleo Estatal podrá interponerse reclamación 
previa a la vía jurisdiccional social en los términos previstos en el artículo 4.4.

6. Los beneficiarios que hayan percibido indebidamente la ayuda económica de acompañamiento 
vendrán obligados a reintegrar su importe. La exigencia de la devolución se realizará conforme a lo 
establecido para las prestaciones por desempleo en el artículo 227 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social y en su normativa de desarrollo.
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Artículo 6. Desarrollo del programa en materia de activación para el empleo.

1. El programa tendrá por objeto la activación y la inserción laboral de sus beneficiarios y se podrá 
acceder al mismo una sola vez.

2. Con carácter previo a la admisión en el programa, el Servicio Público de Empleo competente 
asignará al beneficiario un tutor individual que elaborará el itinerario individual y personalizado de empleo 
en el plazo de un mes desde la solicitud de la admisión al programa, a partir de una entrevista individualizada 
que permita realizar un diagnóstico previo del perfil del trabajador.

3. El tutor será el responsable de la elaboración, en su caso, y seguimiento del itinerario, de proponer 
las medidas de activación necesarias para posibilitar la inserción laboral del trabajador, así como del 
control de las restantes obligaciones adquiridas en el compromiso de actividad. En particular, el tutor será 
el encargado de gestionar los servicios y programas de orientación e intermediación y de formación 
profesional necesaria para la inserción laboral, así como de realizar un seguimiento individualizado de las 
colocaciones que se produzcan durante la vigencia del programa.

El beneficiario deberá comunicar al tutor las posibles contrataciones que realice conforme a la 
compatibilidad prevista en el artículo 8.

4. La información relativa a los servicios o programas que configuren el itinerario individual y 
personalizado de empleo se deben recoger en el Sistema de Información de los Servicios Públicos de 
Empleo en el plazo máximo de un mes desde que se hubieran iniciado.

5. Las medidas de activación tendrán en cuenta las tendencias actuales del mercado de trabajo y las 
necesidades formativas del beneficiario. Asimismo deberán contemplar la atención a las empresas, sus 
necesidades de contratación, el tipo de perfiles profesionales que precisen, la búsqueda y propuesta de 
candidatos mediante sondeos entre los participantes en el programa, y el seguimiento de las contrataciones 
realizadas.

6. Los Servicios Públicos de Empleo comunicarán al Servicio Público de Empleo Estatal:

a) La identidad del tutor individual que se asigne al solicitante del programa, los itinerarios que se 
elaboren, y las colocaciones que se realicen durante la vigencia de los itinerarios, así como su seguimiento. 
Los itinerarios deberán ser comunicados inmediatamente después de su elaboración.

b) El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas en el momento de la solicitud de 
incorporación al programa, así como del mantenimiento de la inscripción como demandante de empleo, la 
participación efectiva en el itinerario individual y personalizado de empleo y la búsqueda activa de empleo.

Artículo 7. Ayuda económica de acompañamiento.

Una vez dictada por el Servicio Público de Empleo Estatal la resolución de admisión al programa y de 
reconocimiento de la ayuda económica de acompañamiento, en los términos previstos en el artículo 4.3, 
los beneficiarios podrán percibir una ayuda económica de acuerdo con lo establecido en los siguientes 
párrafos:

a) La duración máxima de la ayuda económica será de seis meses, si bien las acciones de inserción 
previstas en el programa pueden continuar realizándose con posterioridad a este plazo.

b) La cuantía de la ayuda será igual al 80 por ciento del indicador público de rentas de efectos 
múltiples mensual vigente en cada momento.

c) Los efectos económicos del reconocimiento de la ayuda económica se producirán desde el día 
siguiente al transcurso del plazo de un mes a contar desde el día de la presentación de la solicitud de 
incorporación al programa, siempre que el solicitante acredite, en los diez días hábiles siguientes a la 
finalización del período señalado, que durante el mismo ha realizado la BAE en el tiempo y forma 
establecidos en el artículo 3, y que le ha sido asignado por el Servicio Público de Empleo competente el 
itinerario individual y personalizado de empleo.

Si transcurrido el citado periodo de un mes no se hubiera elaborado el itinerario individual y 
personalizado de empleo por el Servicio Público de Empleo competente, los efectos económicos de la 
ayuda sólo se producirán a partir de la fecha en que quede acreditado que el solicitante tiene asignado 
dicho itinerario, en los términos establecidos en el artículo 3.

d) El pago periódico de la ayuda económica se realizará por el Servicio Público de Empleo Estatal 
dentro del mes siguiente al que corresponda el devengo.
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Artículo 8. Compatibilidad e incompatibilidad de la ayuda económica de acompañamiento.

1. Una vez admitido en el programa, la ayuda económica será compatible con:

a) Las ayudas de cualquier naturaleza que se pudieran obtener por la asistencia a acciones de 
formación profesional para el empleo.

b) El trabajo por cuenta ajena, a tiempo completo o parcial y de duración indefinida o temporal, hasta 
un máximo de cinco meses, siempre que el mismo se desarrolle en empresas o entidades que no formen 
parte del sector público, de acuerdo con el artículo 3.1 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

2. En el supuesto previsto en el apartado 1.b) el trabajador mantendrá la percepción de la ayuda 
económica durante la vigencia del contrato por el tiempo que le reste por percibir aquella hasta un máximo 
de cinco meses.

Durante este tiempo, el empresario descontará la cuantía de la ayuda económica del importe del 
salario que corresponda percibir al trabajador legal o convencionalmente. En el supuesto de contratación 
a tiempo parcial, la cuantía de la ayuda económica a descontar del importe del salario será proporcional 
al tiempo efectivamente trabajado. No obstante lo anterior, el salario a tener en cuenta a efectos del 
cálculo tanto de indemnizaciones por extinción del contrato de trabajo como de bases de cotización a la 
Seguridad Social será el que, legal o convencionalmente, correspondiera al trabajador.

Para la aplicación de la compatibilidad, el trabajador deberá presentar ante la empresa un documento 
acreditativo del periodo y cuantía de la ayuda económica reconocida, siendo válida a estos efectos la 
resolución adoptada por el Servicio Público de Empleo Estatal reconociendo la admisión al programa y el 
pago de la ayuda.

3. A esta contratación, le serán de aplicación las bonificaciones o reducciones en las cuotas a la 
Seguridad Social que correspondan según la regulación vigente siempre que el contrato celebrado cumpla 
los requisitos establecidos en cada caso. No obstante, la cuantía de la ayuda económica a descontar del 
importe del salario, en concurrencia con medidas de apoyo público distintas de las citadas bonificaciones o 
reducciones en las cuotas a la Seguridad Social, no podrá superar el 80 % del coste salarial anual 
correspondiente al contrato que se hubiera formalizado, sin incluir las cuotas a la Seguridad Social.

En el caso de extinción del contrato antes de finalizar la participación del beneficiario en el programa, 
y siempre que no se reúnan los requisitos de acceso a una prestación contributiva o subsidio por 
desempleo, el trabajador deberá comunicar la citada extinción del contrato a la oficina de prestaciones del 
Servicio Público de Empleo Estatal dentro de los quince días siguientes a la misma, y reactivar el 
compromiso de actividad para mantener la participación en el programa y la percepción por el tiempo que 
reste de la ayuda económica de acompañamiento.

4. La ayuda económica será incompatible con:

a) La obtención de rentas de cualquier naturaleza que hagan superar los límites establecidos, en los 
términos fijados en el artículo 2, sin que se computen a esos efectos las rentas que provengan de acciones 
o trabajos compatibles con la percepción de la renta.

b) La percepción de prestaciones o subsidios por desempleo, o de la renta agraria.
c) La percepción de pensiones o prestaciones de carácter económico de la Seguridad Social que 

sean incompatibles con el trabajo.
d) La realización simultánea de trabajo por cuenta propia o por cuenta ajena, a tiempo completo o 

parcial, salvo cuando sea compatible según lo establecido en el apartado 1.b).
e) La percepción de cualquier tipo de rentas mínimas, salarios sociales o ayudas análogas de 

asistencia social concedidas por las Administraciones Publicas.

Artículo 9. Financiación.

1. La financiación de la ayuda económica recogida en el artículo 7 se incluirá dentro de la acción 
protectora por desempleo y se realizará con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

2. La financiación del diseño, asignación y seguimiento del itinerario individual y personalizado de 
empleo, así como las acciones de inserción incluidas en el programa de activación para el empleo, se 
realizarán con cargo a los presupuestos de las respectivas comunidades autónomas.
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3. Las comunidades autónomas utilizarán en la ejecución de este programa, las cantidades 
procedentes del presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal que les sean asignadas 
como consecuencia de los criterios aprobados en la respectiva Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos 
Laborales de 2015, en los términos dispuestos en las normas o convenios que fijen, entre otras cuestiones 
las condiciones de gestión de estos fondos de acuerdo a lo establecido en el artículo 86 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

4. Sin perjuicio de lo mencionado en el apartado anterior, las comunidades autónomas podrán 
destinar recursos propios adicionales para financiar la adecuada gestión del programa de activación e 
inserción para el empleo.

Disposición adicional primera. Obligaciones de información.

1. A fin de garantizar el correcto funcionamiento de este programa y garantizar las mismas 
posibilidades de acceso a todos sus potenciales beneficiarios, se habilita al Servicio Público de Empleo 
Estatal para desarrollar el procedimiento de concesión y pago de las ayudas, así como para establecer los 
mecanismos necesarios de coordinación e intercambio de información con los Servicios Públicos de 
Empleo así como con las agencias de colocación cuando actúen en colaboración con aquellos.

2. Asimismo, los Servicios Públicos de Empleo competentes arbitrarán las medidas necesarias con 
el fin de informar en todo momento a las empresas y agencias de colocación que lo soliciten sobre los 
beneficiarios de este programa a los efectos de favorecer su inserción laboral.

3. En los casos de contratación de beneficiarios del programa que compatibilicen la ayuda económica 
conforme a lo previsto en el artículo 8, el empresario informará acerca de esta circunstancia en el momento 
de comunicación de la contratación.

Disposición adicional segunda. Distribución de competencias.

1. Corresponde al Servicio Público de Empleo Estatal, a través de sus direcciones provinciales, la 
gestión y el pago de la ayuda económica prevista en el programa de activación. Las personas titulares de 
las direcciones provinciales, deberán dictar resolución que reconozca o deniegue el derecho a la admisión 
al programa, así como resolver las bajas y las reincorporaciones al mismo.

Las resoluciones dictadas serán recurribles ante los órganos jurisdiccionales del orden social, previa 
reclamación ante dicho organismo, en la forma prevista en el artículo 71 de Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social.

Asimismo, el Servicio Público de Empleo Estatal efectuará el pago de la ayuda prevista en el artículo 7, 
el control de requisitos e incompatibilidades, la exigencia de la devolución de las cantidades indebidamente 
percibidas, así como las compensaciones en las prestaciones por desempleo o en la renta activa de 
inserción de las cantidades indebidamente percibidas por cualquiera de dichas percepciones, todo ello en 
los mismos términos fijados para las prestaciones por desempleo.

El Servicio Público de Empleo Estatal será también competente para desarrollar las acciones de 
mejora de la empleabilidad del ámbito de las políticas activas de empleo que hayan de ser financiadas con 
cargo a los créditos específicamente autorizados, por la Ley anual de Presupuestos Generales del Estado, 
en su estado de gastos como reserva de gestión directa, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 13.h) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

2. Las comunidades autónomas, que han asumido el traspaso de la gestión realizada por el antiguo 
Instituto Nacional de Empleo, actual Servicio Público de Empleo Estatal, en el ámbito del trabajo, el 
empleo y la formación, serán competentes para asignar el itinerario individual y personalizado de empleo 
y las acciones de mejora de la empleabilidad para la realización de este programa, de conformidad con lo 
previsto en los reales decretos de traspaso.

3. El Instituto Social de la Marina ejercerá las competencias atribuidas al Servicio Público de Empleo 
Estatal relativas a la gestión del programa de activación cuando se aplique a los desempleados procedentes 
del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar.

Disposición adicional tercera. Evaluación.

Con el fin de analizar los resultados obtenidos por el programa, se procederá a una evaluación del 
mismo, tres meses antes de la fecha de finalización de su vigencia, para determinar la eficacia del 
Programa y, en su caso, determinar la necesidad de articular su continuidad o de realizar cualquier tipo de 
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adaptación. Esta evaluación se realizará de forma conjunta entre el Ministerio de Empleo y Seguridad 
Social, las autoridades competentes de las comunidades autónomas y los interlocutores sociales.

Asimismo, en el año 2016, los resultados de esta evaluación se tendrán en cuenta para la asignación 
de fondos procedentes del presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal entre las 
diferentes comunidades autónomas, en los términos que se acuerden en la respectiva Conferencia 
Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales.

Disposición adicional cuarta. Exoneración del pago de cuotas en supuestos de fuerza mayor para 
favorecer el mantenimiento del empleo.

1. Las empresas que, previa resolución de la autoridad laboral, acuerden la suspensión de contratos 
de trabajo o la reducción de jornada por causa de fuerza mayor podrán solicitar a la Tesorería General de 
la Seguridad Social una exoneración de hasta el 100 por cien del pago de la aportación empresarial 
prevista en el artículo 214.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, siempre y 
cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que la causa de fuerza mayor derive de acontecimientos catastróficos naturales, imprevisibles o 
que habiendo sido previstos fueran inevitables, como terremotos, maremotos, incendios, inundaciones, 
plagas, explosiones, tormentas de viento y mar, siempre que supongan la destrucción total o parcial de las 
instalaciones de la empresa o centro de trabajo, impidiendo la continuidad de la actividad laboral para los 
trabajadores afectados.

b) Que resulte acreditado, mediante informe preceptivo de la Dirección Especial de la Dirección 
General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social solicitado por la Tesorería General de la Seguridad 
Social, que la fuerza mayor reúne las características mencionadas en la letra anterior. Este informe se 
entiende sin perjuicio del exigido de conformidad con lo previsto en el artículo 51 del Estatuto de los 
Trabajadores y su normativa de desarrollo.

c) Que las empresas se hallen al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de 
Seguridad Social y justifiquen los daños sufridos, la imposibilidad de continuar la actividad laboral y las 
pérdidas de actividad derivadas directamente del supuesto de fuerza mayor.

d) Que las empresas, al tiempo de producirse el acontecimiento de carácter catastrófico, hubieran 
tenido asegurados los bienes indispensables para realizar la actividad productiva afectada por la fuerza 
mayor.

e) Que las empresas se comprometan a realizar, mientras dure la exoneración, la reinversión 
necesaria para el restablecimiento de las actividades afectadas por la causa de fuerza mayor. Para 
verificar el cumplimiento de este compromiso, la Tesorería General de la Seguridad Social podrá requerir 
el asesoramiento e informes técnicos que correspondan.

f) Que las empresas se comprometan a mantener en el empleo, durante el año posterior a la 
finalización de la suspensión o reducción, al 100 por cien de los trabajadores afectados por la suspensión 
de contrato o la reducción de jornada, excluidos los trabajadores recolocados en otros centros de trabajo.

2. La resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social deberá indicar el porcentaje de 
exoneración que se reconozca. Las circunstancias a tener en cuenta para fijar dicho porcentaje serán, 
entre otras, la situación económica de la empresa, el impacto económico de la fuerza mayor sobre otras 
empresas auxiliares de la afectada, las perspectivas de mantenimiento y creación de empleo a medio y 
largo plazo, así como el porcentaje de trabajadores indefinidos de su plantilla.

3. La exoneración a las empresas del pago de las cuotas empresariales de la Seguridad Social a que 
se refiere esta disposición tendrá una duración máxima de 12 meses a partir de la resolución de 
reconocimiento que dicte la Tesorería General de la Seguridad Social.

Cuando dentro del plazo de 12 meses señalado en el párrafo anterior se extinguiera algún contrato 
temporal por la expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato, las 
empresas podrán seguir beneficiándose de la exoneración para dichos contratos por el tiempo que reste 
hasta los 12 meses siempre que suscriba con el trabajador afectado por la extinción un contrato por 
tiempo indefinido.

La Tesorería General de la Seguridad Social, previa solicitud de la empresa, podrá prorrogar la 
exoneración reconocida a las empresas por otros 12 meses siempre que resulte acreditado tanto que la 
empresa sigue cumpliendo los requisitos que determinaron el reconocimiento inicial de la exoneración, 
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como que ha puesto en marcha los compromisos adquiridos en cuanto a la necesaria reinversión en la 
empresa y el mantenimiento en el empleo de los trabajadores afectados por la suspensión o reducción.

4. Las empresas que incumplan los compromisos exigidos por las letras e) y f) del apartado 1 deberán 
reintegrar el importe de las cotizaciones de cuyo pago resultaron exoneradas con el recargo y los intereses 
de demora correspondientes, según lo establecido en las normas recaudatorias en materia de Seguridad 
Social, y ello sin perjuicio de la aplicación de lo establecido en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.

No se considerará incumplida la obligación de mantenimiento en el empleo cuando el contrato de 
trabajo se extinga por despido disciplinario declarado como procedente, dimisión, muerte, jubilación o 
incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez del trabajador. En el caso de que se trate de 
contratos temporales, no se considerará incumplida la obligación de mantenimiento en el empleo cuando 
el contrato de trabajo se extinga por expiración del tiempo convenido o la realización de la obra o servicio 
objeto del contrato.

5. Lo dispuesto en este real decreto-ley será aplicable a las solicitudes de exoneración que se 
presenten a partir de su entrada en vigor. En ningún caso se reconocerá la exoneración cuando haya 
transcurrido más de 3 meses entre la fecha en que haya tenido lugar el acontecimiento extraordinario de 
fuerza mayor y la solicitud.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª y 13.ª de la Constitución, 
que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución 
por los órganos de las comunidades autónomas, y las bases y coordinación de la planificación general de 
la actividad económica, respectivamente.

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la 
reforma del mercado laboral.

El apartado 2 de la disposición transitoria octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes 
para la reforma del mercado laboral, queda redactado en los siguientes términos:

«2. En los contratos para la formación y el aprendizaje que se suscriban hasta el 30 de junio 
de 2015, en los supuestos en que no exista título de formación profesional o certificado de profesionalidad 
relacionados con el trabajo efectivo a realizar, o centros formativos disponibles para su impartición, la 
actividad formativa inherente a estos contratos estará constituida por los contenidos mínimos orientativos 
establecidos en el fichero de especialidades formativas, accesible para su consulta en las páginas web del 
Servicio Público de Empleo Estatal www.sepe.es y en las de los Servicios Públicos de Empleo 
correspondientes de las Comunidades Autónomas, para las ocupaciones o especialidades relativas a la 
actividad laboral contemplada en el contrato; en su defecto, estará constituida por los contenidos formativos 
determinados por las empresas o comunicados por estas al Servicio Público de Empleo Estatal, a los 
efectos de su validación en el marco del Sistema Nacional de Empleo. Por Orden del Ministerio de Empleo 
y Seguridad Social se podrá ampliar el plazo antes señalado hasta el 31 de diciembre de 2015.»

Disposición final tercera. Modificación del Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se 
regula el programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades 
económicas y dificultad para encontrar empleo.

Uno. La letra b) del apartado 1 del artículo 2 del Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por 
el que se regula el programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades 
económicas y dificultad para encontrar empleo, queda redactada como sigue:

«b) Ser demandante de empleo inscrito ininterrumpidamente como desempleado en la oficina de 
empleo durante 12 o más meses. A estos efectos, se considerará interrumpida la demanda de empleo por 
haber trabajado un período acumulado de 90 o más días en los 365 anteriores a la fecha de solicitud de 
incorporación al programa.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
0-

D
-5

97



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 597 29 de enero de 2015 Pág. 71

Durante la inscripción como demandante de empleo a que se refiere el párrafo anterior deberá 
buscarse activamente empleo, sin haber rechazado oferta de empleo adecuada ni haberse negado a 
participar, salvo causa justificada, en acciones de promoción, formación o reconversión profesionales u 
otras para incrementar la ocupabilidad.

En el momento de la solicitud se deberá acreditar haber realizado durante el periodo de inscripción 
antes indicado acciones de búsqueda activa de empleo en la forma que se determine reglamentariamente. 
En tanto se produzca ese desarrollo normativo se acreditarán de la forma establecida en el artículo 3 del 
Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de Activación para el 
Empleo.

La salida al extranjero interrumpe la inscripción como demandante de empleo a estos efectos.
No se considerará interrumpida la inscripción cuando el solicitante acredite que la salida al extranjero 

se ha producido por matrimonio o nacimiento de hijo, fallecimiento o enfermedad grave del cónyuge o 
parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad o por el cumplimiento de un deber 
inexcusable de carácter público y personal, y siempre que la estancia haya sido igual o inferior a 15 días.

Asimismo, tampoco interrumpirá la inscripción la salida a países del Espacio Económico europeo y 
Suiza para la búsqueda o realización de trabajo, perfeccionamiento profesional o cooperación internacional, 
y siempre que la estancia sea inferior a 90 días.

En los supuestos en que se interrumpa la demanda de empleo, se exigirá un periodo de 12 meses 
ininterrumpido desde la nueva inscripción.»

Dos. El Gobierno podrá modificar, mediante real decreto, lo establecido en el apartado anterior.

Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, por el que se desarrolla 
la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo.

El Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, por el que se desarrolla la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de 
Protección por Desempleo, queda redactado del siguiente modo:

Uno. La letra c) del apartado 1 del artículo 32 queda redactada como sigue:

«c) Transcurrido dicho plazo, si existiera responsabilidad, se dictará resolución señalando la cuantía 
de la prestación y el alcance de la responsabilidad del empresario o de los empresarios, debiendo hacer 
efectivo el importe de la prestación en el plazo de treinta días, contados desde la notificación de la 
resolución. Si no se reintegrara la deuda en dicho plazo se aplicará lo establecido en el artículo 84 y 
siguientes del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 1415/2004, de 11 de junio, así como lo establecido en el artículo 39 y siguientes de dicho 
Reglamento cuando el deudor sea una entidad pública.»

Dos. El apartado 2 del artículo 33 queda redactado como sigue:

«2. El trabajador dispondrá de un plazo de treinta días, a partir de la notificación de la resolución, 
para reintegrar la cuantía de la prestación o subsidio indebidamente percibidos. Transcurrido dicho plazo, 
sin que haya sido obtenido el reintegro de la deuda, en los casos en los que no se pueda aplicar la 
compensación o descuento según contempla el artículo 34 siguiente, o bien cuando, procediendo dicha 
compensación o descuento, no hubiera sido posible cancelar la deuda en su totalidad, se aplicará lo 
establecido en el artículo 84 y siguientes del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.»

Tres. El Gobierno podrá modificar, mediante real decreto, lo establecido en los apartados anteriores.

Disposición final quinta. Modificación de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.

La Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, queda modificada como sigue:

Uno. Se suprime la letra c) del apartado 4 del artículo 21 bis.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
0-

D
-5

97



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 597 29 de enero de 2015 Pág. 72

Dos. El apartado 5 del artículo 21 bis queda redactado en los siguientes términos:

«5. Las agencias de colocación podrán ser consideradas entidades colaboradoras de los servicios 
públicos de empleo, con el alcance previsto en las normas de desarrollo de esta Ley.

El instrumento jurídico en que se articule esta colaboración deberá regular los mecanismos de 
comunicación por parte de las agencias de colocación de los incumplimientos de las obligaciones de 
los trabajadores y de los solicitantes y beneficiarios de prestaciones por desempleo previstas en el 
artículo 231.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio.»

Disposición final sexta. Facultades de desarrollo.

Se faculta a la persona titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social para dictar las disposiciones 
que sean precisas para el desarrollo y ejecución de lo establecido en este real decreto-ley.

Asimismo, se faculta a la persona titular de la Dirección General del Servicio Público de Empleo 
Estatal, en el ámbito de sus competencias, para dictar cuantas resoluciones sean precisas para el 
desarrollo de este real decreto-ley.

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado».

No obstante, las disposiciones relativas al programa de activación para el empleo regulado por este 
real decreto-ley producirán efectos desde el 15 de enero de 2015.

La disposición final cuarta producirá efectos en la fecha de suscripción del concierto entre el Servicio 
Público de Empleo Estatal y la Tesorería General de la Seguridad Social que regule la colaboración en 
materia de recaudación en vía de apremio de las prestaciones indebidamente percibidas por los 
trabajadores y aquellas otras de cuyo pago sean responsables las empresas.

Dado en Madrid, el 19 de diciembre de 2014.

130/000064

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad 
financiera de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales y otras de carácter económico.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de enero de 2015.—P.D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

REAL DECRETO-LEY 17/2014, DE 26 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS DE SOSTENIBILIDAD 
FINANCIERA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y ENTIDADES LOCALES Y OTRAS 

DE CARÁCTER ECONÓMICO

La Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, 
prevé, en su disposición adicional primera, que las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales 
puedan solicitar al Estado el acceso a medidas extraordinarias de apoyo a la liquidez.

En el marco de esta disposición, son varios los mecanismos que desde el año 2012 el Estado ha 
puesto en marcha, como son el Fondo para la financiación de los pagos a proveedores, el Fondo de 
liquidez autonómico o las medidas extraordinarias de apoyo a municipios con problemas financieros. 
Todos ellos con el objetivo común de aportar liquidez tanto a las Comunidades Autónomas como a las cv
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Entidades Locales para que pudieran hacer frente a sus obligaciones de pago en un momento de dificultad 
económica a cambio del cumplimiento de un conjunto de condiciones fiscales y financieras que han 
ayudado a que puedan ir cumpliendo con los objetivos de consolidación fiscal y garantizar la sostenibilidad 
de las cuentas públicas.

Estas medidas coyunturales han sido acompañadas de reformas estructurales en el funcionamiento 
de las Administraciones, como la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de control de la deuda 
comercial en el sector público o la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica 
y creación del registro contable de facturas en el Sector Público, que han establecido herramientas 
permanentes de seguimiento, reducción y control de la deuda comercial y de la ejecución del presupuesto 
público. Todo ello como nuevas bases que también contribuyen a mejorar la capacidad de las 
Administraciones de atender sus compromisos de gasto presentes y futuros. En definitiva se ha mejorado 
su sostenibilidad financiera.

El esfuerzo por cumplir con los objetivos de consolidación fiscal y la aplicación del conjunto de reformas 
descritas junto con otras reformas estructurales ha permitido volver a la senda de crecimiento económico 
y generar confianza en la economía española lo que se está traduciendo en unos menores costes de 
financiación en los mercados. Este resultado positivo debe ser compartido por el conjunto de las 
Administraciones Públicas que están haciendo esfuerzos de reducción del déficit público y reformas 
estructurales por lo que deben trasladarse estos ahorros financieros para seguir contribuyendo a la 
consolidación fiscal.

El objetivo de este real decreto-ley, por tanto, es doble. Por una parte pone en marcha nuevos 
mecanismos que permitan compartir los ahorros financieros entre todas las Administraciones, priorizar la 
atención del gasto social, seguir ayudando a las Administraciones con mayores dificultades de financiación 
e impulsar a las que han conseguido superarlas, y por otra parte se simplifica y reduce el número de fondos 
creados para financiar mecanismos de apoyo a la liquidez, mejorando la eficiencia de su gestión.

Entre los nuevos mecanismos que se crean, la atención al gasto social ocupa un lugar prioritario. 
Contar con financiación suficiente para el gasto social supone una garantía decisiva para la adecuada 
prestación de servicios públicos esenciales, como son la educación, la sanidad y los servicios sociales, 
pilares básicos de un Estado social y democrático de Derecho.

El gasto social constituye el instrumento de gestión más importante para coadyuvar al logro de la 
igualdad de oportunidades y es, por ello, una prioridad en las políticas de gasto de todas las Administraciones 
Públicas. En este sentido, la reforma en la regulación del régimen local operada por la Ley 27/2013, de 27 
de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, reordenó el mapa de reparto 
de competencias entre las Comunidades Autónomas y las Entidades que conforman la Administración 
Local, sobre la base del principio «una Administración una competencia», prestando especial atención a 
una mejor delimitación de competencias en materia social y a garantizar su adecuada financiación por 
tratarse de servicios públicos esenciales.

Precisamente, en este marco de mejora de las garantías jurídicas y de financiación de estos servicios, 
el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, incluido por 
la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, establece la obligación de que los convenios que suscriban las 
Comunidades Autónomas con las Entidades Locales así como la delegación de competencias que 
realicen, que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo de las Comunidades 
Autónomas, incluyan una cláusula de garantía del cumplimiento de estos compromisos, consistente en la 
posible retención de recursos del sistema de financiación si hubiere incumplimientos.

Con el objetivo de profundizar en las garantías del gasto social, no sólo se adoptan medidas 
coyunturales que ayuden a las Comunidades Autónomas a cancelar su deuda pendiente a 31 de diciembre 
de 2014 derivada de convenios suscritos con Entidades Locales en materia de gasto social y de otras 
transferencias en dicha materia, como la creación de un nuevo mecanismo de apoyo a la liquidez, el 
Fondo social, sino que también se establece un conjunto de reformas estructurales que permitan a futuro 
que los servicios educativos, sanitarios y relativos a los servicios sociales que prestan las Entidades 
Locales, como Administración más próxima al ciudadano, cuenten con la adecuada financiación.

Por otro lado, se crea un registro electrónico de convenios que permitirá hacer un seguimiento sobre 
qué convenios tienen suscritos y en vigor las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales para 
poder verificar el cumplimiento de Ley 7/1985, de 2 de abril, especialmente del artículo 57 bis. De este 
modo, si se produce el incumplimiento de las obligaciones de pago derivadas de dichos convenios, llegado 
el caso, se podrán retener recursos del sistema de financiación conociendo la fuente jurídica de la que 
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emanan las obligaciones impagadas. Con la aplicación de este procedimiento de retención, regulado en 
este real decreto-ley, quedará garantizada la adecuada financiación de los servicios públicos esenciales, 
reforzando el compromiso con su adecuada prestación.

El presente real decreto-ley consta de cincuenta y seis artículos, dieciocho disposiciones adicionales, 
una disposición derogatoria y nueve disposiciones finales, y se estructura en cuatro Títulos.

El Título I de Disposiciones Generales y régimen jurídico común de los Fondos determina, en su 
capítulo I, el ámbito subjetivo y objetivo del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo 
de Financiación a Entidades Locales, así como los principios rectores que informarán a los mismos para su 
correcto funcionamiento. Entre los principios figura el principio de prudencia financiera para cuya gestión la 
Secretaría General del Tesoro y Política Financiera dispondrá de los recursos necesarios. La eficaz gestión 
de estos mecanismos requiere unas mínimas exigencias de transparencia en la información y prudencia 
financiera, reservándose el Estado la retención de recursos de los sistemas de financiación de las 
Administraciones Territoriales en caso de incumplimiento.

En su capítulo II se crea el Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y el Fondo de 
Financiación a Entidades Locales. Estos Fondos están estructurados en compartimentos diferenciados 
para adaptarse a las necesidades financieras de estas Administraciones, que tienen la consideración de 
mecanismo adicional de financiación en virtud de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril. También se establece el régimen de integración de los mecanismos ya 
existentes en los nuevos Fondos y se crean compartimentos específicos con condiciones y obligaciones 
graduadas en virtud de las necesidades financieras que se pretendan cubrir y del grado de cumplimiento 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y períodos de pago a proveedores. Se 
regula, asimismo, su adscripción, su gestión financiera a través del Instituto de Crédito Oficial, la forma de 
concertación de las operaciones de crédito, los recursos con los que se dotarán y su forma de captación.

El Título II del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas, regula de forma integral y ampliada 
los mecanismos adicionales de financiación puestos en marcha para las Comunidades Autónomas y 
establece las características y condiciones de los compartimentos Facilidad Financiera, Fondo de Liquidez 
Autonómico y Fondo Social en los que se estructura. Adicionalmente, se incluye el compartimento Fondo 
en Liquidación para la Financiación de los Pagos a Proveedores, al que se adscriben las operaciones de 
crédito vigentes formalizadas con Comunidades Autónomas con cargo al extinto Fondo para la Financiación 
de los Pagos a Proveedores 2.

El capítulo I establece el régimen y condiciones aplicables al compartimento Facilidad Financiera, 
destinado a extender los beneficios asociados a los mecanismos a aquellas Comunidades Autónomas 
que cumplen los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública, han conseguido controlar la 
demora en el pago de la deuda comercial. Con ello, como ventaja para quienes han cumplido con los 
objetivos se permite que los esfuerzos presupuestarios y las reformas estructurales realizadas se 
acompañen de la reducción de los costes de financiación que los mecanismos suponen. La adhesión a 
este compartimento que no excluye a las Comunidades Autónomas que estuvieran adheridas a cualquier 
otro mecanismo de liquidez a la entrada en vigor de este real decreto-ley, no requiere la aprobación de un 
plan de ajuste y conlleva la aceptación de unas obligaciones de información de general aplicación.

El capítulo II se refiere al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico, sucesor directo del Fondo 
homónimo actualmente existente y regulado en el Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de julio. A dicho 
compartimento se adscribirán las Comunidades Autónomas actualmente adheridas al Fondo de Liquidez 
Autonómico operativo hasta ahora y las Comunidades Autónomas que incumplan el período medio de 
pago a proveedores en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril. En la sección 1.ª se regula su ámbito, el procedimiento de adhesión y la 
regulación de la concertación de las operaciones de crédito, y en la sección 2.ª las condiciones fiscales y 
financieras que deben cumplir las Comunidades Autónomas, las normas relativas al seguimiento de los 
planes de ajuste asociados a este compartimento y las actuaciones de control por parte de los diferentes 
órganos responsables.

Su capítulo III está referido al Fondo Social y a los procedimientos de retención en materia de gasto 
social.

En su sección 1.ª se configura el Fondo Social como un mecanismo de apoyo a la liquidez de las 
Comunidades Autónomas, de carácter temporal y voluntario, de conformidad con lo previsto en la 
disposición adicional primera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, cuya dotación financiará a las 
Comunidades Autónomas el pago de las obligaciones pendientes con las Entidades Locales que sean 
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vencidas, líquidas y exigibles a 31 de diciembre de 2014 y que deriven de convenios suscritos en materia 
de gasto social y de otras transferencias en dicha materia.

La sección 2.ª, referida a las obligaciones pendientes de pago a 31 de diciembre de 2014 derivadas 
de dichos convenios y transferencias, regula la forma en la que se van a cancelar dichas obligaciones en 
el caso de las Comunidades Autónomas que no se adhieran al Fondo Social, desarrollándose en esta 
sección el procedimiento de retención o deducción de recursos previsto a tal fin en la disposición 
adicional 8.ª de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, para abonar con cargo a los recursos retenidos las citadas obligaciones.

En la sección 3.ª se regula el procedimiento y las condiciones para la retención de los recursos de los 
regímenes de financiación de las Comunidades Autónomas para el pago directo por el Estado, con cargo 
a los recursos retenidos, en caso de producirse el incumplimiento por parte de las Comunidades 
Autónomas de las obligaciones de pago derivadas de normas autonómicas que deleguen competencias 
en materia de gasto social y de convenios suscritos en dicha materia, de conformidad con la cláusula de 
garantía prevista en el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril. Lo recogido en esta sección, tal y 
como se señala en la disposición adicional quinta de este real decreto-ley, será de aplicación a los 
procedimientos que tengan por objeto hacer efectiva dicha cláusula de garantía en el resto de materias, 
en tanto que no se apruebe la Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a la que se 
refiere el apartado 3 del artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

El Título III regula el Fondo de financiación a Entidades Locales que se subdivide en tres compartimentos: 
Fondo de Ordenación, Fondo de Impulso Económico y Fondo en liquidación para la Financiación de los 
pagos a proveedores de Entidades Locales, estando la regulación de los dos primeros en los dos capítulos 
de los que consta dicho título.

El capítulo I relativo al Fondo de Ordenación presenta tres secciones: la primera contiene las 
disposiciones generales que rigen dicho compartimento; la segunda regula la condicionalidad financiera y 
fiscal a la que deben dar cumplimiento las Entidades Locales que se adhieran a aquél, y, la tercera, recoge 
las actuaciones de seguimiento y control de los compromisos que adquieran las entidades locales. Integran 
el ámbito subjetivo los municipios que se encuentran en una situación de riesgo financiero en los términos 
que se definen en la presente norma o que no pueden refinanciar las operaciones de crédito en las 
condiciones de prudencia financiera que se fijen. También integran aquel ámbito las Entidades Locales 
que incumplan de forma persistente el plazo máximo de pago establecido en la normativa de morosidad. 
La sección segunda regula la condicionalidad financiera y fiscal, siendo esta última de distinta intensidad 
según los supuestos que configuran el ámbito subjetivo del compartimento Fondo de Ordenación, 
requiriéndose una mayor condicionalidad a los municipios en situación de riesgo financiero y menor 
condicionalidad a los que no puedan refinanciar sus préstamos con criterios de prudencia financiera. Se 
establecen en la sección tercera normas relativas al seguimiento de los planes de ajuste y a las actuaciones 
de control que se podrían solicitar de la Intervención General de la Administración del Estado.

El capítulo II regula el compartimento Fondo de Impulso Económico, con una estructura similar a la 
mencionada para el anterior compartimento. Así se definen los ámbitos subjetivo y objetivo, pudiendo 
adherirse las Entidades Locales que se encuentren en una posición financiera saneada, con cumplimiento 
de los objetivos y límites que establece la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera o la reguladora de las haciendas locales.

La adhesión se producirá previa solicitud de las Entidades Locales, que deberán concretar sus 
necesidades financieras para dar cobertura a los vencimientos del principal de los préstamos a largo plazo 
que hayan formalizado o formalicen, de acuerdo con criterios de prudencia financiera que se fijen, para 
financiar inversiones financieramente sostenibles, o para la financiación de proyectos de inversión que se 
consideren relevantes con arreglo al Acuerdo que, en su caso adopte la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos. En estos supuestos, la Entidad Local adherida también suscribirá la 
correspondiente operación de crédito con el Estado, el cual gestionará el pago de los vencimientos de los 
préstamos a largo plazo.

El Título IV, sobre la creación y funcionamiento del registro electrónico de convenios prevé la creación 
de dicho registro en el que deberá recogerse información de los convenios suscritos entre Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo 
de las Comunidades Autónomas, de acuerdo con el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, siendo 
el interventor local el responsable para aportar esa información. Además, se prevé también cuál es el 
contenido mínimo que deberá incluirse en dicho registro.
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Respecto de las razones de extraordinaria y urgente necesidad que amparan las medidas incluidas en 
los cuatro títulos del presente real decreto-ley las mismas radican en la necesidad de, ante el inminente 
inicio del nuevo ejercicio presupuestario, poner en marcha de forma urgente mecanismos que permitan 
aliviar las necesidades de financiación a las Comunidades Autónomas y Entes Locales, trasladar los 
ahorros financieros obtenidos y evitar que se ponga en riesgo su sostenibilidad financiera. De esta forma 
se garantiza que los nuevos Fondos puedan estar operativos desde el inicio del año, dotando de seguridad 
a las Administraciones destinarías de los recursos que podrán planificar su gestión con mayor seguridad. 
Al mismo tiempo se evita la solución de continuidad entre los mecanismos existentes y los nuevos.

En las disposiciones adicionales primera a octava se recogen distintos aspectos, entre otros, las 
especialidades de la aplicación de este real decreto-ley a la Comunidad Autónoma del País Vasco y a la 
Comunidad Foral de Navarra, el plazo para la inscripción en el registro electrónico de los convenios que 
se encuentren vigentes a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, la fecha de la primera aplicación 
del procedimiento de retención regulado en la sección tercera del capítulo III del Título II así como su 
aplicación transitoria en otras materias distintas del gasto social, la aportación de recursos para la dotación 
del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales 
y los plazos de solicitud de acceso a los mecanismos para 2015.

Mediante la disposición adicional novena, considerando la coyuntura económica favorable y el 
previsible cierre presupuestario de 2014 con signo positivo, se prorrogan para el año 2015 las reglas 
especiales para el destino del superávit presupuestario, previstas en la Disposición Adicional Sexta de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, a fin de 
permitir a las Entidades Locales saneadas financieramente destinar parte del superávit a financiar 
inversiones financieramente sostenibles, además de destinarlo a amortizar deuda financiera.

La medida propuesta en la disposición adicional décima persigue el diferimiento de las cantidades a 
devolver por las entidades locales, como consecuencia de la liquidación definitiva de la participación en 
los tributos del Estado correspondiente al ejercicio 2013, cualquiera que sea el modelo de financiación 
(modelo general de variables o modelo de cesión del rendimiento de determinados impuestos estatales 
más un Fondo complementario de financiación).

Se considera imprescindible flexibilizar la devolución del saldo deudor de la liquidación del año 2013 
de las entidades locales, habilitando el mismo procedimiento que para las liquidaciones negativas de 2008 
y 2009 con un plazo de devolución de 120 mensualidades, a contar a partir de enero de 2015 y siempre 
que lo soliciten las propias entidades locales afectadas y cumplan con requisitos análogos a los establecidos 
para el reintegro de las liquidaciones negativas de 2008 y 2009.

En la disposición adicional undécima y en la final tercera se establece la asunción por el Estado del coste 
de las devoluciones del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos derivadas de 
la sentencia del TJUE de 27 de febrero de 2014.

Mediante las disposiciones adicionales duodécima a decimosexta se amplía el plazo máximo para la 
liberación del dividendo digital.

Las instituciones internacionales, europeas y nacionales han determinado que la banda de 
frecuencias 790 MHz a 862 MHz o banda del dividendo digital, hasta ahora utilizada para la prestación de 
servicios audiovisuales televisivos, se destine principalmente para la prestación de servicios avanzados 
de comunicaciones electrónicas.

A nivel nacional, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, en su artículo 51, estableció 
que la banda de frecuencias 790 MHz a 862 MHz se destinara principalmente para la prestación de 
servicios avanzados de comunicaciones electrónicas, en línea con los usos armonizados que se acuerden 
en la Unión Europea, señalando que dicha banda debía quedar libre para poder ser asignada a sus 
nuevos usos antes del 1 de enero de 2015.

El proceso de liberación del dividendo digital se concretó, en primer lugar, en el Real Decreto 365/2010, 
de 26 de marzo, por el que se regula la asignación de los múltiples de la Televisión Digital Terrestre tras el 
cese de las emisiones de televisión terrestre con tecnología analógica, y posteriormente en el Real 
Decreto 805/2014, de 19 de septiembre, por el que se aprueba el Plan Técnico Nacional de la televisión 
digital terrestre y se regulan determinados aspectos para la liberación del dividendo digital.

En este último real decreto se incluyen, en particular, los cambios de canales radioeléctricos necesarios 
para poder abordar de manera eficiente el proceso de liberación de los canales afectados por el dividendo 
digital.
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De esta forma, en el citado real decreto se han planificado nuevos canales radioeléctricos y múltiples 
digitales en los que los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisiva van a efectuar sus 
emisiones, lo que implica, por un lado, que dichos prestadores tengan que realizar el despliegue de 
cobertura de población necesaria para cumplir los objetivos y plazos de cobertura que vienen exigidos en 
el mismo, y, por otro lado, que los ciudadanos afectados por la sustitución de canales radioeléctricos y 
múltiples digitales en una determinada área geográfica tengan que realizar actuaciones de acceso o 
adaptación en sus sistemas de recepción para poder recibir los servicios de televisión digital terrestre en 
esos nuevos canales radioeléctricos o múltiples digitales.

Próximo a cumplirse la citada fecha de 1 de enero de 2015, y en virtud de los datos disponibles, se 
constata que las actuaciones de cobertura desplegadas por los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual televisiva van a permitir cumplir, en términos generales, los objetivos y plazos de cobertura de 
población exigidos por el Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre.

No obstante, el grado de adaptación de los sistemas de recepción de televisión de los edificios 
afectados por los cambios de frecuencias asociados a la liberación del dividendo digital, indica que una 
proporción significativa de los edificios, próxima al 50 %, no habrán completado dicha adaptación antes 
del 1 de enero de 2015. Todo ello, a pesar del apoyo institucional y del esfuerzo económico y de 
comunicación que ha realizado el Gobierno, como lo pone de manifiesto la aprobación del Real 
Decreto 920/2014, de 31 de octubre, por el que se regula la concesión directa de hasta 280 millones de 
euros en subvenciones destinadas a compensar, bajo un criterio de neutralidad tecnológica, los costes 
derivados de la recepción o acceso a los servicios de comunicación audiovisual televisiva en las 
edificaciones afectadas por la liberación del dividendo digital.

De esta forma, si el día 1 de enero de 2015 hubieran cesado todas las emisiones en los canales 
radioeléctricos de la banda de frecuencias 790 MHz a 862 MHz utilizadas por el servicio de comunicación 
audiovisual televisiva, una parte significativa de la población no estaría en condiciones de seguir recibiendo 
en sus domicilios varios de los canales que conforman la oferta del servicio de comunicación audiovisual 
televisiva, en función de las distintas áreas geográficas en las que se han planificado los múltiples digitales.

Los servicios de comunicación audiovisual televisiva constituyen el principal instrumento o medio de 
comunicación social a través del cual los ciudadanos acceden a gran cantidad de informaciones y 
contenidos y se posibilita la transmisión de las opiniones individuales y de la opinión pública, haciendo real 
y práctica la libertad fundamental de comunicar o recibir información veraz por cualquier medio de difusión 
consagrado en el artículo 20.1.d) de la Constitución, tal como ha venido señalando abundante y reiterada 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

La Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, consagra el derecho de 
todas las personas a recibir una comunicación audiovisual plural. En particular, dicha norma legal resalta 
el papel del servicio público de comunicación audiovisual para la consecución de dichos objetivos y lo 
configura como un servicio esencial de interés económico general.

Por todo ello, se hace necesario adoptar con urgencia la medida de ampliar la fecha límite en la que 
realizar la completa liberación del dividendo digital, con el objetivo de que pueda producirse un mayor 
avance en el proceso de adaptación de los sistemas de recepción en los edificios, y garantizar que una 
proporción mayoritaria de la población pueda disponer de acceso a la oferta completa de servicios de 
comunicación audiovisual televisiva.

Esta ampliación de plazo máximo para la liberación del dividendo digital, que consiste en que los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisiva puedan seguir explotando los canales 
radioeléctricos de la banda de frecuencias 790 MHz a 862 MHz, se realiza hasta el día 31 de marzo 
de 2015.

Dicha ampliación del plazo máximo para el cese de todas las emisiones no modifica los objetivos y 
plazos de cobertura de los prestadores ni altera la posibilidad de anticipar la fecha para dicho cese de 
emisiones, o el cese parcial de emisiones en determinadas áreas geográficas, ya previstos en el artículo 8.6 
del Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre. En particular, podrá anticiparse el cese de dichas 
emisiones en determinadas áreas fronterizas con otros países comunitarios, por motivos de coordinación 
internacional, de manera que se dé cumplimiento al mandato comunitario de que el proceso de liberación 
del dividendo digital en España no impida la disponibilidad de dicha banda para los servicios de 
comunicaciones electrónicas que no sean de la difusión en los Estados miembros vecinos.
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La ampliación del plazo máximo para el cese de las emisiones va a implicar que dicha banda de 
frecuencias no va a poder ser utilizada transitoriamente para la prestación de servicios de comunicaciones 
electrónicas móviles de última generación o 4G.

No obstante, cabe recordar que dichos servicios de comunicaciones electrónicas móviles de última 
generación o 4G se vienen prestando por distintos operadores desde mediados del año 2013 a través 
de distintas bandas de frecuencia y que asimismo se podrían utilizar otras bandas de frecuencia 
adicionales para prestar dichos servicios, sin que la demanda de estos servicios sea aún tan alta 
como para que no pueda ser absorbida por este conjunto de bandas de frecuencia distintas de la banda 
de 790 MHz a 862 MHz.

En todo caso, la ampliación del plazo máximo para la liberación del dividendo digital que se lleva a 
cabo por el presente real decreto-ley implica una alteración del equilibrio económico-financiero de las 
concesiones de uso privativo del dominio público radioeléctrico otorgadas en la banda del dividendo digital 
o banda de 800 MHz mediante Orden ITC/2508/2011, de 15 de septiembre.

El equilibrio económico-financiero de dichas concesiones se mantiene a través de la extensión de su 
período de vigencia por un número de días proporcional a los días transcurridos desde el 1 de enero 
de 2015 hasta la fecha en que la banda de frecuencias del dividendo digital se ponga a disposición de los 
operadores titulares de las concesiones antes señaladas.

La determinación de la extensión del período de vigencia de las concesiones se calcula atendiendo a 
la cantidad total abonada por el otorgamiento de las concesiones de uso privativo del dominio público 
radioeléctrico en la banda de 790 MHz a 862 MHz que fueron adjudicadas mediante Orden ITC/2508/2011, 
de 15 de septiembre. En este cálculo, se tendrá en cuenta que dicha cantidad se revaloriza en un 2 por 
ciento anual y se aplicará una tasa de descuento del 3,53 por ciento, que se corresponde con la media del 
coste de la deuda antes de impuestos de los tres operadores afectados. Como resultado de dicho criterio, 
cada día transcurrido desde el 1 de enero de 2015 hasta la fecha en la que la banda del dividendo digital 
esté a disposición de los operadores de comunicaciones electrónicas se compensa mediante la extensión 
de 1,27 días del periodo de vigencia de las concesiones, ajustando el número total de días por exceso por 
cantidades enteras.

En conclusión, en las medidas relativas a la ampliación del plazo máximo para la liberación del 
dividendo digital que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las circunstancias de 
extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como premisa 
para recurrir a esta figura del real decreto-ley. Como se ha expuesto, una parte significativa de la población 
que aún no ha completado la adecuación del equipamiento de recepción del servicio de televisión puede 
verse privada de seguir recibiendo algunos de los canales de televisión digital terrestre hasta que realice 
dicha adecuación, por lo que es urgente y necesario habilitar un plazo adicional, mediante la ampliación 
del plazo máximo de liberación del dividendo digital, para que se puedan realizar dichas actuaciones de 
antenización sin que se produzca una pérdida transitoria de algunos canales de televisión.

La disposición adicional decimoséptima prorroga durante tres meses la reducción de las cotizaciones 
empresariales por contingencias comunes a la Seguridad Social por contratación indefinida.

A principios de 2014, el Gobierno adoptó el Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas 
urgentes para el fomento del empleo y la contratación indefinida, estableciendo la posibilidad de que las 
empresas que cumplieran determinados requisitos pudieran beneficiarse de reducciones de las 
cotizaciones empresariales por contingencias comunes a la Seguridad Social, con el objetivo de acelerar 
la creación de empleo y contribuir a la lucha contra la dualidad.

La duración de la medida estaba inicialmente prevista hasta el 31 de diciembre de 2014 pero la 
evolución positiva de la contratación indefinida justifica que, mediante esta disposición adicional, se 
acuerde ahora la prórroga de la tarifa plana, en los mismos términos que los previstos en el Real Decreto-
ley 3/2014, de 28 de febrero, para las empresas que formalicen contratos de carácter indefinido entre el 1 
de enero de 2015 y el 31 de marzo de 2015.

En cuanto a las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad exigidas por el artículo 86 de la 
Constitución Española, se justifican para esta disposición adicional tanto en la inminente expiración, el 31 
de diciembre de 2014, del plazo para beneficiarse de las medidas de fomento de la contratación indefinida 
contenidas en el Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, como en la necesidad de que la creación de 
empleo indefinido y la consolidación del crecimiento económico continúen siendo una prioridad.

La disposición final primera introduce un nuevo precepto en el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales y modifica otro. Aquél introduce por vez primera en dicha regulación el principio 
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de prudencia financiera al que quedarán sujetas todas las operaciones financieras que, en el futuro, 
formalicen las Entidades Locales. Asimismo se modifica el precepto que regula la documentación que 
debe acompañar a los presupuestos de las Entidades Locales de modo que deberá incorporar información 
relativa a los beneficios fiscales en tributos locales y a los convenios suscritos con las comunidades 
autónomas en materia de gasto social.

La disposición final segunda se refiere a los trabajos de colaboración social en el ámbito de las 
Administraciones Públicas. La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha ratificado en 2014 el cambio de 
jurisprudencia iniciado por sentencia de 27 de diciembre de 2013 sobre el tipo de actividades de 
colaboración que pueden desarrollar los perceptores de prestaciones de desempleo para las 
Administraciones Públicas, al amparo del artículo 213 del Texto Refundido de la Ley de Seguridad Social.

La provisión por las Administraciones Públicas de los recursos humanos necesarios para la realización 
de las tareas que actualmente se desarrollan a través de esas formas de colaboración exige por mandato 
legal la previa dotación y provisión de los respectivos puestos de trabajo. Con el fin de evitar que en tanto 
se dé cumplimiento a tales procedimientos los servicios públicos correspondientes carezcan de los 
recursos humanos correspondientes, se habilita para que quienes ya desarrollaban dicha colaboración 
puedan continuar haciéndolo hasta la finalización de la percepción de sus prestaciones. En esta 
modificación normativa concurre extraordinaria y urgente necesidad al otorgarse una solución inmediata 
que otorga certeza y seguridad jurídica a la Administración y mayores garantías para los desempleados 
que vienen realizando trabajos de colaboración social.

Mediante la disposición final cuarta y con el objetivo de incentivar la realización y promoción de vuelos 
turísticos diurnos en aquellos aeropuertos con horario exclusivamente nocturno, se propone que en dichos 
aeropuertos se apliquen a todos los vuelos, con independencia de la hora en que operen, las tarifas 
correspondientes al horario operativo, dejando sin aplicación las tarifas de fuera de horario.

Esta medida fomenta un mejor aprovechamiento de las infraestructuras aeroportuarias del país, a 
través de la realización de operaciones chárter ocasionales, vinculadas a eventos y vacacionales en 
temporada, así como para compañías aéreas de segmentos como el «low cost» con esquemas o modelos 
de explotación diferentes. Como consecuencia de la medida, se estima que se inducirá un incremento de 
la demanda.

Es necesario anticipar la entrada en vigor de esta medida porque la planificación de las compañías 
aéreas se realiza con seis meses de anticipación. Por tanto, dado que el objetivo de la medida es el 
fomento de los vuelos turísticos diurnos en aquellos aeropuertos con horario exclusivamente nocturno, 
para que pueda entrar en vigor en la temporada de verano de 2015, se requiere la aprobación inmediata 
de la medida.

Al requerirse una norma de rango legal, la única solución factible en estos momentos es la incorporación 
de la medida mediante un real decreto Ley.

Mediante la disposición final quinta se modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. Para mayor claridad y precisión 
de lo establecido mediante la modificación efectuada en el Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, por el 
que se desarrolla la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo, por la disposición final 
cuarta del Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de Activación 
para el Empleo, resulta necesario, a su vez, modificar el artículo 227 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social al objeto de atribuir de forma más precisa a la Tesorería General de la Seguridad 
Social la competencia para proceder a la recaudación en vía ejecutiva del reintegro de las prestaciones 
indebidamente percibidas o de responsabilidad empresarial, de conformidad con las normas reguladoras 
de la gestión recaudatoria de la Seguridad Social.

En la Disposición final novena se introduce una excepción a la cláusula general de entrada en vigor 
del real decreto-ley al diferir la entrada en vigor de la disposición adicional quinta al 1 de enero de 2015. 
La razón de esta excepción es compatibilizar lo dispuesto en dicha disposición adicional con lo 
establecido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2015, que recoge aportaciones 
diferentes que primarían sobre las previstas en este real decreto-ley, de no diferirse la entrada en vigor 
de éste.

En el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza y finalidad, 
las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución 
Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley.
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En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución Española, 
a propuesta de los Ministros de Hacienda y Administraciones Públicas, Fomento, Empleo y Seguridad 
Social e Industria, Energía y Turismo, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del 
día 26 de diciembre de 2014, dispongo:

TÍTULO I

Disposiciones Generales y régimen jurídico común del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas 
y del Fondo de Financiación a Entidades Locales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales y principios

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto-ley tiene por objeto la puesta en marcha de medidas que garanticen la sostenibilidad 
financiera de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales mediante la creación de un mecanismo 
de apoyo a la liquidez consistente en dos Fondos, que estarán estructurados en compartimentos, que 
permitan atender las necesidades financieras previstas en este real decreto-ley.

Cada uno de los compartimentos de estos Fondos tienen la consideración de mecanismo adicional de 
financiación de los referidos en la Disposición adicional primera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, que será de aplicación a los mismos.

Asimismo, este real decreto-ley tiene por objeto la creación de un registro de convenios suscritos por 
las Comunidades Autónomas con las Entidades Locales y la determinación de las condiciones y los 
procedimientos para la retención de recursos de los regímenes de financiación para satisfacer las 
obligaciones pendientes de pago con las Entidades Locales en materia de gasto social.

Artículo 2. Ámbito subjetivo.

A los efectos de lo previsto en este real decreto-ley se entiende por Comunidad Autónoma y Entidad 
Local tanto la Administración de la Comunidad Autónoma y de la Entidad Local como el resto de entidades, 
organismos y entes dependientes de aquellas, incluidos en el sector Administraciones Públicas, subsector 
Comunidades Autónomas y subsector Corporaciones Locales, de acuerdo con la definición y delimitación 
del Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales de la Unión Europea.

Artículo 3. Principio de transparencia.

1. Las Administraciones Públicas adheridas a los compartimentos de los Fondos previstos en este 
real decreto-ley, deberán estar al corriente de sus obligaciones de transparencia y de suministro de 
información establecidas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, y su normativa de desarrollo, así como 
cumplir las nuevas obligaciones de información previstas en este real decreto-ley.

2. El incumplimiento de las obligaciones de transparencia y suministro de información que se incluyen 
en este real decreto-ley tendrá las consecuencias previstas en el artículo 19 de la Orden HAP/2105/2012, 
de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Artículo 4. Principio de garantía de los recursos.

1. Los recursos del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común, 
adheridas o que se adhieran a los compartimentos de los Fondos previstos en este real decreto-ley, 
responderán de las obligaciones contraídas con el Estado, mediante retención, de conformidad con lo 
previsto en la disposición adicional octava de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación 
de las Comunidades Autónomas. Todo ello sin que pueda quedar afectado el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de las operaciones de endeudamiento con instituciones financieras multilaterales.

2. Los recursos derivados de la participación en los tributos del Estado de las Entidades Locales, 
adheridas o que se adhieran a los compartimentos de los Fondos previstos en este real decreto-ley, 
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responderán de las obligaciones contraídas con el Estado, mediante retención, de conformidad con lo 
previsto en la disposición adicional cuarta del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
y lo que, en su caso, en desarrollo de aquélla, dispongan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 
Todo ello sin que pueda quedar afectado el cumplimiento de las obligaciones derivadas de las operaciones 
de endeudamiento recogidas, en su caso, en un plan de ajuste.

Artículo 5. Condiciones de prudencia financiera.

Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales adheridas a alguno de los compartimentos de 
su correspondiente Fondo deberán someterse a las condiciones de prudencia financiera fijadas por 
Resolución de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera en los términos que se establezca 
para cada uno de los compartimentos de los Fondos.

CAPÍTULO II

Creación y régimen jurídico del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo 
de Financiación a Entidades Locales

Artículo 6. Creación del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas.

1. Se crea el Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas con naturaleza de fondo sin 
personalidad jurídica de los previstos en el artículo 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, con la finalidad de garantizar la sostenibilidad financiera de las Comunidades Autónomas 
adheridas.

Con cargo a los recursos del Fondo se formalizarán operaciones de crédito con las Comunidades 
Autónomas para atender sus necesidades financieras.

2. El Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas se estructura en cuatro compartimentos 
con características y condiciones propias con la siguiente denominación:

a) Facilidad Financiera.
b) Fondo de Liquidez Autonómico.
c) Fondo Social.
d) Fondo en liquidación para la Financiación de los Pagos a los Proveedores de Comunidades 

Autónomas.

3. El patrimonio del Fondo de Liquidez Autonómico creado por el Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de 
julio, de medidas de liquidez de las Administraciones Públicas y en el ámbito financiero, se transfiere al 
Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas, a través del compartimento Fondo de Liquidez 
Autonómico, sucediéndole el Fondo en todos sus derechos y obligaciones. Esta transmisión tiene lugar en 
unidad de acto el 1 de enero de 2015.

Transmitido el patrimonio de acuerdo con lo previsto en este artículo se considera extinguido el Fondo 
de Liquidez Autonómico.

4. El patrimonio del Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores 2 correspondiente a 
los compartimentos de Comunidades Autónomas adheridas al Fondo de liquidez Autonómico y 
Comunidades Autónomas no adheridas al Fondo de Liquidez Autonómico se transfiere al Fondo de 
Financiación a Comunidades Autónomas, a través del compartimento Fondo en liquidación para la 
Financiación de los Pagos a los Proveedores de Comunidades Autónomas, sucediéndole el Fondo en 
todos sus derechos y obligaciones. Esta transmisión tiene lugar en unidad de acto el 1 de enero de 2015.

Transmitido el patrimonio de acuerdo con lo previsto en este artículo y en el siguiente se considera 
extinguido el Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores 2.

Artículo 7. Creación del Fondo de Financiación a Entidades Locales.

1. Se crea el Fondo de Financiación a Entidades Locales con naturaleza de fondo sin personalidad 
jurídica de los previstos en el artículo 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, con la finalidad de 
garantizar la sostenibilidad financiera de los Municipios adheridos, mediante la atención de sus necesidades 
financieras.
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2. El Fondo de Financiación a Entidades Locales se estructura en tres compartimentos con 
características y condiciones propias con la siguiente denominación:

a) Fondo de Impulso Económico.
b) Fondo de Ordenación.
c) Fondo en liquidación para la Financiación de los Pagos a los Proveedores de Entidades Locales.

3. El patrimonio del Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores 2 correspondiente a 
las Entidades Locales se transfiere al Fondo de Financiación a Entidades Locales, a través del compartimento 
Fondo en liquidación para la Financiación de los Pagos a los Proveedores de Entidades Locales, sucediéndole 
el Fondo en todos sus derechos y obligaciones. Esta transmisión tiene lugar en unidad de acto el 1 de enero 
de 2015.

Transmitido el patrimonio de acuerdo con lo previsto en este artículo y en el anterior se considera 
extinguido el Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores 2.

Artículo 8. Régimen económico-financiero del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del 
Fondo de Financiación a Entidades Locales.

1. El régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control del Fondo de Financiación 
a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales, será el previsto en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, para los fondos carentes de personalidad jurídica cuya dotación se 
efectúe mayoritariamente con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, mencionados en el 
artículo 2.2 de dicha ley.

2. Por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se podrán concretar las directrices 
contables y presupuestarias y requerimientos precisos que posibiliten un seguimiento diferenciado de la 
información presupuestaria y contable vinculada específicamente a cada compartimento en los que se 
estructuran el Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y el Fondo de Financiación a Entidades 
Locales.

3. La formulación, puesta a disposición, aprobación y rendición de cuentas del Fondo de Financiación 
a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales corresponde a la Secretaría 
de Estado de Administraciones Públicas.

La rendición de las cuentas se realizará al Tribunal de Cuentas por conducto de la Intervención General 
de la Administración del Estado, conforme a lo previsto en los artículos 137 y 139 bis de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre.

Artículo 9. Adscripción.

El Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y el Fondo de Financiación a Entidades Locales 
estarán adscritos al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a través de la Secretaría de 
Estado de Administraciones Públicas.

Artículo 10. Gestión financiera del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de 
Financiación a Entidades Locales.

1. Corresponde al Instituto de Crédito Oficial la gestión financiera del Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales. En su virtud, entre otras 
funciones, el Instituto de Crédito Oficial formalizará, en nombre y representación del Gobierno español, y 
por cuenta del Estado, las correspondientes pólizas de préstamo a suscribir con las Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales, en virtud de la preceptiva instrucción de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos, a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
Igualmente, prestará los servicios de instrumentación técnica, contabilidad, caja, agente pagador, 
seguimiento y, en general, todos aquellos servicios de carácter financiero relativos a las operaciones 
autorizadas con cargo al Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y al Fondo de Financiación 
a Entidades Locales, sin perjuicio de las competencias que en materia de control se establecen en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre y demás normativa vigente.

2. Por instrucciones del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, y en su calidad de 
agente financiero de los Fondos, el Instituto de Crédito Oficial podrá contratar con cargo a dichos Fondos 
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las asistencias técnicas vinculadas a las operaciones objeto de este mandato que resultaran necesarias. 
El procedimiento de contratación se ajustará a las previsiones normativas específicas referentes a la 
contratación del Instituto.

3. Con cargo al Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y al Fondo de Financiación a 
Entidades Locales y previa autorización por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, se compensará anualmente al Instituto de Crédito Oficial por los costes en que incurra en el 
desarrollo y ejecución de la función que se le encomienda, mediante el pago de la correspondiente 
compensación económica.

Artículo 11. Concertación de operaciones de crédito.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos acordará la distribución de la 
dotación del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades 
Locales por compartimentos así como los importes máximos a percibir por Comunidades Autónomas y por 
Entidades Locales beneficiarias para suscribir las correspondientes operaciones de crédito.

Dicha distribución especificará el importe máximo disponible para atender las necesidades previstas 
en el ámbito objetivo de cada compartimento.

2. El Estado concertará operaciones de crédito, con cargo al Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas y al Fondo de Financiación a Entidades Locales, con cada una de las Comunidades Autónomas 
y Entidades Locales que se adhieran, por un importe que no podrá superar los recursos necesarios para 
atender sus necesidades financieras con los límites que se establezcan en este real decreto-ley y por 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

3. Las condiciones financieras aplicables a estas operaciones de crédito se establecerán por Acuerdo 
de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a propuesta del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas y del Ministerio de Economía y Competitividad.

Artículo 12. Captación de los recursos.

El programa de financiación del Estado incorporará los importes derivados de las operaciones de 
endeudamiento necesarias para financiar las operaciones de crédito del Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales, previstas en este real 
decreto-ley.

Artículo 13. Recursos del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación 
a Entidades Locales.

1. Sin perjuicio del patrimonio recibido de conformidad con lo dispuesto en este real decreto-ley, se 
consignarán en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada año las dotaciones necesarias para 
el cumplimiento del objeto y fines del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de 
Financiación a Entidades Locales.

2. Los rendimientos de cualquier naturaleza que generen el Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas y el Fondo de Financiación a Entidades Locales, una vez deducidos los gastos de gestión de 
los fondos, así como los recursos procedentes de las amortizaciones de las operaciones de crédito 
concertadas, se ingresarán anualmente en el Tesoro Público de acuerdo con lo establecido a tal efecto por 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

3. No obstante, la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos podrá acordar que los 
recursos procedentes de las amortizaciones se destinen a financiar nuevas operaciones de crédito a 
suscribir con las Comunidades Autónomas y Entidades Locales sin que sea preceptivo su ingreso en el 
Tesoro Público, reduciendo en consecuencia las aportaciones necesarias de los Presupuestos Generales 
del Estado para la suscripción de tales operaciones.

Artículo 14. Extinción del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación 
a Entidades Locales.

El Consejo de Ministros, una vez liquidadas las operaciones de crédito con las Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, podrá acordar por Real Decreto la extinción del Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales.
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TÍTULO II

Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas

CAPÍTULO I

Compartimento Facilidad Financiera

Artículo 15. Ámbito subjetivo.

1. Podrán adherirse al compartimento Facilidad Financiera del Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas, aquellas Comunidades Autónomas que cumplan los objetivos de estabilidad presupuestaria 
y deuda pública, de acuerdo con el informe del artículo 17 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, y su 
período medio de pago a proveedores, de acuerdo con los datos publicados en la central de información 
económico-financiera de las Administraciones Públicas, no supere en más de treinta días el plazo máximo 
previsto en la normativa sobre morosidad durante dos meses consecutivos a contar desde la actualización 
de su plan de tesorería de acuerdo con lo previsto en el artículo 18.4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.

2. Las Comunidades Autónomas que cumplan los requisitos contemplados en el apartado anterior 
pero que se encuentren adheridas tras la entrada en vigor de este real decreto-ley al compartimento 
Fondo de Liquidez Autonómico, podrán solicitar su adhesión al compartimento Facilidad Financiera, 
siéndoles de aplicación lo previsto en este capítulo.

No obstante lo anterior, si una Comunidad Autónoma tuviera obligaciones pendientes de pago con el 
Fondo de Liquidez Autonómico a la entrada en vigor de este real decreto-ley, la Comunidad Autónoma 
deberá cumplir con su plan de ajuste y el resto de las condiciones fiscales previstas en el artículo 25, 
aunque quedará sometida a las condiciones de prudencia financiera fijadas por Resolución de la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera en los términos que se establezca para el compartimento Facilidad 
Financiera del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas.

3. Las Comunidades Autónomas que incumplan los requisitos contemplados en el apartado 1 anterior 
a lo largo del ejercicio, podrán ser requeridas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a 
adherirse al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico. Si en el plazo recogido en el citado 
requerimiento no se adhiriese, quedará automáticamente adherida a dicho compartimento.

Artículo 16. Ámbito objetivo.

A través del compartimento de Facilidad Financiera las Comunidades Autónomas solicitarán 
financiación para:

a) Los vencimientos correspondientes a los valores emitidos.
b) Los vencimientos de préstamos concedidos por instituciones europeas de las que España sea 

miembro.
c) Los vencimientos de préstamos concedidos por entidades financieras residentes.
d) Los vencimientos de préstamos concedidos por entidades financieras no residentes.
e) Las necesidades de financiación del déficit público, incluyendo las correspondientes a desviaciones 

de déficit de años anteriores pendientes de financiar.
f)  El endeudamiento contemplado en los Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera para 

financiar la anualidad que deba satisfacerse en el ejercicio corriente para abonar las liquidaciones 
negativas en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

g) Aquellas operaciones financieras que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos.

Artículo 17. Adhesión al compartimento Facilidad Financiera.

1. La adhesión a este compartimento del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas exigirá 
la previa aceptación por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de la solicitud formulada 
por la Comunidad Autónoma debiendo adjuntarse a la misma la estimación de las necesidades de liquidez cv
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de la Comunidad Autónoma para atender en el ejercicio siguiente, detallando la relación de obligaciones 
pendientes de pago asociadas a vencimientos de deuda pública y el volumen de la financiación destinado 
a cubrir déficit público.

2. En el mes de julio de cada año las Comunidades Autónomas que quieran cubrir sus necesidades 
de financiación previstas en este capítulo para el año siguiente, deberán presentar su solicitud al Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas, que será aceptada si la Comunidad Autónoma reúne los 
requisitos previstos en el artículo 15. A estos efectos se tendrá en cuenta para valorar el cumplimiento de 
objetivos el informe previsto en el artículo 17.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril. La aceptación, 
en sus cuantías, quedará sujeta al reparto aprobado por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos.

Las solicitudes presentadas fuera del plazo indicado en el párrafo anterior sólo serán aceptadas en 
función de las disponibilidades presupuestarias y la situación financiera de la Comunidad Autónoma. 
A estos efectos se tendrá en cuenta para valorar el cumplimiento de objetivos el informe previsto en los 
apartados 3 ó 4 del artículo 17, de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril según el último informe 
publicado.

3. Antes del 31 de diciembre de cada año la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos aprobará la distribución de recursos entre las Comunidades Autónomas adheridas destinadas 
a cubrir las necesidades de financiación para el año siguiente incluidas en la solicitud de adhesión.

4. Aceptada la solicitud, la Comunidad Autónoma adoptará un Acuerdo de su Consejo de Gobierno 
u órgano competente, en el que conste:

a) Su voluntad de adhesión a este compartimento.
b) El compromiso de destinar los fondos recibidos a través de este compartimento a las necesidades 

de financiación aprobadas por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.
c) Cumplir con lo previsto en este real decreto-ley y las disposiciones y Acuerdos del Consejo de 

Política Fiscal y Financiera y de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos que 
desarrollen este mecanismo de financiación, y, en particular, con el principio de prudencia financiera que 
le corresponda y las obligaciones previstas en el artículo 19.

5. La Comunidad Autónoma deberá remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
copia de haber suscrito el acto de adhesión a la plataforma Emprende en tres y del acto de adhesión al 
Punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

Artículo 18. Gestión del crédito concedido.

1. La Comunidad Autónoma adherida a este compartimento suscribirá la correspondiente operación 
de crédito con el Estado.

2. El Estado, en nombre y por cuenta de la Comunidad Autónoma, gestionará, con cargo al crédito 
concedido, el pago de los vencimientos de deuda pública de la Comunidad Autónoma y, en su caso, los 
intereses asociados, a través del Instituto de Crédito Oficial, como agente de pagos del Fondo de 
Financiación a las Comunidades Autónomas.

3. Las disposiciones del compartimento Facilidad Financiera del Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas para atender sus necesidades de financiación del déficit público, así como las 
previstas en la letra f) del artículo 16, se ajustarán a un calendario por tramos y se desembolsarán a favor 
de las Comunidades Autónomas adheridas, salvo las que financien desviaciones de déficit de años 
anteriores pendientes de financiar que se desembolsarán directamente en favor de los correspondientes 
proveedores de la Comunidad Autónoma, en los términos previstos por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, a través del Instituto de Crédito Oficial.

Artículo 19. Condiciones financieras y obligaciones de información.

1. Las Comunidades Autónomas adheridas al compartimento facilidad financiera:

a) No podrán realizar operaciones instrumentadas en valores ni operaciones de crédito a largo plazo, 
salvo previa autorización expresa de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, sin perjuicio 
de la autorización preceptiva del Consejo de Ministros, de conformidad con el artículo 14 de la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.
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b) Las condiciones financieras de todas sus operaciones de crédito a corto plazo, que no estén 
sujetas a autorización conforme a la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, y la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, deberán ser comunicadas a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera. Dicha 
comunicación se acompañará del certificado de la Intervención General de la Comunidad Autónoma o 
unidad equivalente sobre el cumplimiento de las condiciones financieras.

2. En el caso de no tener acordado con el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas un 
plan de ajuste, a través de su Intervención General o unidad equivalente, la Comunidad Autónoma deberá 
remitir con periodicidad trimestral la siguiente información:

a) Escenario económico-financiero para el ejercicio corriente y el siguiente, con el detalle de las 
medidas adoptadas y previstas en materia de gastos e ingresos, así como su calendario de implantación 
y efectos.

b) Información en materia de reordenación del sector público autonómico.

CAPÍTULO II

Compartimento Fondo de Liquidez Autonómico

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 20. Ámbito subjetivo.

1. Las Comunidades Autónomas adheridas al Fondo de Liquidez Autonómico a la entrada en vigor 
de este real decreto-ley quedarán inmediatamente adscritas al compartimento Fondo de Liquidez 
Autonómico del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas con la condicionalidad prevista en los 
artículos 24 y 25.

2. Cuando de acuerdo con lo previsto en el apartado 7 de la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas proponga a una 
Comunidad Autónoma la entrada a un mecanismo extraordinario de financiación ante el incumplimiento 
de su período medio de pago, ésta se llevará a cabo en el compartimento Fondo de Liquidez Autonómico 
del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas.

En el caso de que la Comunidad Autónoma no presente la solicitud de adhesión quedará 
automáticamente adherida al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico y aportará la estimación de 
las necesidades de liquidez de la Comunidad Autónoma para atender en el ejercicio de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 22. Asimismo, le resultará de aplicación lo dispuesto en este real decreto-ley, los 
Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera, los Acuerdos de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, en el Programa que resulte de aplicación, así como lo previsto en cualquier 
disposición que desarrolle este mecanismo de financiación.

Artículo 21. Ámbito objetivo.

A través del compartimento de Fondo de Liquidez Autonómico las Comunidades Autónomas solicitarán 
financiación para:

a) Los vencimientos correspondientes a los valores emitidos.
b) Los vencimientos de préstamos concedidos por instituciones europeas de las que España sea 

miembro.
c) Los vencimientos de préstamos concedidos por entidades financieras residentes.
d) Los vencimientos de préstamos concedidos por entidades financieras no residentes.
e) Las necesidades de financiación del déficit público, incluyendo las correspondientes a desviaciones 

de déficit de años anteriores pendientes de financiar.
f)  El endeudamiento contemplado en los Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera para 

financiar la anualidad que deba satisfacerse en el ejercicio corriente para abonar las liquidaciones 
negativas en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

g) Aquellas operaciones financieras que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos. cv
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Artículo 22. Adhesión al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico.

1. La adhesión al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico exigirá la previa aceptación por el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de la solicitud formulada por la Comunidad Autónoma, 
la cual se otorgará atendiendo a la situación financiera de la misma.

2. En el mes de julio de cada año, las Comunidades Autónomas podrán solicitar al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas la adhesión al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico.

Junto con la solicitud se deberá aportar una estimación de las necesidades de liquidez de la Comunidad 
Autónoma para atender en el ejercicio siguiente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 21, detallando 
la relación de las obligaciones pendientes de pago asociadas a vencimientos de deuda pública que vayan 
a ser objeto de la financiación y volumen de la financiación destinado a cubrir déficit público.

Las solicitudes presentadas fuera del plazo indicado en el párrafo primero de este apartado sólo serán 
aceptadas en función de las disponibilidades presupuestarias y de la situación financiera de la Comunidad 
Autónoma.

3. Aceptada la solicitud, la Comunidad Autónoma adoptará un Acuerdo de su Consejo de Gobierno 
u órgano competente, en el que conste su voluntad de adhesión a este compartimento y el compromiso 
de cumplir lo dispuesto en este real decreto-ley, los Acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera, 
los Acuerdos de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en el Programa que 
resulte de aplicación, así como lo previsto en cualquier disposición que desarrolle este mecanismo de 
financiación.

4. La Comunidad Autónoma deberá remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
copia de haber suscrito el acto de adhesión a la plataforma Emprende en tres y del acto de adhesión al 
Punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

Artículo 23. Concertación de operaciones de crédito.

1. El importe de las operaciones que concierte el Estado con cargo al compartimento de Fondo de 
Liquidez Autonómico con cada una de las Comunidades Autónomas que se adhieran, no podrá superar 
los recursos necesarios para atender los vencimientos de la deuda financiera por la Comunidad 
Autónoma y sus entidades dependientes que se clasifiquen dentro del sector Administraciones Públicas, 
de acuerdo con la definición y delimitación del Sistema Europeo de Cuentas, así como las cantidades 
necesarias para financiar el endeudamiento permitido por la normativa de estabilidad presupuestaria, 
con los límites que se establezcan por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos.

2. El Estado, en nombre y por cuenta de la Comunidad Autónoma, gestionará, con cargo al crédito 
concedido, el pago de los vencimientos de deuda pública de la Comunidad Autónoma, a través del Instituto 
de Crédito Oficial como agente de pagos designado al efecto.

3. Las disposiciones del compartimento del Fondo de Liquidez Autonómico del Fondo de Financiación 
a Comunidades Autónomas en favor de las Comunidades Autónomas adheridas, para atender sus 
necesidades de financiación del déficit público, así como las previstas en la letra f) del artículo 21, se 
ajustarán a un calendario por tramos. El desembolso de cada tramo estará condicionado al cumplimiento 
de las condiciones fiscales y financieras, previo informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas.

Sección 2.ª Condiciones financieras y fiscales

Artículo 24. Condiciones financieras.

La adhesión al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico conllevará la aceptación por la 
Comunidad Autónoma, así como por sus organismos o entes públicos que se clasifiquen dentro del sector 
Administraciones Públicas de acuerdo con la definición y delimitación del Sistema Europeo de Cuentas, 
de las siguientes condiciones financieras:

a) La liquidez otorgada con este compartimento deberá ser utilizada para atender lo previsto en el 
artículo 21.

b) No podrán realizar operaciones instrumentadas en valores ni operaciones de crédito a largo plazo, 
salvo previa autorización expresa de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, sin perjuicio 
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de la autorización preceptiva del Consejo de Ministros, de conformidad con el artículo 14 de la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

c) Las condiciones financieras de las operaciones de crédito a corto plazo, que no estén sujetas a 
autorización conforme a la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, y la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, deberán ser comunicadas a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera. Dicha comunicación 
se acompañará del certificado de la Intervención General de la Comunidad Autónoma o unidad equivalente 
sobre el cumplimiento de las condiciones financieras.

d) El Estado, en nombre y por cuenta de la Comunidad Autónoma, gestionará, con cargo al crédito 
concedido, el pago de los vencimientos de deuda pública de la Comunidad Autónoma así como los pagos 
correspondientes a las restantes necesidades de financiación del déficit público, así como las previstas en 
la letra f) del artículo 21, en los términos previstos en el Programa que resulte de aplicación, a través del 
Instituto de Crédito Oficial, como agente de pagos designado al efecto.

e) La Comunidad Autónoma suscribirá la correspondiente operación de crédito con el Estado en los 
términos previstos en los artículos 11 y 23.

Artículo 25. Condiciones fiscales.

La adhesión al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico por parte de una Comunidad Autónoma 
conllevará la aceptación de todas las condiciones siguientes:

a) En el plazo de siete días naturales desde la aprobación del acuerdo de Consejo de Gobierno, u 
órgano equivalente, previsto en el artículo 22, la Comunidad Autónoma deberá presentar y acordar con el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas un plan de ajuste consistente con los objetivos de 
estabilidad y de deuda pública y con el plan económico-financiero que, en su caso, hubiera presentado, y 
que asegure el reembolso de las cantidades aportadas por el Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas.

Si la Comunidad Autónoma ya tuviera aprobado un plan de ajuste, como consecuencia del acceso a 
otros mecanismos adicionales establecidos por el Estado conforme a lo previsto en la disposición adicional 
primera de la Ley Orgánica, 2/2012, de 27 de abril, deberán acordarse con el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas las modificaciones que resulten necesarias para el cumplimiento de los nuevos 
compromisos adquiridos.

b) Sujetarse a la supervisión por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de la 
adopción y ejecución de las medidas previstas en el plan de ajuste.

c) El plan de ajuste será único con independencia del compartimento del que traiga causa.
d) La falta de remisión, o la valoración desfavorable del plan de ajuste darán lugar a la inadmisión de 

la adhesión al compartimento. Asimismo, los supuestos anteriores o el incumplimiento de dicho plan 
supondrá la aplicación de lo previsto en el apartado 5 de la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

e) La Comunidad Autónoma enviará mensualmente, a través de su Intervención General o unidad 
equivalente, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas información actualizada sobre la 
ejecución del plan de ajuste y deberá atender cualquier requerimiento de información que, a estos efectos, 
formule el citado Ministerio.

Artículo 26. Seguimiento de los planes de ajuste.

1. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas realizará el seguimiento de los planes de 
ajuste.

2. El órgano de control interno de la Comunidad Autónoma velará por la adecuada aplicación del 
plan de ajuste, a cuyos efectos realizará cuantas actuaciones sean necesarias y, en su caso, dejará 
constancia de su no adopción o incumplimiento en los correspondientes informes de seguimiento que 
enviará al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Estos informes serán tenidos en cuenta por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
para el seguimiento de los planes de ajuste.

3. En el caso de que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas detecte riesgos de 
incumplimiento o incumplimiento de las medidas del plan de ajuste, propondrá su modificación con la 
adopción de nuevas medidas o la alteración del calendario de su ejecución, pudiendo solicitar a la 
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Intervención General de la Administración del Estado que acuerde las actuaciones necesarias para llevar 
a cabo una misión de control.

En todo caso, el cumplimiento de las medidas propuestas condicionará la concesión de los sucesivos 
tramos de préstamo.

Si el riesgo detectado fuera de posible incumplimiento del pago de los vencimientos de deuda pública, 
se procederá conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

Artículo 27. Actuaciones de control.

1. Cuando la Intervención General de la Administración del Estado envíe una misión de control ésta 
tendrá como objetivo concretar el diagnóstico de la situación financiera de la Comunidad Autónoma en el 
marco de los compromisos adquiridos en el plan de ajuste, aplicando las técnicas y metodologías de 
control que se estimen oportunas.

2. El órgano de control interno de la Comunidad Autónoma prestará toda la ayuda y colaboración 
que sea necesaria a la misión de la Intervención General de la Administración del Estado, que tendrá 
acceso a la totalidad de la documentación de la Comunidad Autónoma, para el buen desempeño de sus 
funciones.

3. En el plazo máximo de un mes desde que se inicie la misión de control, la Intervención General 
de la Administración del Estado emitirá un informe sobre la adecuación financiera de las previsiones 
recogidas en el plan de ajuste en vigor y los incumplimientos o riesgos de incumplimiento del mismo.

4. Dicho informe será remitido al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a los efectos de 
aplicar lo dispuesto en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

CAPÍTULO III

Compartimento Fondo Social y retenciones en materia de gasto social

Sección 1.ª Fondo social

Artículo 28. Ámbito subjetivo.

Podrán solicitar su adhesión a este compartimento las Comunidades Autónomas que, a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley, tuvieran obligaciones pendientes de pago con las Entidades Locales que 
sean vencidas, líquidas y exigibles a 31 de diciembre de 2014 derivadas de convenios suscritos en materia 
de gasto social y otras transferencias en materia de gasto social.

Artículo 29. Ámbito objetivo.

1. Se podrán financiar a través del compartimento Fondo Social del Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas las obligaciones pendientes de pago vencidas, líquidas y exigibles, derivadas 
de convenios suscritos en materia social entre una Comunidad Autónoma y una Entidad Local, así como 
de otras transferencias en materia de gasto social de la Comunidad Autónoma a la Entidad Local.

2. Las obligaciones de pago anteriores al ejercicio 2014 tendrán que estar incluidas en la cuenta 
general de la Comunidad Autónoma del ejercicio 2013 y anteriores, o en las cuentas anuales aprobadas 
correspondientes a tales ejercicios en el supuesto de que se trate de un Entidad que no forme parte de la 
misma.

Las obligaciones pendientes de pago correspondientes al ejercicio 2014 habrán de estar 
contabilizadas en los datos de cierre de dicho ejercicio comunicados al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas con anterioridad al 31 de enero de 2015, de acuerdo con las obligaciones de 
remisión de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, y en el artículo 14 de la 
Orden HAP 2105/2012, de 1 de octubre.

3. En todo caso, las operaciones deberán estar aplicadas a presupuesto antes de la remisión de la 
relación definitiva de obligaciones pendientes de pago por parte de la Comunidad Autónoma.
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Artículo 30. Concepto de convenio y de transferencia en materia de gasto social.

A efectos de lo previsto en este real decreto-ley:

a) Se entenderá por convenio en materia de gasto social aquel que prevea obligaciones de pago de 
la Comunidad Autónoma a la Entidad Local y que tenga por objeto la prestación de servicios educativos, 
sanitarios y de servicios sociales previstos en la disposición adicional decimoquinta, la disposición 
transitoria primera y la disposición transitoria segunda de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, y que estén 
recogidos en las políticas de gasto 23, 24, 31 y 32, de la clasificación por programas de la estructura de 
los presupuestos de las Entidades Locales, aprobada por la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, 
por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades Locales.

b) Se entenderá por transferencia en materia de gasto social aquella transferencia presupuestaria 
de la Comunidad Autónoma a la Entidad Local que tenga por objeto financiar las políticas de gasto 
enumeradas en la letra anterior.

Artículo 31. Adhesión al compartimento Fondo social.

1. La adhesión a este compartimento exigirá la previa aceptación por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas de la solicitud formulada por la Comunidad Autónoma, la cual se otorgará 
atendiendo a la situación financiera de la misma.

2. A través de su Intervención General o unidad equivalente, la Comunidad Autónoma remitirá por 
vía telemática el correspondiente Acuerdo de su Consejo de Gobierno u órgano competente, en el que 
conste su solicitud de adhesión y el compromiso de cumplir lo dispuesto en este real decreto-ley y en sus 
disposiciones y acuerdos de desarrollo.

Artículo 32. Procedimiento para el suministro de información para el pago de obligaciones pendientes.

1. Del 2 al 16 de febrero de 2015, inclusive, las Comunidades Autónomas remitirán al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, mediante la plataforma telemática habilitada al efecto, la relación 
de obligaciones pendientes de pago susceptibles de abonarse a través de este compartimento con el 
contenido mínimo que se comunique por el Ministerio.

2. Dicha remisión se acompañará de un certificado del Interventor General de la Comunidad 
Autónoma acreditativo de que las obligaciones remitidas se ajustan a las condiciones definidas en este 
real decreto-ley y sus disposiciones de desarrollo.

3. Hasta el 19 de febrero de 2015, inclusive, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
realizará comprobaciones sobre la relación remitida por las Comunidades Autónomas y se subsanarán los 
errores detectados pudiéndose efectuar la retirada de determinados pagos propuestos.

4. Desde el 20 al 27 de febrero de 2015, inclusive, las Entidades Locales podrán acceder a la 
relación suministrada por la Comunidad Autónoma y solicitar a la Comunidad Autónoma la inclusión de 
aquellas otras obligaciones que entiendan que se encuentran pendientes de pago o la modificación de las 
incluidas.

5. Hasta el 15 de marzo de 2015, inclusive, las Comunidades Autónomas remitirán si procede al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, mediante la plataforma telemática habilitada al efecto, 
la actualización de la relación de obligaciones pendientes de pago susceptibles de abonarse a través de 
este compartimento. De igual manera se actualizará, en su caso, la citada certificación del Interventor 
General de la Comunidad Autónoma, indicándose expresamente que la relación remitida comprende la 
totalidad de obligaciones pendientes de pago susceptibles de ser abonadas en el ámbito de este 
compartimento.

6. Será responsabilidad de la Comunidad Autónoma el cumplimiento de las normas aplicables a los 
pagos propuestos, así como velar por la inexistencia de pagos duplicados con su tesorería ordinaria o 
mecanismos de financiación habilitados.

7. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas realizará comprobaciones sobre la relación 
remitida por las Comunidades Autónomas y se subsanarán los errores detectados pudiéndose efectuar la 
retirada de determinados pagos propuestos.
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Artículo 33. Concertación de operaciones de crédito.

1. El Estado concertará operaciones de crédito, con cargo al compartimento Fondo Social del Fondo 
de Financiación a las Comunidades Autónomas, con cada una de las Comunidades Autónomas que se 
adhieran al mecanismo por un importe que no podrá superar los recursos necesarios para atender las 
obligaciones pendientes de pago por parte de las Comunidades Autónomas con las Entidades Locales 
derivadas de los convenios y transferencias en materia de gasto social por la Comunidad Autónoma.

2. Corresponderá al Instituto de Crédito Oficial, como agente de pagos del Fondo de Financiación a 
las Comunidades Autónomas, la materialización de los pagos que se hagan con cargo a este compartimento 
según la relación remitida por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y conforme a las 
condiciones establecidas por las normas y disposiciones reguladoras de este compartimento.

Artículo 34. Cancelación de obligaciones pendientes de pago.

1. Los recursos obtenidos por la Entidad Local a través de este compartimento se entenderán 
automáticamente afectados a los fines que constituyen el objeto del convenio o a las políticas de gasto a 
las que esté asociada la transferencia, según corresponda, y en ambos casos, con la siguiente prelación, 
deberán destinarse a:

a) Pagar a los destinatarios finales del servicio relativo a gasto social para el que se suscribió el 
convenio o se hizo la transferencia.

b) Si, en el momento de recibir el ingreso, la Entidad Local ya hubiere financiado estos servicios con 
sus propios recursos o con endeudamiento financiero deberá dedicar los recursos recibidos a:

1.º Amortizar el endeudamiento financiero que hubiere concertado para financiar los citados servicios.
2.º Al pago a proveedores para reducir su periodo medio de pago.
3.º Amortizar parte del préstamo que, en su caso, tuviera suscrito con el Fondo para la Financiación 

de los Pagos a Proveedores 2.
4.º Reducir su nivel de endeudamiento financiero correspondiente a operaciones distintas de las 

incluidas en el primer y tercer apartado.
5.º Pagar las deudas pendientes derivadas de convenios suscritos con otras Administraciones o 

Entidades Públicas.

2. El abono a favor de la Entidad Local conlleva la extinción de la deuda contraída por la Comunidad 
Autónoma en la parte correspondiente a dicho abono en los términos previstos en el artículo 38.

Sección 2.ª Obligaciones pendientes de pago a 31 de diciembre de 2014 derivadas de convenios 
suscritos y de otras transferencias en materia de gasto social

Artículo 35. Certificación de obligaciones pendientes de pago a 31 de diciembre de 2014.

1. Las Comunidades Autónomas no adheridas al compartimento Fondo Social del Fondo de 
Financiación a las Comunidades Autónomas, remitirán del 2 al 16 de febrero de 2015, inclusive, al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la plataforma telemática que se habilite 
al efecto, una relación de las obligaciones pendientes de pago que cumplan los requisitos previstos en los 
apartados 1 y 2 del artículo 29.

Dicha remisión se acompañará de un certificado del Interventor General de la Comunidad Autónoma 
acreditativo de que las obligaciones remitidas se ajustan a las condiciones definidas en esta sección.

2. Hasta el 19 de febrero de 2015, inclusive, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
podrá realizar comprobaciones sobre la relación remitida por las Comunidades Autónomas y se subsanarán 
los errores detectados pudiéndose excluir ciertas deudas.

3. Desde el 20 al 27 de febrero de 2015, inclusive, las Entidades Locales podrán acceder a la 
relación suministrada por la Comunidad Autónoma y solicitar a la Comunidad Autónoma la inclusión de 
aquellas otras obligaciones que entiendan que se encuentran pendientes de pago o la modificación de las 
incluidas.

4. Hasta el 30 de abril de 2015, inclusive, las Comunidades Autónomas remitirán al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas mediante la plataforma telemática habilitada al efecto, la relación 
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actualizada de obligaciones pendientes de pago a dicha fecha que no hayan sido objeto de cancelación 
con la Entidad Local y se encuentren aplicadas a presupuesto. De igual manera se actualizará, en su 
caso, la certificación del Interventor General de la Comunidad Autónoma a la que se alude en el punto 
primero de este artículo, indicándose expresamente que la relación remitida comprende la totalidad de 
obligaciones pendientes de pago susceptibles de ser objeto de retención. De no existir obligaciones 
pendientes de pago la certificación acreditará expresamente esta circunstancia.

Artículo 36. Retención de recursos para el abono de obligaciones pendientes de pago a 31 de diciembre 
de 2014.

1. Atendiendo a las obligaciones pendientes de pago certificadas en los términos previstos en el 
apartado cuarto del artículo anterior y modificadas, en su caso, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 38.2, se iniciará el procedimiento de retención o deducción de sus recursos del Sistema de 
Financiación para pagar dichas deudas, previsto en la disposición adicional octava de la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, en los términos en los que establezca esta sección.

2. El importe que deberá ser objeto de deducción o retención será el que se hubiera recogido en la 
última relación certificada actualizada, a la que se refiere el apartado cuarto del artículo anterior, modificada, 
en su caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38.2.

3. El titular de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local notificará a la Comunidad 
Autónoma el importe que será objeto de retención o deducción, teniendo esta resolución notificada la 
consideración de acuerdo de retención.

4. Son aplicables a este procedimiento las previsiones establecidas en el artículo 38.

Sección 3.ª Procedimiento y condiciones para la retención de los recursos de los regímenes de financiación 
de las comunidades autónomas por aplicación del artículo 57 bis de la ley 7/1985, de 2 de abril

Artículo 37. Procedimiento de retención.

1. Con la periodicidad que determine el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y en 
todo caso entre el 1 y el 16 de febrero, ambos inclusive, de cada año, la Comunidad Autónoma deberá 
remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la plataforma telemática 
habilitada, la relación de obligaciones pendientes de pago derivadas de normas autonómicas que deleguen 
competencias en materia de gasto social, y de convenios suscritos en materia de gasto social que, 
incluyendo la cláusula prevista en el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, su cumplimiento haya 
sido reclamado por las Entidades Locales, por el importe que la Comunidad Autónoma considere conforme. 
Asimismo, podrán incluir en esa relación aquellas otras obligaciones pendientes de pago derivadas de 
estas normas o convenios que no hayan sido reclamadas.

Sólo podrán incluirse en esta relación las obligaciones vencidas, líquidas y exigibles que se encuentren 
aplicadas en los presupuestos o estados contables de la entidad, conforme a la normativa presupuestaria 
y contable que resulte de aplicación.

2. La puesta en marcha del procedimiento de retención previsto en esta sección en otros momentos 
del ejercicio se establecerá mediante Orden Ministerial, en la que se determinará la fecha límite para la 
remisión de las obligaciones pendientes de pago por las Comunidades Autónomas, la cual resulta 
determinante del inicio del cómputo de los siguientes plazos aplicables al procedimiento de retención, sin 
perjuicio de su posible modificación en la citada Orden.

3. Esta relación incluirá, al menos el importe y la fecha de cada documento acreditativo de la 
obligación de pago, la identificación del acreedor actual y, en caso de cesión del crédito, del acreedor 
originario, el número de cuenta corriente en la que se debe realizar el pago, el tipo de deuda, la norma o 
el convenio del que deriva la retención de recursos del sistema de financiación y la partida presupuestaria 
o cuenta contable en la que la obligación pendiente de pago está registrada.

La relación de obligaciones irá acompañada de un certificado del Interventor General de la Comunidad 
en el que se acredite que las obligaciones pendientes de pago remitidas se ajustan a las condiciones 
definidas en esta sección.

4. Una vez efectuada la remisión de obligaciones pendientes de pago a la que se refiere el apartado 
anterior, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá efectuar las actuaciones de 
comprobación sobre la relación remitida en el plazo de 5 días naturales, tras los cuales las Entidades 
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Locales podrán acceder a la plataforma durante los quince días naturales siguientes para verificar la 
relación suministrada por la Comunidad Autónoma, pudiendo solicitar, en el citado plazo, a la Comunidad 
Autónoma la inclusión en la relación de aquellas otras obligaciones que entiendan que se encuentran 
pendientes de pago o la modificación de las incluidas.

Esta solicitud por parte de la Entidad Local tendrá la consideración de reclamación a la que se refiere 
el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 abril.

5. En los quince días naturales siguientes al plazo señalado en el apartado anterior, las Comunidades 
Autónomas remitirán, si procede, mediante la plataforma telemática, la actualización de la relación de 
obligaciones pendientes de pago y se actualizará, en su caso, la citada certificación del Interventor General 
de la Comunidad Autónoma.

La falta de actualización por parte de la Comunidad Autónoma tendrá la consideración de desestimación 
de la reclamación a la que se refiere el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 abril.

6. El importe que deberá ser objeto de deducción o retención será el que se hubiera recogido en la 
última relación certificada a la que se refiere el apartado anterior, modificada, en su caso, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 38.2.

7. El titular de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local notificará a la Comunidad 
Autónoma el importe que será objeto de retención o deducción, teniendo esta resolución notificada la 
consideración de acuerdo de retención.

Artículo 38. Procedimiento para el pago.

1. Será responsabilidad de la Comunidad Autónoma el cumplimiento de las normas aplicables a los 
pagos propuestos, así como velar por la inexistencia de pagos duplicados con su tesorería ordinaria o 
mecanismos de financiación habilitados.

2. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá realizar comprobaciones sobre las 
relaciones remitidas y contrastar la información suministrada por las Comunidades Autónomas con aquella 
información que tenga disponible o pueda recabar de las Entidades Locales, pudiendo efectuar la retirada 
o solicitud de sustitución de obligaciones pendientes de pago remitidas por las Comunidades Autónomas, 
así como requerir a las mismas la acreditación de las causas, con el detalle correspondiente, de las 
divergencias existentes. Si de las comprobaciones realizadas resultan cambios en la relación de 
obligaciones remitida anteriormente, el Interventor General de la Comunidad Autónoma actualizará la 
certificación enviada con la anterior relación de obligaciones.

3. El abono a favor de la Entidad Local o el cesionario del crédito conllevará la extinción de la deuda 
contraída por la Comunidad Autónoma por el importe satisfecho. La Administración General del Estado, 
que interviene en nombre y por cuenta de la Comunidad Autónoma, según corresponda, sólo efectuará la 
gestión del pago de las obligaciones, quedando exenta de cualquier responsabilidad al respecto.

Todos los intereses de demora y gastos que se devenguen conforme a la normativa vigente serán 
asumidos y abonados por la Comunidad Autónoma.

4. El importe objeto de deducción o retención, al que se refieren los artículos 36.2 y 37.6, se aplicará 
a un único concepto no presupuestario que se creará al efecto. El pago a los terceros de la Comunidad 
Autónoma se realizará con cargo a dicho concepto no presupuestario mediante el procedimiento de pagos 
masivos con las adaptaciones que, en su caso, se determinen reglamentariamente.

5. En los supuestos de retención o deducción de los recursos de las Comunidades Autónomas, 
antes de la finalización del mes en el que deba satisfacerse los recursos de los regímenes de financiación 
de las Comunidades Autónomas que hayan sido objeto de la deducción o retención correspondiente, se 
remitirán las propuestas de pago a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera y la información 
relativa a las obligaciones pendientes cuyo pago vaya a efectuarse con cargo a estos importes, para que 
proceda a la ordenación de su pago.

6. Se informará a la Comunidad Autónoma de los pagos efectuados y las incidencias que, en su 
caso, impidan el pago material.
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TÍTULO III

Fondo de financiación a Entidades Locales

CAPÍTULO I

Compartimento Fondo de Ordenación

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 39. Ámbito subjetivo.

1. Podrán solicitar la adhesión al compartimento los municipios que hayan cumplido con sus 
obligaciones de remisión de información económica-financiera, de acuerdo con la normativa reguladora 
de las haciendas locales y la de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y se encuentren en 
situación de riesgo financiero. Se define el riesgo financiero por la concurrencia de alguna de las situaciones 
siguientes:

a) Que su deuda viva a 31 de diciembre del ejercicio inmediato anterior exceda del 110% de los 
ingresos corrientes liquidados o devengados a aquella fecha y además: se encuentre en las situaciones 
descritas en las letras a), b) o c) del artículo 21 del Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de medidas 
urgentes contra la morosidad de las administraciones públicas y de apoyo a entidades locales con 
problemas financieros, conforme a los últimos datos disponibles en el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas de las liquidaciones de los presupuestos correspondientes a los dos ejercicios 
presupuestarios inmediatamente anteriores, o bien les hayan sido concedidas las medidas extraordinarias 
de aquella norma.

Los límites relativos al nivel de deuda se entenderán aplicables aun cuando los municipios estén 
sujetos a un plan de reducción de deuda y lo estén cumpliendo.

b) Los municipios que no puedan refinanciar o novar sus operaciones de crédito en las condiciones 
de prudencia financiera que se fijen por Resolución de la Secretaría General del Tesoro y Política 
Financiera.

2. Cuando de acuerdo con lo previsto en el apartado 8 de la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas proponga a una 
Entidad Local incluida en el ámbito subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales la entrada a un mecanismo extraordinario de financiación por 
presentar de forma persistente, durante dos meses consecutivos, un período medio de pago que supere 
en más de 30 días el plazo máximo de pago establecido en la normativa de morosidad, ésta se llevará a 
cabo en el compartimento Fondo de Ordenación del Fondo para la financiación a Entidades Locales.

Artículo 40. Ámbito objetivo.

1. En el caso de los municipios incluidos en el artículo 39.1 la liquidez otorgada con este mecanismo 
deberá ser utilizada para:

a) Atender los vencimientos de principal, y sus intereses asociados, correspondientes a las 
operaciones de préstamo a largo plazo que cumplan con el principio de prudencia financiera.

b) Atender los vencimientos correspondientes a las operaciones de préstamo formalizadas en el 
marco del mecanismo de financiación de los pagos a proveedores y atender los vencimientos derivados 
de las deudas que en este mismo marco se estén compensando mediante retenciones en la participación 
en tributos del Estado.

c) Financiar la anualidad que deba satisfacerse en el ejercicio corriente para abonar las liquidaciones 
negativas que resulten de la aplicación de las reglas contenidas en los capítulos II y IV de los Títulos II 
y III del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

2. En el caso de las Entidades Locales incluidas en el artículo 39.2, con la liquidez otorgada con este 
mecanismo se atenderán las deudas con proveedores que sean vencidas, líquidas y exigibles, hasta que 
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su período medio de pago a proveedores se ajuste a los límites establecidos en la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril. A estos efectos se aplicará el Programa que determine el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas con la condicionalidad específica que, en su caso, proceda, además de la 
establecida en el artículo 47.

3. El Estado, en nombre y por cuenta de las Entidades Locales mencionadas en los apartados 
anteriores, gestionará con cargo al crédito concedido el pago de los vencimientos de operaciones de 
préstamo a largo plazo así como los pagos a proveedores a través del Instituto de Crédito Oficial, como 
agente de pagos designado al efecto.

Artículo 41. Adhesión al compartimento Fondo de Ordenación de las Entidades Locales previstas en el 
artículo 39.1.

1. La adhesión de las Entidades Locales previstas en el artículo 39.1 a) se ajustará al siguiente 
procedimiento:

a) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, mediante Resolución de la Secretaría 
General de Coordinación Autonómica y Local, determinará los municipios que podrán solicitar la adhesión 
al compartimento Fondo de Ordenación.

b) En el mes siguiente a contar desde la publicación de la resolución mencionada en el apartado 
anterior, el municipio, a través del interventor, por medios telemáticos y con firma electrónica, presentará 
la solicitud de adhesión al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en la que se especificará el 
importe de los vencimientos que se deberán atender en el ejercicio y la identificación de las operaciones 
financieras a las que corresponden.

La solicitud remitida debe haber sido aprobada por el Pleno de la Corporación Local, e ir acompañada 
de un plan de ajuste, o modificación del que tuvieran, y de los acuerdos plenarios de aceptación de la 
supervisión y control por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y de aplicación de 
las medidas que, en su caso, pueda indicar éste para la actualización del plan de ajuste y para su inclusión 
en los presupuestos generales de las Entidades Locales.

c) En el plazo de dos meses a contar desde la finalización del plazo la presentación de la solicitud 
de adhesión y de la documentación que debe acompañarla, la Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local valorará el plan de ajuste presentado de modo que se asegure el cumplimiento de los 
objetivos de estabilidad y de deuda pública, así como el reembolso de las cantidades que se presten con 
cargo al compartimento del Fondo de Ordenación. En ese período la citada Secretaría General podrá 
requerir al municipio la inclusión de medidas que considere necesarias para considerar favorable el plan 
de ajuste, para que en diez días naturales proceda a las modificaciones.

d) La Entidad Local deberá remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas copia de 
haber suscrito el acto de adhesión a la plataforma Emprende en tres y del acto de adhesión al Punto 
general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

2. Las Entidades Locales que reúnan los requisitos previstos en el artículo 39.1.b), en el mes de julio 
de cada año, podrán presentar su solicitud al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que será 
aceptada total o parcialmente.

Las solicitudes presentadas fuera del plazo indicado en el párrafo anterior sólo serán aceptadas en 
función de las disponibilidades presupuestarias y la situación financiera de la Entidad Local.

Artículo 42. Adhesión al compartimento Fondo de Ordenación de las Entidades Locales del artículo 39.2.

1. La adhesión de las Entidades Locales incluidas en el ámbito subjetivo definido en el artículo 39.2 
se ajustará al siguiente procedimiento:

a) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas remitirá a la Entidad Local afectada, en el 
mes natural siguiente al que se haya practicado la segunda retención, una propuesta para que solicite su 
adhesión al compartimento Fondo de Ordenación.

b) En los 15 días naturales siguientes a la notificación de la propuesta, la Entidad Local deberá 
presentar la solicitud correspondiente con las condiciones y contenidos recogidos en el artículo 41.1.b).

c) En el plazo de un mes a contar desde la finalización del plazo de presentación de la solicitud de 
adhesión y de la documentación que debe acompañarla, la Secretaría General de Coordinación Autonómica 
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y Local valorará el plan de ajuste presentado, de modo que se permita el cumplimiento de los objetivos de 
estabilidad y de deuda pública, así como el reembolso de las cantidades que se prevea que tenga que 
aportar el compartimento del Fondo de Ordenación. En ese período la citada Secretaría General podrá 
requerir al ayuntamiento la inclusión de medidas que considere necesarias para considerar favorable el 
plan de ajuste.

d) La Entidad Local deberá remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas copia de 
haber suscrito el acto de adhesión a la plataforma Emprende en tres y del acto de adhesión al Punto 
general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

2. Si la Entidad Local no presenta la solicitud de adhesión en el plazo recogido en el apartado 
anterior quedará automáticamente adherida al compartimento Fondo de Ordenación y aportará la 
estimación de las necesidades de liquidez para el pago a proveedores de la Entidad Local. Asimismo, le 
resultará de aplicación lo dispuesto en este Real Decreto-ley, los Acuerdos de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos, en el Programa que se determine, así como lo previsto en cualquier 
disposición que desarrolle este mecanismo de financiación.

3. Se mantendrá la aplicación de retenciones de la participación en tributos del Estado a la que se 
refiere el artículo 18.5 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, hasta que cumpla con el plazo máximo 
de pago previsto en la normativa de morosidad durante tres meses consecutivos.

Artículo 43. Formalización de operaciones de crédito con cargo al compartimento Fondo de Ordenación.

1. En el caso de las Entidades Locales incluidas en el ámbito del artículo 39.1 el Estado concertará 
operaciones de crédito, con cargo al compartimento Fondo de Ordenación, con cada uno de los municipios 
que se adhieran por un importe que no podrá superar los recursos necesarios para atender los vencimientos 
de la deuda financiera por el municipio y sus entidades dependientes que se clasifiquen dentro del sector 
Administraciones Públicas, de acuerdo con la definición y delimitación del Sistema Europeo de Cuentas 
Nacionales y Regionales.

2. En el caso de las Entidades Locales incluidas en el ámbito del artículo 39.2, el Estado concertará 
operaciones de crédito, con cargo al compartimento Fondo de Ordenación, con cada una de las Entidades 
Locales que se adhieran por un importe que no podrá superar los recursos necesarios para atender los 
pagos a proveedores en la cuantía que sea necesaria para reducir el período medio de pago de modo que 
no exceda de 30 días el plazo máximo establecido en la normativa de morosidad.

En este caso las disposiciones de la operación de crédito podrán ajustarse a un calendario por tramos. 
El desembolso de cada tramo podrá estar condicionado a la previa acreditación del cumplimiento de las 
condiciones fiscales y financieras.

3. Las operaciones de crédito que se formalicen por el Estado con cargo a este mecanismo con las 
Entidades Locales no estarán sujetas al régimen de autorización establecido en el texto refundido de la 
Ley reguladora de las Haciendas Locales y, en su caso, en las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado.

Sección 2.ª Condiciones financieras y fiscales

Artículo 44. Condiciones financieras aplicables a los municipios incluidos en el artículo 39.1.

La adhesión al compartimento Fondo de Ordenación, conllevará la aceptación por el municipio, así 
como por sus organismos o entes públicos que se clasifiquen dentro del sector Administraciones Públicas 
de acuerdo con la definición y delimitación del Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales, de 
las siguientes condiciones financieras:

a) La liquidez obtenida a través de aquel compartimento deberá ser utilizada para atender los 
vencimientos de las operaciones a las que se refiere este capítulo. El Estado, en nombre y por cuenta del 
municipio, gestionará, con cargo al crédito concedido, el pago de los vencimientos de operaciones de 
préstamo a largo plazo de la Entidad Local, a través del Instituto de Crédito Oficial, como agente de pagos 
designado al efecto.

b) Únicamente podrán formalizar operaciones financieras a largo plazo para refinanciar o novar 
operaciones de crédito en condiciones de prudencia financiera.
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Artículo 45. Condiciones fiscales aplicables a los municipios incluidos en el artículo 39.1.a).

Los municipios que se adhieran al compartimento del Fondo de Ordenación deberán remitir al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas un plan de ajuste, o una revisión del que ya tuvieran, 
incorporando, al menos, las siguientes condiciones:

1. En relación con los gastos: Reducción al menos de un 5 por 100 sus gastos de funcionamiento 
correspondientes a los capítulos 1 y 2 del estado de gastos en el primer ejercicio presupuestario posterior 
a la adhesión al compartimento Fondo de Ordenación y no aumentarlos en los dos ejercicios siguientes. 
A partir del cuarto ejercicio presupuestario, podrán incrementarlos en una tasa de variación interanual que 
no supere a la que se identifique a efectos de la aplicación de la regla de gasto definida en el artículo 12 
de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril. En el caso de municipios a los que se les haya concedido las 
medidas extraordinarias contenidas en el Título II del Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, aquella 
reducción será adicional a la que éste se refiere.

2. En relación con la prestación de servicios deberán adoptarse las siguientes medidas:

a) Financiar íntegramente el coste de los servicios públicos mediante la aplicación de tasas y precios 
públicos, de acuerdo con los siguientes límites mínimos:

1.º En el primer ejercicio presupuestario de aplicación de las medidas, las tasas y precios públicos 
deberán financiar como mínimo el 50 por ciento del coste del servicio público correspondiente.

2.º En el segundo ejercicio presupuestario de aplicación de las medidas deberán financiar como 
mínimo el 75 por 100 del coste del servicio público correspondiente.

3.º En el tercer ejercicio presupuestario de aplicación de las medidas deberán financiar la totalidad 
del coste del servicio público correspondiente.

b) Si los municipios tuvieren una población inferior a 20.000 habitantes se deberán comprometer a 
dar la aprobación a la que se refiere el artículo 26.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, para que la diputación 
provincial, consejo o cabildo insular, preste los servicios contemplados en dicho artículo, si ésta los puede 
prestar a un coste efectivo inferior.

3. En relación con los tributos locales:

a) Las ordenanzas fiscales que resulten de aplicación deberán cumplir los siguientes requisitos:

1.º No podrán suprimir ninguno de los tributos que se vinieran exigiendo por la Entidad Local durante 
el ejercicio inmediato anterior.

2.º Sólo podrán aprobar medidas que determinen un incremento del importe global de las cuotas de 
cada tributo local, sin perjuicio de lo establecido en el número 5.º de esta letra.

3.º Sólo podrán reconocer los beneficios fiscales establecidos con carácter obligatorio por las leyes 
estatales, y los que estuvieran vigentes en 2014 de los previstos en los artículos 9.1, relativo a la 
domiciliación de deudas, anticipación de pagos o colaboración en la recaudación, 62.3, 62.4, 74.1, 74.2 
bis, 74.4, 88.2.d), 95.6.c), 103.2.d) y 103.2.e) del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales.

4.º No podrán aplicar los tipos de gravamen reducidos a que se refiere el apartado 5 del artículo 72 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

5.º Deberán aprobarse, para cada año en que resulten de aplicación estas medidas, tipos de 
gravamen en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles que garanticen, al menos, el mantenimiento del importe 
global de la cuota íntegra del ejercicio anterior.

6.º Deberán establecer y exigir los impuestos a que se refiere el artículo 59.2 del texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

7.º Deberán aprobar en las correspondientes ordenanzas fiscales un tipo de gravamen del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles, para los bienes inmuebles urbanos, que sea superior, como mínimo, en un 25 
por 100, al determinado de conformidad con el artículo 72 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales. No obstante, el tipo aplicable no podrá ser superior en ningún caso al máximo previsto 
en dicho artículo ni inferior al 0,6 por 100.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
0-

D
-5

97



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 597 29 de enero de 2015 Pág. 98

8.º Deberán establecer para el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, el coeficiente 
máximo permitido por el artículo 95.4 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

b) En el ejercicio presupuestario en el que soliciten la adhesión al mecanismo deberán solicitar a la 
Dirección General del Catastro, su inclusión con carácter prioritario en la regularización catastral prevista 
en la disposición adicional tercera del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. A tal efecto, 
habrán de acompañar la solicitud de cuanta información dispongan sobre los bienes inmuebles o las 
alteraciones de sus características no incorporadas al Catastro Inmobiliario.

c) Se les aplicarán de oficio los coeficientes previstos en el apartado 2 del artículo 32 del texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, cuando se trate de municipios que hayan sido objeto de un 
procedimiento de valoración colectiva de carácter general para los bienes inmuebles urbanos como 
consecuencia de una ponencia de valores total aprobada con anterioridad al año 2003.

4. En el caso de que no se aprueben los presupuestos se considerarán prorrogados los del ejercicio 
inmediato anterior con arreglo a lo dispuesto en el artículo 169.6 del texto refundido de la Ley reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, debiendo 
incluirse los efectos de las medidas previstas en este artículo.

Asimismo, deberán incluir en la memoria que acompañe a sus presupuestos una justificación expresa 
de haber elaborado y aprobado sus presupuestos con:

a) Una estimación de ingresos de carácter ordinario consistentes con la recaudación y la realización 
de derechos en los dos ejercicios anteriores

b) Una estimación de ingresos de carácter extraordinario que estén suficientemente fundadas, sin 
que se pueda hacer valer a estos efectos la mera expectativa de obtención de recursos.

Los municipios que se adhieran al compartimento Fondo de Ordenación deberán someter a informe 
previo y vinculante del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la aprobación de los 
presupuestos municipales o la prórroga de los del ejercicio anterior, según proceda.

5. Excepcionalmente, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá valorar y ponderar 
las medidas que hayan podido adoptar las corporaciones locales en relación con los gastos de 
funcionamiento y con la financiación de los servicios públicos siempre que se compense con otras 
medidas.

Artículo 46. Condiciones fiscales de las Entidades Locales incluidas en el artículo 39.1.b).

1. Las Entidades Locales que se encuentren en el ámbito subjetivo definido en el artículo 39.1.b) 
deberán presentar un plan de ajuste que incluya las medidas a adoptar para garantizar el cumplimiento 
futuro de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública, período medio de pago a proveedores, 
así como un plan de tesorería y detalle de las operaciones de deuda viva, de acuerdo con lo previsto en 
la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre.

El mencionado plan de ajuste debidamente aprobado por el pleno e informado por el interventor local 
será comunicado al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que podrá requerir las 
modificaciones del plan de ajuste que considere necesarias.

2. La formalización de todas las operaciones de crédito a largo plazo requerirán autorización del 
órgano competente de la Administración Pública que tenga atribuida la tutela financiera de la Entidad 
Local que, en su caso, se otorgará teniendo en cuenta los criterios previstos en la normativa reguladora 
de las Haciendas Locales y en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 47. Condiciones fiscales de las Entidades Locales incluidas en el artículo 39.2.

1. A las Entidades Locales incluidas en el artículo 39.2 les resultará de aplicación las condiciones 
fiscales contenidas en el artículo 45, salvo las recogidas en el artículo 45.3 en los numerales 7.º y 8.º de 
su letra a) y en sus letras b) y c), hasta que la Entidad Local cumpla con el plazo máximo de pago a 
proveedores previsto en la normativa de morosidad durante tres meses consecutivos.
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2. A las Entidades Locales incluidas en el artículo 39.2 les resultará de aplicación la totalidad de las 
condiciones fiscales contenidas en el artículo 45 cuando concurran todos los requisitos siguientes:

a) Que, habiendo estado adheridas al Fondo de Ordenación, hayan dejado de estarlo.
b) Que vuelva a estar adherida por presentar de forma persistente, durante dos meses consecutivos, 

un período medio de pago a proveedores que supere en más de 30 días el plazo máximo de pago 
establecido en la normativa de morosidad.

Sección 3.ª Actuaciones de seguimiento y control

Artículo 48. Seguimiento de los planes de ajuste.

1. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas realizará el seguimiento de los planes de 
ajuste.

2. El órgano de control interno de la Entidad Local velará por la adecuada aplicación del plan de ajuste, 
a cuyos efectos realizará cuantas actuaciones sean necesarias y, en su caso, dejará constancia de su no 
adopción o incumplimiento en los correspondientes informes de seguimiento que enviará al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

Estos informes serán tenidos en cuenta por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
para el seguimiento de los planes de ajuste.

3. En el caso de que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas detecte riesgos de 
incumplimiento o incumplimiento de las medidas del plan de ajuste, propondrá su modificación con la 
adopción de nuevas medidas o la alteración del calendario de su ejecución, pudiendo solicitar a la 
Intervención General de la Administración del Estado que acuerde las actuaciones necesarias para llevar 
a cabo una misión de control.

En todo caso, el cumplimiento de las medidas propuestas condicionará la concesión de los sucesivos 
tramos de préstamo.

Si el riesgo detectado fuera de posible incumplimiento del pago de los vencimientos de operaciones 
de préstamo a largo plazo, se procederá conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

Artículo 49. Actuaciones de control.

1. Cuando la Intervención General de la Administración del Estado envíe una misión de control, ésta 
tendrá como objetivo concretar el diagnóstico de la situación financiera de la Entidad Local en el marco de 
los compromisos adquiridos en el plan de ajuste, aplicando las técnicas y metodologías de control que se 
estimen oportunas.

2. El órgano interventor de la Entidad Local prestará toda la ayuda y colaboración que sea necesaria 
a la misión de la Intervención General de la Administración del Estado, que tendrá acceso a la totalidad de 
la documentación de la Entidad Local para el buen desempeño de sus funciones.

3. En el plazo máximo de un mes desde que se inicie la misión de control, la Intervención General 
de la Administración del Estado emitirá un informe sobre la adecuación financiera de las previsiones 
recogidas en el plan de ajuste en vigor y los incumplimientos o riesgos de incumplimiento del mismo.

4. Dicho informe será remitido al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a los efectos de 
aplicar lo dispuesto en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
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CAPÍTULO II

Compartimento Fondo de Impulso Económico

Artículo 50. Ámbito subjetivo.

Podrán adherirse al compartimento de Fondo de Impulso Económico, aquellas Entidades Locales que 
en el momento de presentar la correspondiente solicitud de adhesión cumplan todos los requisitos 
siguientes:

a) Que hayan cumplido los objetivos de estabilidad presupuestaria y deuda pública.
b) Que su período medio de pago a proveedores no supere en más de treinta días el plazo máximo 

previsto en la normativa sobre morosidad durante los dos últimos meses previos a la solicitud.
c) Que estén al corriente de sus obligaciones de suministro de información económico-financiera.

A estos efectos se tendrá en cuenta la última información publicada en la central de información 
económico-financiera de las Administraciones Públicas relativa a la liquidación del presupuesto, los datos 
relativos al endeudamiento y al período medio de pago a proveedores.

Artículo 51. Adhesión al compartimento Fondo de Impulso Económico.

1. La adhesión al compartimento Fondo de Impulso Económico exigirá la previa aceptación por el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de la solicitud formulada por la Entidad Local, debiendo 
indicarse en la misma la necesidad o necesidades financieras que solicitan cubrir y el importe total 
solicitado.

2. La solicitud irá acompañada de:

a) La relación de los proyectos de inversiones financiadas con préstamos a largo plazo a los que se 
refiere este capítulo, incorporando la proyección de los efectos presupuestarios y económicos que podrían 
derivarse de la inversión en el horizonte de su vida útil.

b) El informe del interventor que se haya elevado al Pleno de la Corporación Local acerca de la 
consistencia y soporte de las proyecciones presupuestarias.

c) La copia de haber suscrito el acto de adhesión a la plataforma Emprende en tres y del acto de 
adhesión al Punto general de entrada de facturas electrónicas de la Administración General del Estado.

3. En el mes de julio de cada año, las Entidades Locales que quieran cubrir todas o parte de las 
necesidades de financiación previstas en este capítulo para el año siguiente, deberán presentar su 
solicitud al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que será aceptada si la Entidad Local 
reúne los requisitos previstos en el artículo 50. La aceptación, en sus cuantías, quedará sujeta al reparto 
aprobado por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

Las solicitudes presentadas fuera del plazo indicado en el párrafo anterior sólo serán aceptadas en 
función de las disponibilidades presupuestarias y la situación financiera de la Entidad Local.

4. Antes del 31 de diciembre de cada año la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos aprobará la distribución de recursos entre las Entidades Locales adheridas destinadas a 
cubrir total o parcialmente las necesidades de financiación para el año siguiente incluidas en la solicitud 
de adhesión.

Artículo 52. Ámbito objetivo.

A través del compartimento de Fondo de Impulso Económico, las Entidades Locales incluidas en el 
artículo 50 podrán solicitar, para el ejercicio presupuestario en el que realizan la solicitud:

a) La cobertura de los vencimientos del principal, y sus intereses asociados, de los préstamos a 
largo plazo que hayan formalizado o formalicen, de acuerdo con criterios de prudencia financiera 
determinados por Resolución de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, para financiar 
inversiones financieramente sostenibles, de acuerdo con la definición prevista en la disposición 
adicional décimo sexta del texto refundido de la Ley de Haciendas Locales. El gasto de inversión que 
se realice deberá ser imputable al capítulo 6 del estado de gastos del presupuesto general de la 
corporación local.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
0-

D
-5

97



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 597 29 de enero de 2015 Pág. 101

b) La financiación de proyectos de inversión que se consideren relevantes o financieramente 
sostenibles en los términos que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

Artículo 53. Gestión del crédito concedido.

1. La Entidad Local adherida a este compartimento suscribirá la correspondiente operación de 
crédito con el Estado.

2. El Estado, en nombre y por cuenta de la Entidad Local, gestionará, con cargo al crédito concedido, 
el pago de los vencimientos de los préstamos a largo plazo, a través del Instituto de Crédito Oficial, como 
agente de pagos del Fondo de Financiación a las Entidades Locales.

3. La financiación asociada a los proyectos de inversión previstos en la letra b) del artículo anterior 
se aportará en los términos que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

Artículo 54. Obligaciones de suministro de información.

Las Entidades Locales adheridas a este compartimento, a través de su órgano interventor, enviarán al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas:

a) Información trimestral sobre el grado de cumplimiento de las proyecciones de los efectos 
presupuestarios y económicos derivados de las inversiones en el horizonte de su vida útil que se preveían 
en la solicitud de adhesión.

b) La información relativa a los proyectos de inversión previstos en la letra b) del artículo 52 en los 
términos que acuerde la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

TÍTULO IV

Creación y funcionamiento del registro electrónico de convenios entre Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales

Artículo 55. Registro electrónico de convenios entre Comunidades Autónomas y Entidades Locales.

1. Se crea el registro electrónico de convenios suscritos entre Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo de las 
Comunidades Autónomas, de acuerdo con el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, que se 
configura como un registro público administrativo dependiente de la Secretaría de Estado de 
Administraciones Públicas.

2. El registro se organizará, al menos, en dos secciones: la sección convenios en materia de gasto 
social y la sección de otros convenios.

3. El interventor local aportará el texto del convenio y solicitará la inscripción en el registro electrónico 
de la suscripción, prórroga y extinción, de los convenios en el plazo de quince días desde que ocurra el 
hecho inscribible.

La falta de inscripción del convenio en dicho registro será causa de resolución del convenio y las 
obligaciones pendientes de pago derivadas del citado convenio no podrán satisfacerse de acuerdo con el 
procedimiento de retención de recursos previsto en la sección 3.ª del capítulo III del Título II.

4. Esta remisión de información se efectuará por medios electrónicos a través del sistema y el 
modelo que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas habilite al efecto, y mediante firma 
electrónica avanzada basada en un certificado reconocido, de acuerdo con la Ley 59/2003, de 19 de 
diciembre, de firma electrónica.
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Artículo 56. Contenido mínimo del registro electrónico de convenios entre Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales.

El registro electrónico de convenios entre Comunidades Autónomas y Entidades Locales contendrá 
obligatoriamente, al menos, la siguiente información:

a) Identificación de las Administraciones Públicas y entidades suscriptoras.
b) Título, objeto del convenio con especificación de si se trata de un convenio en materia de gasto 

social, y la referencia a la política de gasto de la clasificación presupuestaria por programas de conformidad 
con lo previsto en el artículo 30.

c) Fecha de suscripción del convenio, fecha de entrada en vigor, fecha de fin de vigencia y de 
extinción, así como, si es de duración indefinida, si está prevista su prórroga tácita o se realiza una 
prórroga expresa.

d) Importe total de los pagos estimados y periodicidad de esos pagos.
e) Especificación de la inclusión de la cláusula de garantía de retención de recursos del sistema de 

financiación prevista en el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Disposición adicional primera. Comunidad Autónoma del País Vasco y Comunidad Foral de Navarra.

1. Este Real Decreto-ley se aplicará a la Comunidad Autónoma del País Vasco y a la Comunidad 
Foral de Navarra de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones adicionales primera y segunda de 
la Ley 27/2013, de 27 de diciembre.

2. La adhesión a los compartimentos del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y a los 
del Fondo de Financiación a Entidades Locales de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de la 
Comunidad Foral de Navarra requerirá con carácter previo la suscripción de un convenio con el Estado en 
el marco de la Comisión Mixta del Concierto y la Comisión Coordinadora, respectivamente, que afecte 
recursos en garantía de la operación de crédito que se formalice.

3. Las referencias contenidas en este Real Decreto-ley a la retención o deducción de los recursos 
del Sistema de Financiación, dentro de la regulación de los procedimientos de retención previstos en el 
capítulo III del Título II, deben entenderse referidas a la retención o deducción de los pagos derivados de 
la aplicación en la Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra de los 
Regímenes Forales del Concierto Económico y del Convenio Económico, respectivamente.

Disposición adicional segunda. Inscripción de los convenios vigentes en el registro electrónico de 
convenios entre Comunidades Autónomas y Entidades Locales.

El interventor de la Entidad Local, en el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de este 
Real Decreto-ley, solicitará la inscripción de los convenios en materia de gasto social, en el Registro 
electrónico de convenios entre Comunidades Autónomas y Entidades Locales, que se encuentren vigentes 
en el momento de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley. Su falta de inscripción tendrá las 
consecuencias previstas en el artículo 55.3.

La inscripción del resto de los convenios se solicitará en el plazo de nueve meses a contar desde la 
entrada en vigor de este Real Decreto-ley.

Disposición adicional tercera. Primera aplicación del procedimiento de retención regulado en la sección 3.ª 
del capítulo III del Título II de este real decreto-ley.

El procedimiento de retención de los importes a satisfacer por los recursos de los regímenes de 
financiación de las Comunidades Autónomas como consecuencia de la cláusula de garantía prevista en 
los convenios en materia de gasto social y en las normas autonómicas de delegación de competencias en 
dicha materia, regulado en este Real Decreto-ley, se aplicará por primera vez en febrero de 2016, de 
acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 37, salvo que en la Orden del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, conforme a lo regulado en dicho artículo, se establezca otro momento distinto.
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Disposición adicional cuarta. Procedimiento de retención de los recursos del Sistema de Financiación 
para hacer efectiva la cláusula de garantía prevista en los convenios y normas autonómicas en materia 
distinta de gasto social.

En tanto que no se apruebe la Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a la que 
se refiere el apartado 3 del artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, la regulación recogida en la 
sección 3.ª del capítulo III del Título II de este Real Decreto-ley será de aplicación a todos los procedimientos 
de retención que tengan por objeto hacer efectiva la cláusula de garantía contenida en los convenios y 
normas autonómicas de delegación de competencias, prevista en el citado artículo 57 bis.

Disposición adicional quinta. Recursos del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y del 
Fondo de Financiación a Entidades Locales para 2015.

1. La aportación patrimonial desde el presupuesto del Estado al Fondo de Financiación a 
Comunidades Autónomas se fija para el año 2015 en 38.869 millones de euros.

2. La aportación patrimonial desde el presupuesto del Estado al Fondo de Financiación a Entidades 
Locales se fija para el año 2015 en 1.000 millones de euros.

3. La dotación de las aportaciones patrimoniales a que se refieren los apartados anteriores se 
financiarán, hasta un importe de 21.000 millones de euros, con cargo a la aportación patrimonial que con 
destino al Fondo de Liquidez Autonómico figure dotada en el Presupuesto del Estado para 2015, a cuyos 
efectos se realizarán las transferencias de crédito que procedan de conformidad con lo establecido en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

4. Se aprueban los presupuestos de Explotación y Capital para el año 2015 del Fondo de Financiación 
a Comunidades Autónomas y del Fondo de Financiación a Entidades Locales, en los términos que se recogen 
en el Anexo que se acompaña, quedando decaídos los Presupuestos de Explotación y Capital para el 
año 2015 del Fondo de Liquidez Autonómico y del Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores 2.

Disposición adicional sexta. Plazos de solicitud de acceso a los mecanismos para el año 2015.

1. La solicitud de adhesión para el año 2015 a cualquiera de los compartimentos del Fondo de 
Financiación a Comunidades Autónomas, así como al compartimento de Fondo de Impulso Económico 
del Fondo de Financiación a Entidades Locales deberá ser presentada antes del veinte de enero de 2015.

2. Únicamente para el año 2015 las Comunidades Autónomas que no estuvieran ya adheridas al 
Fondo de Liquidez Autonómico a 31 de diciembre de 2014, podrán solicitar su adhesión al compartimento 
Facilidad Financiera del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas, antes del veinte de enero 
de 2015, sin necesidad de cumplir con el resto de requisitos previstos en el artículo 15.

Durante 2015, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá requerir su adhesión al 
Fondo de Liquidez Autonómico, en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria 
y deuda pública de acuerdo con el informe del artículo 17, en sus apartados 3 y 4, de la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, o en caso de que su período medio de pago a proveedores, de acuerdo con los datos 
publicados en la central de información económico-financiera de las Administraciones Públicas, supere en 
más de treinta días el plazo máximo previsto en la normativa sobre morosidad durante dos meses 
consecutivos a contar desde la actualización de su plan de tesorería de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 18.4 de la Ley orgánica 2/2012, de 27 de abril.

Si en el plazo recogido en el citado requerimiento no se adhiriese, quedará automáticamente adherida 
al compartimento Fondo de Liquidez Autonómico.

Disposición adicional séptima. Modificación de las condiciones financieras de las operaciones de crédito 
suscritas con cargo al Fondo de liquidez autonómico y con cargo al Fondo para la financiación de los 
pagos a proveedores 2.

Las operaciones de crédito que las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, a 31 de 
diciembre de 2014, hayan formalizado con cargo al Fondo de Financiación para el Pago a Proveedores 2 
y con cargo al Fondo de Liquidez Autonómico se ajustarán a las siguientes condiciones financieras a partir 
del 1 de enero de 2015:

a) El tipo de interés queda fijado para 2015 en el 0% anual hasta el vencimiento del primer período 
de interés de 2016. La base de cálculo de los intereses será actual/actual.
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b) Durante 2015 las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales no abonarán vencimientos de 
principal de operaciones formalizadas en ejercicios anteriores con cargo al Fondo de Financiación a 
Proveedores 2.

c) El plazo de las operaciones de endeudamiento afectadas por lo previsto en la letra b) se ampliará 
un año.

Disposición adicional octava. Condiciones financieras de las operaciones de crédito para 2015 con 
cargo al Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y al Fondo de Financiación a Entidades 
Locales.

1. Las operaciones de crédito que formalicen en 2015 las Comunidades Autónomas con cargo al 
compartimento Fondo de Liquidez Autonómico del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y 
las Entidades Locales con cargo a cualquiera de los compartimentos del Fondo de Financiación a 
Entidades Locales se ajustarán a las siguientes condiciones financieras:

a) el tipo de interés queda fijado en el 0 % anual hasta el vencimiento del primer período de interés 
de 2016. La base de cálculo de los intereses será actual/actual.

b) Las fechas de pago de principal coincidirán con las fechas de pago de intereses.

2. Las operaciones de crédito que formalicen en 2015 las Comunidades Autónomas con cargo al 
compartimento Facilidad Financiera del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas se ajustarán 
a las siguientes condiciones financieras:

a) El tipo de interés queda fijado en el 0 % anual hasta el vencimiento del primer periodo de interés 
de 2018. La base de cálculo de los intereses será actual/actual.

b) Las fechas de pago de principal coincidirán con las fechas de pago de intereses.

3. El Gobierno promoverá, dentro de las disponibilidades presupuestarias, la concesión de incentivos 
a las Comunidades Autónomas que no hayan estado adheridas al Fondo de Liquidez Autonómico y que 
se adhieran al compartimento Facilidad Financiera, y que cumplan con los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y deuda, con el fin de que los menores recursos consecuencia de la devolución en 2015 
de las cantidades aplazadas por las liquidaciones negativas del sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas régimen común de 2008 y 2009 no supongan una menor capacidad de inversión de estas 
Comunidades.

Disposición adicional novena. Destino del superávit de las entidades locales correspondiente a 2014.

En relación con el destino del superávit presupuestario de las entidades locales correspondiente al 
año 2014 se prorroga para 2015 la aplicación de las reglas contenidas en la disposición adicional sexta de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para lo 
que se deberá tener en cuenta la disposición adicional decimosexta del texto refundido de la Ley reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Disposición adicional décima. Régimen especial de reintegros de los saldos deudores resultantes a 
cargo de las Entidades Locales en la liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado del 
año 2013.

1. El reintegro de los saldos que resulten a cargo de las entidades locales en la liquidación definitiva de 
la participación en tributos del Estado correspondiente al año 2013 podrá fraccionarse en un período de 10 
años, excepcionando el régimen de reintegros aplicable con carácter general y contenido en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015.

2. La aplicación de la excepción recogida en el apartado 1 anterior requerirá la presentación de la 
solicitud por las Entidades Locales, que deberá ser aprobada por el Pleno de la corporación local y se 
remitirá por el interventor o el secretario-interventor al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
por medios telemáticos y con firma electrónica con anterioridad a 1 de noviembre de 2015.

En el caso de que las Entidades Locales no presenten la solicitud en el plazo antes citado se les 
aplicarán los reintegros de acuerdo con el régimen general establecido en la Ley de Presupuestos 
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Generales del Estado para el año 2015, regularizando con cargo a la entrega a cuenta del mes de 
noviembre los reintegros que se habrían debido aplicar en la entrega correspondiente al mes de octubre.

3. Dicha excepción se aplicará a las entidades locales que, además de haber presentado la liquidación 
de los presupuestos de la totalidad de entidades integrantes de la corporación local correspondientes al 
ejercicio inmediato anterior a aquel en el que se calcule aquélla, prevean cumplir a 31 de diciembre de 2015 
con el objetivo de estabilidad presupuestaria y con el límite de deuda pública establecido en los artículos 51 
y 53 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 marzo, y cuyo período medio de pago no supere en más de 30 días el plazo máximo 
establecido en la normativa de medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, de 
acuerdo con el periodo medio de pago a proveedores que publiquen en el mes de octubre de 2015, conforme 
al Real Decreto 635/2014, de 25 de julio, por el que se desarrolla la metodología de cálculo del periodo 
medio de pago a proveedores de las Administraciones Públicas y las condiciones y el procedimiento de 
retención de recursos de los regímenes de financiación previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

A los efectos anteriores, se considerarán entidades integrantes de la corporación local aquellas a las 
que se refiere el artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

En cuanto a la previsión del cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria y del límite de 
deuda antes citada se tendrá en cuenta la información correspondiente al tercer trimestre de ejecución del 
presupuesto del ejercicio de 2015.

4. La aplicación efectiva de la excepción citada en el apartado 1 anterior se iniciará en la entrega a 
cuenta de la participación en tributos del Estado del mes de enero del año 2016, siendo a partir de 
entonces los reintegros mensuales aplicables los que resulten de dividir el importe pendiente de reintegrar 
el día primero de aquel mes entre 120 mensualidades.

5. La excepción establecida en el apartado 1 anterior se mantendrá siempre que las Entidades 
locales afectadas aporten la liquidación de los presupuestos de la totalidad de entidades integrantes de la 
corporación local y se cumplan los objetivos y límites citados en el apartado 3 y referidos en todos los 
casos a 31 de diciembre del ejercicio inmediato anterior. En el caso de que el incumplimiento se produzca 
en dos ejercicios consecutivos se aplicará a partir de la entrega a cuenta del mes de enero del ejercicio 
siguiente el fraccionamiento de acuerdo con el régimen general que establezcan las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado de cada año.

En el caso de que se produzcan los incumplimientos antes citados y hayan transcurrido más de tres 
años completos desde el cálculo de la liquidación definitiva correspondiente, se deberá reintegrar el 
importe pendiente por doceavas partes en las entregas mensuales a cuenta del siguiente año natural.

6. En el caso de que, como consecuencia de las liquidaciones definitivas de la participación en 
tributos del Estado correspondientes a ejercicios posteriores a 2013, resulten saldos a ingresar a las 
Entidades locales a las que se aplique el régimen especial definido en esta norma, aquellos saldos 
compensarán el importe que quede pendiente de reintegrar por las Entidades locales citadas en el 
momento de calcular dichas liquidaciones definitivas.

Si, como resultado de esa compensación, el saldo pendiente de reintegrar correspondiente a la 
liquidación del año 2013 fuere inferior a la décima parte del saldo que se hubiere fraccionado de acuerdo 
con el apartado 1 anterior, aquél se cancelará mediante reintegros aplicados a las entregas a cuenta de 
los doce meses siguientes.

7. Si el importe pendiente de reintegro a 31 de diciembre de cada año fuese igual o inferior a 500 
euros, se reintegrará por su totalidad en la entrega a cuenta del mes de enero.

8. No podrán acogerse al régimen especial regulado en esta norma los municipios incluidos en el 
artículo 39.1 de este Real Decreto-ley.

Disposición adicional undécima. Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.

La Administración General del Estado se hará cargo del coste de las devoluciones de ingresos del 
Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos correspondientes al territorio 
común, que hayan sido abonadas o sean abonadas en ejecución de la Sentencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea, asunto C-82/12, de 27 de febrero de 2014.
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Disposición adicional duodécima. Liberación de la banda de frecuencias 790 MHz a 862 MHz.

El proceso de liberación de la banda de frecuencias del 790 MHz a 862 MHz (banda de frecuencias 
del dividendo digital), se desarrollará conforme a lo establecido en el presente Real Decreto-Ley y en el 
Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre, por el que se aprueba el Plan Técnico Nacional de la 
Televisión Digital Terrestre y se regulan determinados aspectos para la liberación del dividendo digital.

Disposición adicional decimotercera. Compensación a los titulares de concesiones de uso privativo del 
dominio público radioeléctrico en la banda de 790 MHz a 862 MHz.

El equilibrio económico-financiero de las concesiones de uso privativo del dominio público radioeléctrico 
en la banda de 790 MHz a 862 MHz que fueron adjudicadas mediante Orden ITC/2508/2011, de 15 de 
septiembre, por la que se resuelve la subasta económica pública para el otorgamiento de concesiones de 
uso privativo del dominio público radioeléctrico, y que ha resultado alterado como consecuencia de lo 
dispuesto en el presente real decreto-ley, se mantiene a través de la extensión del período de vigencia de 
dichas concesiones.

A estos efectos, cada día transcurrido desde el 1 de enero de 2015 hasta la fecha señalada en el 
apartado segundo de la disposición adicional decimocuarta, en la que la banda del dividendo digital esté 
a disposición de los operadores titulares de las concesiones a que se refiere el párrafo anterior, se 
compensará mediante la extensión de 1,27 días del periodo de vigencia de las concesiones, ajustando el 
número total de días por exceso por cantidades enteras.

Mediante Orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo, se modificará la fecha de finalización del 
periodo de vigencia de las concesiones de uso privativo del dominio público radioeléctrico en la banda 
de 790 MHz a 862 MHz que fueron adjudicadas mediante Orden ITC/2508/2011, de 15 de septiembre, una 
vez determinado el número total de días al que debe extenderse dicho periodo conforme a lo señalado en 
el párrafo anterior.

Disposición adicional decimocuarta. Cese de emisiones del servicio de comunicación audiovisual 
televisiva en la banda de frecuencias del dividendo digital.

1. El cese de emisiones en los canales radioeléctricos de la banda de frecuencias 790 MHz a 
862 MHz explotados por los prestadores del servicio de comunicación audiovisual televisiva a que se 
refiere el apartado 7 del artículo 8 del Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre, en ningún caso podrá 
producirse con posterioridad al 31 de marzo de 2015 para ningún múltiple digital o canal radioeléctrico y 
en ninguna de las áreas geográficas o demarcaciones de televisión local, sin perjuicio de que se pueda 
anticipar la fecha de cese de utilización de determinados canales radioeléctricos en los términos indicados 
en el apartado 6 del artículo 8 del citado Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre.

2. Mediante resolución del Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información se establecerá la fecha en la que la banda de 790 MHz a 862 MHz estará a disposición de los 
titulares de las concesiones de uso privativo del dominio público radioeléctrico que fueron adjudicadas 
mediante Orden ITC/2508/2011, de 15 de septiembre, una vez que se produzca el cese de emisiones 
previsto en el párrafo anterior. Dicha banda de frecuencias estará en todo caso a disposición de los 
citados operadores a partir del día 1 de abril de 2015.

3. Asimismo, el Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información 
podrá autorizar el inicio de emisiones en la banda de 790 MHz a 862 MHz por los titulares de las citadas 
concesiones en aquellas zonas en las que se hubiera anticipado la fecha de cese de utilización de canales 
radioeléctricos por el servicio de comunicación audiovisual televisiva.

Disposición adicional decimoquinta. Objetivos y plazos de cobertura.

Se mantienen los objetivos y plazos de cobertura de población que para los distintos canales 
radioeléctricos y múltiples digitales vienen establecidos en el Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre, 
por el que se aprueba el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Terrestre y se regulan determinados 
aspectos para la liberación del dividendo digital.
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Disposición adicional decimosexta. Simplificación de los procesos de resintonización.

Con el objeto de facilitar y simplificar los procesos de resintonización de los aparatos receptores por 
parte de los ciudadanos, hasta el día 31 de mayo de 2015 los prestadores del servicio de comunicación 
audiovisual televisiva de cobertura estatal o autonómica no podrán realizar modificaciones en la 
composición de los múltiples digitales en los términos señalados en la disposición transitoria cuarta de 
Real Decreto 805/2014, de 19 de septiembre.

Disposición adicional decimoséptima. Prórroga de la reducción de las cotizaciones empresariales por 
contingencias comunes a la Seguridad Social por contratación indefinida.

Se prorroga durante tres meses la reducción de las cotizaciones empresariales por contingencias 
comunes a la Seguridad Social por contratación indefinida prevista en el Real Decreto-ley 3/2014, de 28 
de febrero, de medidas urgentes para el fomento del empleo y la contratación indefinida, respecto de los 
contratos celebrados entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de marzo de 2015.

Disposición adicional decimoctava. Liquidaciones de los recursos del sistema de financiación de 
Comunidades Autónomas.

El importe de las liquidaciones positivas de los recursos del sistema de financiación que se practiquen 
en el año 2016 o siguientes, se destinarán en cada ejercicio por las Comunidades Autónomas, en su caso, 
a amortizar la parte del saldo vivo del préstamo obtenido con cargo al compartimento Fondo de Liquidez 
Autonómico o del Compartimento Facilidad Financiera, del Fondo de Financiación a Comunidades 
Autónomas, que se hubiese destinado a satisfacer las liquidaciones negativas del año 2013 o siguientes 
de dicha Comunidad Autónoma.

Disposición derogatoria única. Disposición derogatoria.

A la entrada en vigor de este Real Decreto-ley quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en él y en particular el apartado 2 del artículo 8 y la disposición 
adicional única de la Ley 29/2005, de 29 diciembre, de Publicidad y Comunicación Institucional, así como 
el artículo 51 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

Con efectos 1 de enero de 2015 quedan derogados:

a) El Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de julio, de medidas de liquidez de las Administraciones 
públicas y en el ámbito financiero.

b) La Ley 13/2014, de 14 de julio, de transformación del Fondo para la Financiación de los Pagos a 
Proveedores.

c) La disposición adicional cuadragésima octava de la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2015.

Disposición final primera. Modificación del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Se modifica el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que queda redactado como sigue:

Uno. Se añade un nuevo artículo 48 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 48 bis. Principio de prudencia financiera.

1. Todas las operaciones financieras que suscriban las Corporaciones Locales están sujetas al 
principio de prudencia financiera.

Se entiende por prudencia financiera el conjunto de condiciones que deben cumplir las operaciones 
financieras para minimizar su riesgo y coste.
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2. Se consideran financieras todas aquellas operaciones que tengan por objeto los instrumentos 
siguientes:

a) Activos financieros. Están incluidos en este concepto los instrumentos de capital o de patrimonio 
neto de otras entidades, los derechos a recibir efectivo u otro activo financiero de un tercero o de 
intercambiar con un tercero activos o pasivos financieros en condiciones potencialmente favorables.

b) Pasivos financieros. Están incluidos en este concepto deudas representadas en valores, 
operaciones de crédito, operaciones de derivados y cualquier otra obligación exigible e incondicional de 
entregar efectivo u otro activo financiero a un tercero o de intercambiar con un tercero activos o pasivos 
financieros en condiciones desfavorables.

c) La concesión de avales, reavales u otra clase de garantías públicas o medidas de apoyo 
extrapresupuestario.

3. Las condiciones que deben cumplir las operaciones financieras previstas en la letra b) del apartado 
anterior se establecerán por Resolución de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, y las de 
las letras a) y c) anteriores por Resolución de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.

4. Las Corporaciones Locales velarán por la aplicación del principio de prudencia financiera en el 
conjunto de su sector público.

5. Precisará de autorización del órgano competente de la Administración Pública que tenga atribuida 
la tutela financiera de las Entidades Locales la formalización de las operaciones a las que se refiere la 
letra c) del apartado 2 de este artículo, cuando no se ajusten a las condiciones del principio de prudencia 
financiera.»

Dos. Se modifica el artículo 168 que queda redactado como sigue:

«Artículo 168. Procedimiento de elaboración y aprobación inicial.

1. El presupuesto de la Entidad Local será formado por su Presidente y a él habrá de unirse la 
siguiente documentación:

a) Memoria explicativa de su contenido y de las principales modificaciones que presente en relación 
con el vigente.

b) Liquidación del presupuesto del ejercicio anterior y avance de la del corriente, referida, al menos, 
a seis meses del ejercicio corriente.

c) Anexo de personal de la Entidad Local.
d) Anexo de las inversiones a realizar en el ejercicio.
e) Anexo de beneficios fiscales en tributos locales conteniendo información detallada de los beneficios 

fiscales y su incidencia en los ingresos de cada Entidad Local.
f) Anexo con información relativa a los convenios suscritos con las Comunidades Autónomas en 

materia de gasto social, con especificación de la cuantía de las obligaciones de pago y de los derechos 
económicos que se deben reconocer en el ejercicio al que se refiere el presupuesto general y de las 
obligaciones pendientes de pago y derechos económicos pendientes de cobro, reconocidos en 
ejercicios anteriores, así como de la aplicación o partida presupuestaria en la que se recogen, y la 
referencia a que dichos convenios incluyen la cláusula de retención de recursos del sistema de 
financiación a la que se refiere el artículo 57 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local.

g) Un informe económico-financiero, en el que se expongan las bases utilizadas para la evaluación 
de los ingresos y de las operaciones de crédito previstas, la suficiencia de los créditos para atender el 
cumplimiento de las obligaciones exigibles y los gastos de funcionamiento de los servicios y, en 
consecuencia, la efectiva nivelación del presupuesto.

2. El presupuesto de cada uno de los organismos autónomos integrantes del general, propuesto 
inicialmente por el órgano competente de aquéllos, será remitido a la Entidad Local de la que dependan 
antes del 15 de septiembre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.
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3. Las sociedades mercantiles, incluso de aquellas en cuyo capital sea mayoritaria la participación 
de la Entidad Local, remitirán a ésta, antes del día 15 de septiembre de cada año, sus previsiones de 
gastos e ingresos, así como los programas anuales de actuación, inversiones y financiación para el 
ejercicio siguiente.

4. Sobre la base de los presupuestos y estados de previsión a que se refieren los apartados 
anteriores, el presidente de la entidad formará el presupuesto general y lo remitirá, informado por la 
Intervención y con los anexos y documentación complementaria detallados en el apartado 1 del artículo 166 
y en el presente artículo, al Pleno de la corporación antes del día 15 de octubre para su aprobación, 
enmienda o devolución.

5. El acuerdo de aprobación, que será único, habrá de detallar los presupuestos que integran el 
presupuesto general, no pudiendo aprobarse ninguno de ellos separadamente.»

Disposición final segunda. Régimen aplicable a los trabajos de colaboración social en el ámbito de las 
Administraciones Públicas.

Los perceptores de prestaciones por desempleo que hubieran iniciado la realización de trabajos de 
colaboración social en las Administraciones Públicas con anterioridad al 27 de diciembre de 2013, en 
virtud de lo previsto en el apartado 3 del artículo 213 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, y que continúen 
desarrollando dicha actividad a la entrada en vigor del presente Real Decreto-ley, podrán seguir 
desarrollando dicha colaboración hasta la finalización de la percepción de sus prestaciones, con sujeción 
a dicho régimen legal, cualesquiera que sean las actividades que desarrollen para la Administración 
correspondiente.

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

El apartado 2 de la Disposición Transitoria séptima de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que 
se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. Las recaudaciones derivadas de liquidaciones del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de 
Determinados Hidrocarburos y las devoluciones de ingresos realizadas de dicho impuesto con posterioridad 
a su derogación corresponderán a las Comunidades Autónomas en los términos previstos con anterioridad 
a dicha derogación. Para hacer efectivo lo anterior el Estado podrá realizar los descuentos necesarios en 
cualquiera de los pagos derivados de la aplicación del sistema de financiación.

No obstante lo anterior, corresponderán al Estado las devoluciones de ingresos del Impuesto sobre las 
Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos correspondientes al territorio común, que se deriven de 
la ejecución de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, asunto C-82/12, de 27 de 
febrero de 2014, con independencia del momento en que haya tenido lugar la devolución.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea.

Se añade un nuevo apartado al artículo 75 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, con 
la siguiente redacción:

«9. No obstante lo establecido en el apartado 6 del presente artículo, en aquellos aeropuertos cuyo 
horario operativo incluya la apertura en la totalidad del periodo comprendido entre las cero y las seis hora 
local, a los vuelos que operen fuera del horario operativo se les aplicarán las cuantías recogidas en los 
apartados 3 y 4 del presente artículo.»
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Disposición final quinta. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

El artículo 227 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 227. Reintegro de pagos indebidos.

1. Corresponde a la entidad gestora competente declarar y exigir la devolución de las prestaciones 
indebidamente percibidas por los trabajadores y el reintegro de las prestaciones de cuyo pago sea 
directamente responsable el empresario.

Transcurrido el respectivo plazo fijado para el reintegro de las prestaciones indebidamente percibidas 
o de responsabilidad empresarial, sin haberse efectuado el mismo, corresponderá a la Tesorería General 
de la Seguridad Social proceder a su recaudación en vía ejecutiva de conformidad con las normas 
reguladoras de la gestión recaudatoria de la Seguridad Social, devengándose el recargo y el interés de 
demora en los términos y condiciones establecidos en esta ley.

2. A tal efecto, la entidad gestora podrá concertar los servicios que considere convenientes con la 
Tesorería General de la Seguridad Social o con cualquiera de las Administraciones Públicas.»

Disposición final sexta. Títulos competenciales.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.11.ª, 149.1.14.ª, 149.1.17.ª, 
149.1.18.ª y 149.1.21.ª, de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva 
sobre bases de la ordenación del crédito, banca y seguros, Hacienda general y Deuda del Estado, 
legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y telecomunicaciones, respectivamente.

Disposición final séptima. Habilitación normativa.

1. Se autoriza al Gobierno y a los Ministros de Hacienda y Administraciones Públicas y de Industria, 
Energía y Turismo para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, dicten las disposiciones y 
adopten las medidas necesarias para la aplicación y desarrollo de lo previsto en este real decreto-ley.

2. Mediante Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas podrán crearse o suprimirse 
compartimentos en el activo del Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas y en el activo Fondo 
de Financiación a Entidades Locales.

3. Mediante Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas podrá modificarse lo 
previsto en el artículo 37 sobre procedimiento de retención de acuerdo con lo previsto en el artículo 57 bis 
de la ley 7/1985, de 2 de abril.

Disposición final octava. Modificación mediante disposiciones reglamentarias.

Las determinaciones incluidas en las disposiciones adicionales decimocuarta a decimosexta del 
presente real decreto-ley podrán ser modificadas mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros.

Disposición final novena. Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» salvo lo dispuesto en la disposición adicional quinta que entrará en vigor el 1 de enero de 2015.

Dado en Madrid, el 26 de diciembre de 2014.
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(millones de 
euros)

1. Transferencias y subvenciones recibidas
a)
b) Imputación de subvenciones para activos corrientes y otras

2. Otros ingresos de gestión ordinaria
3.
A) TOTAL INGRESOS DE GESTIÓN ORDINARIA (1+2+3)
4. Transferencias y subvenciones concedidas
5. Otros gastos de gestión ordinaria -14 

a) Suministros y servicios exteriores -14 
b)

B) TOTAL DE GASTOS DE GESTIÓN ORDINARIA (4+5) -14 
I. Resultado (ahorro o desahorro) de la gestión ordinaria (A+B) -14 
6. Otras partidas no ordinarias 

a)
b)

II. Resultado de las operaciones no financieras (I+6) -14 
7. Ingresos financieros

a) De participaciones en instrumentos de patrimonio
a.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas
a.2) En otras entidades

b) De valores negociables y de créditos del activo inmovilizado
b.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas
b.2) Otros

8. Gastos financieros
a) Por deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas

b)

9. Variación del valor razonable en activos y pasivos financieros
a) Derivados financieros
b) Otros activos y pasivos a valor razonable con imputación en resultados
c) Imputación al resultado del ejercicio por activos financieros disponibles para la venta

10. Diferencias de cambio
11. Deterioro de valor, bajas y enajenaciones de activos y pasivos financieros

a) De entidades del grupo, multigrupo y asociadas
b)

III. Resultado de las operaciones financieras (7+8+9+10+11)
IV. Resultado (ahorro o desahorro) neto del ejercicio (II+III) -14 

Otros

Otros

Excesos de provisiones

Otros

Ingresos
Gastos

PRESUPUESTO DE EXPLOTACIÓN
CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL

Del ejercicio

FONDO DE FINANCIACIÓN A COMUNIDADES AUTÓNOMAS
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(millones de euros)

I.

A) 764

1. Transferencias y subvenciones recibidas

2. Intereses y dividendos cobrados 764

3. Otros cobros

B) -18 

4. Transferencias y subvenciones concedidas

5. Otros gastos de gestión -18 

6. Intereses pagados

7. Otros pagos

745

II.

C) 4.324

4.324

D) -38.869 

-38.869 

-34.545 

III.

E) 38.869

1. Aportaciones de la entidad en la que se integra el Fondo 38.869

F) -5.955 

2. Devolución de aportaciones y reparto de resultados a la entidad en la que se integra el Fondo -5.955 

G)

3. Préstamos recibidos

4. Otras deudas

H)

5. Préstamos recibidos

6. Otras deudas

32.914

IV.

I)

J)

V.

VI. -887 

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al inicio del ejercicio 3.695

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al final del ejercicio 2.809

FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE FINANCIACIÓN

Cobros: (+)

Venta de activos financieros

Pagos: (-)

Flujos netos de efectivo por actividades de gestión (A+B)

Flujos netos de efectivo por actividades de financiación (E+F+G+H)

FLUJOS DE EFECTIVO PENDIENTES DE CLASIFICACIÓN

Cobros por emisión de pasivos financieros: (+)

Pagos por reembolso de pasivos financieros: (-)

Aumentos en el patrimonio: (+)

Pagos a la entidad en la que se integra el Fondo: (-)

EFECTO DE LAS VARIACIONES DE LOS TIPOS DE CAMBIO (+/-)

INCREMENTO/DISMINUCIÓN NETA DEL EFECTIVO Y ACTIVOS LÍQUIDOS EQUIVALENTES AL 
EFECTIVO (I+II+III+IV+V)

Cobros pendientes de aplicación (+)

Pagos pendientes de aplicación (-)

Flujos netos de efectivo pendientes de clasificación (I+J)

Flujos netos de efectivo por actividades de inversión (C+D)

FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE INVERSIÓN

PRESUPUESTO DE CAPITAL
ESTADO DE FLUJOS DE EFECTIVO

Compra de activos financieros

Pagos: (-)

FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE GESTIÓN

Cobros: (+)
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BALANCE
ppto 2015 

(millones de 
euros)

122.407
INVERSIONES A LARGO PLAZO EN ENTIDADES GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS
INVERSIONES FINANCIERAS A LARGO PLAZO 122.407

ACTIVO  CORRIENTE 5.916
DEUDORES Y OTRAS CUENTAS A COBRAR
INVERSIONES A CORTO PLAZO EN ENTIDADES GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS
INVERSIONES FINANCIERAS A CORTO PLAZO 3.107
AJUSTES POR PERIODIFICACIÓN
EFECTIVO Y OTROS ACTIVOS LIQUIDOS EQUIVALENTES 2.809

TOTAL ACTIVO = PATRIMONIO NETO Y PASIVO 128.323

PATRIMONIO NETO Y PASIVO

PATRIMONIO NETO 127.629

PATRIMONIO APORTADO 127.484
PATRIMONIO GENERADO 145
Resultados de ejercicios anteriores 2.395
Resultado del ejercicio -14 
Distribución de resultados -2.236 
AJUSTES POR CAMBIO DE VALOR
OTROS INCREMENTOS PATRIMONIALES PENDIENTES DE IMPUTACIÓN A RESULTADOS

PASIVO NO CORRIENTE 694

DEUDAS A LARGO PLAZO
DEUDAS CON ENTIDADES DEL GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS A CORTO PLAZO
ACREEDORES Y OTRAS CUENTAS A PAGAR 694
AJUSTES POR PERIODIFICACIÓN

TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO = ACTIVO 128.323

ACTIVO NO CORRIENTE
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PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO 2015 

FONDO DE FINANCIACIÓN A ENTIDADES LOCALES 

PRESUPUESTO DE EXPLOTACIÓN 
CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO PATRIMONIAL 

(millones  
de euros) 

1. Transferencias y subvenciones recibidas  
2. Otros ingresos de gestión ordinaria 
3. Excesos de provisiones 
A) TOTAL INGRESOS DE GESTIÓN ORDINARIA (1+2+3) 
4. Transferencias y subvenciones concedidas 
5. Otros gastos de gestión ordinaria -5 
  a) Suministros y servicios exteriores -5 
  b) Otros 
B) TOTAL DE GASTOS DE GESTIÓN ORDINARIA (4+5) -5 
I. Resultado (ahorro o desahorro) de la gestión ordinaria (A+B) -5 
6. Otras partidas no ordinarias  
  a) Ingresos 
  b) Gastos 
II. Resultado de las operaciones no financieras (I+6) -5 
7. Ingresos financieros 
  a) De participaciones en instrumentos de patrimonio 
  a.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas 
  a.2) En otras entidades 
  b) De valores negociables y de créditos del activo inmovilizado 
  b.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas 
  b.2) Otros 
8. Gastos financieros 
  a) Por deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas 

  b) 
 

Otros 

9. Variación del valor razonable en activos y pasivos financieros 
  a) Derivados financieros 
  b) Otros activos y pasivos a valor razonable con imputación en resultados 

  c) 
 

Imputación al resultado del ejercicio por activos financieros disponibles para la 
venta 

10. Diferencias de cambio 
11. Deterioro de valor, bajas y enajenaciones de activos y pasivos financieros 
  a) De entidades del grupo, multigrupo y asociadas 
  b) Otros 
III. Resultado de las operaciones financieras (7+8+9+10+11) 
IV. Resultado (ahorro o desahorro) neto del ejercicio (II+III) -5 
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FONDO DE FINANCIACIÓN A ENTIDADES LOCALES 

PRESUPUESTO DE CAPITAL 
ESTADO DE FLUJOS DE EFECTIVO 

(millones 
de euros)

 

I. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE GESTIÓN  

A) Cobros: (+) 89 

  1. Transferencias y subvenciones recibidas  

  2. Intereses y dividendos cobrados 89 

  3. Otros cobros  

B) Pagos: (-) -10 

  4. Transferencias y subvenciones concedidas  

  5. Otros gastos de gestión -10 

  6. Intereses pagados  

  7. Otros pagos  

Flujos netos de efectivo por actividades de gestión (A+B) 80 

II. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE INVERSIÓN  

C) Cobros: (+) 1.126 

  Venta de activos financieros 1.126 

D) Pagos: (-) -1.000 

  Compra de activos financieros 1.000 

Flujos netos de efectivo por actividades de inversión (C+D) 126 

III. FLUJOS DE EFECTIVO DE LAS ACTIVIDADES DE FINANCIACIÓN  

E) Aumentos en el patrimonio: (+) 1.000 

  1. Aportaciones de la entidad en la que se integra el Fondo 1.000 

F) Pagos a la entidad en la que se integra el Fondo: (-) -1.697 

  2. 
Devolución de aportaciones y reparto de resultados a la entidad en la que 
se integra el Fondo 

-1.697 

G) Cobros por emisión de pasivos financieros: (+)  

  3. Préstamos recibidos  

  4. Otras deudas  

H) Pagos por reembolso de pasivos financieros: (-)  

  5. Préstamos recibidos  

  6. Otras deudas  

Flujos netos de efectivo por actividades de financiación (E+F+G+H) -697 
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FONDO DE FINANCIACIÓN A ENTIDADES LOCALES 

PRESUPUESTO DE CAPITAL 
ESTADO DE FLUJOS DE EFECTIVO 

(millones 
de euros)

 

IV. FLUJOS DE EFECTIVO PENDIENTES DE CLASIFICACIÓN  

I) Cobros pendientes de aplicación (+)  

J) Pagos pendientes de aplicación (-)  

Flujos netos de efectivo pendientes de clasificación (I+J)  

V. EFECTO DE LAS VARIACIONES DE LOS TIPOS DE CAMBIO (+/-)  

VI. 
INCREMENTO/DISMINUCIÓN NETA DEL EFECTIVO Y ACTIVOS LÍQUIDOS 
EQUIVALENTES AL EFECTIVO (I+II+III+IV+V) 

1.903 

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al inicio del ejercicio 846 

Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al final del ejercicio 355 
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FONDO DE FINANCIACIÓN A ENTIDADES LOCALES 

  BALANCE        
ppto 2015 

(millones de 
euros) 

ACTIVO   

A) ACTIVO NO CORRIENTE 8.519 
I. INVERSIONES A LARGO PLAZO EN ENTIDADES GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS   
II. INVERSIONES FINANCIERAS A LARGO PLAZO 8.519 
B)   
  ACTIVO  CORRIENTE 1.690 
  DEUDORES Y OTRAS CUENTAS A COBRAR   
  INVERSIONES A CORTO PLAZO EN ENTIDADES GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS   
  INVERSIONES FINANCIERAS A CORTO PLAZO 1.335 
  AJUSTES POR PERIODIFICACIÓN   
  EFECTIVO Y OTROS ACTIVOS LIQUIDOS EQUIVALENTES 355 
    
I. TOTAL ACTIVO= PATRIMONIO NETO Y PASIVO 10.209 
    
    
  PATRIMONIO NETO Y PASIVO   
    
  PATRIMONIO NETO 10.176 
    
  PATRIMONIO APORTADO 10.182 
  PATRIMONIO GENERADO -5 
  Resultados de ejercicios anteriores   
  Resultado del ejercicio -5 
  Distribución de resultados   
  AJUSTES POR CAMBIO DE VALOR   
  OTROS INCREMENTOS PATRIMONIALES PENDIENTES DE IMPUTACIÓN A RESULTADOS  
    
  PASIVO CORRIENTE 33 
    
PROVISIONES A LARGO PLAZO   
  DEUDAS A LARGO PLAZO   
  DEUDAS CON ENTIDADES DEL GRUPO, MULTIGRUPO Y ASOCIADAS A CORTO PLAZO   
  ACREEDORES Y OTRAS CUENTAS A PAGAR   
  AJUSTES POR PERIODIFICACIÓN   
    
  TOTAL PATRIMONIO NETO Y PASIVO= ACTIVO  10.209 
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